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HONORABLE LICENCIADO: 


Agradeceríamos de especial 
manera, SU VALIOSA OPINION acerca del CASO, plan- 
teado en el Ocurso y trabajo del Lic. Luis Arturo Archila 

. Que aparece a las páginas Nos. 28 y 71 en este Boletín. 


DEDRE ATIORTIA 


Dedicamos con suma complacencia el presente número, 
al Instituto Guatemalteco de Derecho Notarial, entidad 
jurídica que pese a ser de reciente creación, ha desarrollado 
una meritoria y efectiva labor. 
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VWotas Introductivas 


1) Con la complacencia de siempre, presentamos a nuestros apre- 
ciables lectores los números 2 y 3, Volumen III del Boletín “Registro”, 
que corresponde a los meses de abril a septiembre del presente año. 


2) Este número está dedicado al Instituto Guatemalteco de Derecho 
Notarial, como testimonio de simpatía a la institución jurídica de más re- 
ciente creación y que a pesar de ello, se ha hecho notar en el ámbito na- 
cional y viene realizando una labor digna de encomio, motivo por el cual, 
congratulamos a sus directivos. 


3) Las secciones de que consta el presente Boletín son las mismas 
acostumbradas; sín embargo, deseamos notar que, en la Sección de Leyes, 
procuramos dar publicidad a las que consideramos de mucho interés, tal 
sucede con la Ley de Creación del Banco Nacional de la Vivienda (BAN- 
VI), Decreto 2-73 del Congreso, y en cuanto a los trabajos de colaborado- 
res, sucede lo mismo. 


4) Hoy publicamos con verdadero agrado y complacencia el del Doc- 
tor Francisco Villagrán Kramer, catedrático universitario, internaciona- 
lista de reconocida fama y prestigioso Abogado, y el del Licenciado Luis 
Arturo Archila L., catedrático universitario y competente Abogado. 


5) Finalizamos estas notas, con nuestro requerimiento de siempre a 
profesionales y estudiantes, que demuestren su interés e inquietud, envián- 
domos colaboración que les quedaremos muy agradecidos. 
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Nota personal del Co-direcior, Licenciado 
Rafael Gordillo Macías 


El dos de septiembre del año en curso y después de penosa y larga 
enfermedad, falleció en esta capital, quien en vida fuera, doña CARMEN 
MILLA VALENZUELA DE MARROQUIN ROJAS, digna esposa del li- 
cenciado CLEMENTE MARROQUIN ROJAS, Registrador titular, abo- 
gado, periodista, político y escritor de muchos quilates; y madre ejem- 
plar de cuatro hijos, que como todos los que tuvimos el privilegio de 
conocerla y tratarla, la estimamos y quisimos sinceramente, y hoy llora- 
mos y lamentamos su ausencia de este mundo. Si bien es cierto, pérdidas 
tan irreparables y hondamente sentidas, obedecen a designios del Creador, 
no es tan fácil, ni puede admitirse de inmediato tal designio. 


Personas como Carmencita, como la llamamos siempre por el afecto 
y el cariño que por ella tuvimos, no deben morir relativamente jóvenes, y 
menos sufrir lo que esta abnegada señora sufrió, principalmente durante 
la gravedad de su esposo y quien por milagro de Dios, salvó la vida; sin 
embargo, ya se le había fijado su hora y el destino inexorablemente se 
cumplió. 

En esta breve nota, queremos dejar constancia de nuestro hondo pe- 
sar, por la pérdida de tan distinguida dama, que siempre fue la misma 
en todas las circunstancias de la vida, sincera, amable, sencilla, generosa 
y de arraigados principios morales. Jamás se envaneció por los altos 
cargos que su esposo ocupó, hasta la Vicepresidencia de la República y 
en estas horas de amargura y de dolor, sólo nos resta hacerle presente 
una vez más a nuestro apreciado y respetado amigo, licenciado Clemente 
Marroquín Rojas, a sus queridos hijos: Oscar, Marina, Olga y María Mer- 
cedes, nuestra solidaridad en su pena y en su pesar y pedir a Dios Om- 
nipotente, dé eterno descanso a Carmencita y resignación a sus incon- 
solables deudos. 


Guatemala, octubre de 1973. 


T 


unurroÍ A. Y) AAA 4 


ñ' ¿ eN ny" l % 
y LE 1) DROMN DUI 10 SA 
A DEA 40 
14 10D SiN 40 414 ' ! 
Dn «OO? Midi ANUN 
«WEST y A b LDUMO y Ñ Sr 


hy aprnilitra la. 2400 


4 


OT MOS me IA IA 
o 
VO nh posiegisa ls 6 A 
A 075 mi ' JINA 
ha db Yo YE MUS UM 
AVIDL va Y 
E A AD : 
0. y E Wi nl y) : 
q” de r ' 
yl ' Maryla 
A pr y) . $ 
' mi % A Á 
i 11] hi 
a 
$ 
” 
: 
IDAS 
BA 


DD 


10 1) 


AAA, 


y MINA 


al 
pia ld 


, 
HERO 
ot 

On 1 
Y 


arYin. nds JA 


DIS 


DAS 


E! 


NA EN 


sb; 


Ñ 
k 


¿AN ON 
8 BSOS Un se ) Nil 
" V NA + O] ' 
4 PA me X CN mo Ñ 
IN y 0 o La 
a dl de 
N CU 7 
' ' ' ADA 
NL 
' LAW 


dawn ¿orah 19h NOOO 3 MO 


ástsuna dy. aa YA 


1D) ; Ú 


AOD ma 7 


a ML dr o 

USV ALE. ALIPA 
AVATMAD Y on ' 
sb 10008 
A 
Ay 


AA! 
FOTEN 
W pririmROr 
7% MIRA LAA yl MUA 
4d a ed 
MOD 1 


Mad 


mn A 

34 Mp odios 51 
o) Gre 
TA 


Mi 


? 


FO Ma 
boro 
Y 


au ¿O LO 


DU 


LUISA AB 


AT 
a api 


' sh rslásnlos 


JURISPRUDENCIA REGISTRAL 
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LIOCIO OMITEN 


JURISPRUDENCIA REGISTRAL 


1% Cuando en una mortual, expresamente se re- 


conocen por los herederos del causante en es- 
critura pública, los derechos de la esposa a la 
mitad de los bienes que constituyen la masa 
hereditaria, el impuesto de papel sellado y tim- 
bres, para el caso de expedirse testimonio, de- 
berá cubrirse sobre la mitad del valor estima- 
tivo de los dichos bienes. 


22 El usufructuario de bienes inmuebles puede 


darlos en arrendamiento sin la anuencia ni in- 
tervención del dueño de la nuda propiedad y 
el contrato es perfectamente inscribible, ya 
sea por mandato legal o por voluntad de los 
interesados. 


32 Si en el Registro consta que varios inmuebles 


aparecen con usufructo inscrito a favor de una 
o varias personas, y trata el propietario de 
unificarlos, lo puede hacer sin contar con la 
anuencia o consentimiento del o de los dueños 
del usufructo, pero en la finca nueva que se 
forme, deberá inscribirse dicho usufructo. 


4% Si un inmueble hipotecado a Institución Ban- 


caria es embargado y el Juez ordena la anota- 
ción de dicho embargo, debe inscribirse en 
acatamiento al mandamiento judicial. 


52 Si un acreedor bancario ejecuta al deudor y 


manda anotar el crédito, al pagar el obligado 
o deudor, para que pueda cancelarse la carta 
de pago, es necesario que se presente al Re- 
gistro previa o simultáneamente el instrumen- 
to donde el Juez ordene la cancelación de la 
anotación, en este caso, el correspondiente 
despacho judicial. 


6% Cuando se solicite anotación de título, cuya 


inscripción no puede hacerse definitivamente 
por faltas que sean subsanables en el término 
de treinta días, tal anotación procede hacerla 
de conformidad con lo establecido en el inciso 
59, del artículo 1149 del Código Civil, Decre- 
to-Ley 106, pero si pasado los treinta días se- 
ñalados no se ha hecho la subsanación, de he- 
cho la anotación se tendrá por cancelada, sin 
que pueda hacerse nueva, aunque lo solicite el 
interesado. 
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OCURSOS 


¿024UDO. 


OCURSOS 


Señor Juez Segundo de Primera Instancia: 


Domingo Vidal Duarte, de cincuenta y ocho 
años, casado agricultor, guatemalteco, de este do- 
micilio y vecindario, señalando para recibir noti- 
ficaciones, la oficina profesional del Licenciado 
Víctor Hugo Rodríguez Vásquez, ubicada en la 
6% avenida 5-01 de la zona uno de esta ciudad, 
respetuosamente y bajo la dirección y procura- 
ción del citado profesional, comparezco con el 
objeto de promover OCURSO contra el señor Re- 
gistrador de la Propiedad de la Zona Central con 
sede en la ciudad capital, quien puede ser noti- 
ficado en el edificio del Registro General de la 
República ubicado en la novena calle nueve guión 
cincuenta y ocho de la zona uno de la ciudad ca- 
pital, con base en los hechos y consideraciones 
legales siguientes : 


HECHOS: 


a) Con fecha seis de junio próximo pasado, pre- 
senté al Registro de la Propiedad de la Zona 
Central testimonio del instrumento ciento cin- 
cuenta y cinco, autorizado en esta ciudad por el 
Notario Víctor Hugo Rodríguez Vásquez con fecha 
primero del citado mes, relativo a la protocolación 
de las diligencias de partición de los bienes co- 
munes pertenecientes al presentado y al condue- 
ño José Angel Palma Gutiérrez, las cuales fue- 
ron aprobadas por la Honorable Sala de Apela- 
ciones Jurisdiccional, cuyo testimonio fue devuelto 
sin que se operaran las inscripciones y con la 
razón de que se hacía la anotación bajo el asiento 
número trescientos ochenta y cinco (385), folio 
doscientos cuatro (204) del diario ochocientos 


once (811), debido a que según el Registro el 
área a dividirse es mayor a la inscrita en el Re- 
gistro; 


b) El rechazo del Registro mediante el cual 
suspendió la operación, no tiene razón de ser, 
habida cuenta de que en la partición se adjudican 
o bien la totalidad de los inmuebles o por mitad 
y en ese caso no se presenta problema de área, 
porque cuando se trate de la totalidad de la finca, 
debe inscribirse con toda la extensión que le apa- 
rece en la primera inscripción de dominio y cuan- 
do se trate de la mitad, debe inscribirse desde 
luego para cada propietario la mitad del área o 
extensión que aparezca en el Registro. En efecto, 
cuando se trate de la partición de la finca “La 
Esperanza”, a que se refiere el punto 1 del pro- 
yecto de partición, al condueño Palma Gutiérrez 
se le adjudicaron en su totalidad las fincas tres 
mil trescientos cuarenta y nueve y mil quinientos 
cincuenta y uno, folios ciento veinte y siete y cien- 
to veinte y ocho, libros treinta y ocho y veintiuno 
de Chiquimula; y, si como en efecto, tales inmue- 
bles se le adjudicaron en su totalidad, es claro que 
deben inscribirse a nombre de dicho señor Palma 
Gutiérrez con toda la extensión que le aparezca en 
el Registro; y, además, con base en la modifica- 
ción hecha por el Tribunal a su cargo y confirma- 
da con alguna modificación por la Sala de Apela- 
ciones Jurisdiccional, se desmembró o adjudicó a 
favor del mismo condueño Palma Gutiérrez una 
fracción de la finca tres mil trescientos setenta y 
cinco, folio ciento ochenta del libro treinta y ocho 
de Chiquimula, con una extensión superficial de 
mil cuatrocientos ochenta y cuatro metros cuadra- 
dos, es decir que al Registro le corresponde ope- 
rar de la finca “La Esperanza” a favor del con- 
dueño Palma Gutiérrez la totalidad de los citados 
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inmuebles 3349 y 1551 citados y además la alu- 
dida fracción de la finca 3375 mencionada con una 
extensión de catorce áreas con ochenta y cuatro 
centiáreas, habida cuenta de que en el fallo de la 
Honorable Sala de Apelaciones Jurisdiccional se 
consignó que a Palma Gutiérrez se le adjudicaban 
cuatro hectáreas, treinta y cinco áreas y treinta y 
nueve centiáreas en lugar de cuatro hectáreas, 
veinte áreas con cincuenta y cinco centiáreas que 
se le habían adjudicado conforme el proyecto del 
partidor, vale decir que aumenta a favor de él una 
extensión o fracción de catorce áreas con ochenta 
y cuatro centiáreas que necesariamente tendrá 
que desmembrarse de la finca 3375, ya citada, que 
me correspondió a mí en la partición, cuya frac- 
ción tal como indica el aludido fallo se localiza del 
punto 35-A en el este al 8-B en el oeste y por ello 
quedará con las siguientes colindancias: NORTE, 
con la otra finca que se le adjudica a Palma Gu- 
tiérrez; SUR, con la propiedad desmembrada: ES- 
TE, Javier Paiz Brenes; OESTE, con Manuel Mo- 
rales, como notará el señor Juez en la inscripción 
de la denominada finca “La Esperanza” no hay 
ningún problema ya que el señor Registrador de- 
berá inscribir a favor de Palma Gutiérrez sin nin- 
guna modificación la totalidad de las fincas 3349 
y 1551 citadas y además, la fracción ya identifi- 
cada que se desmembrará de la finca número 3375 
mencionada que se me adjudicará a mí en la par- 
tición y que debe inscribirse a mi nombre he- 
cha la desmembración relacionada; 


c) El terreno “El Shaguay” inscrito bajo el nú- 
mero 2274, folio 250 del libro 37 de Chiquimula, 
se nos adjudicó la mitad a cada condueño y de ese 
resto debe inscribirse a favor de cada comunero 
la mitad de dicho inmueble, de la extensión que 
aparece en el Registro, o sea una área para cada 
uno de dos hectáreas, noventa y seis áreas con no- 
venta y seis centiáreas, equivalentes a cuatro man- 
zanas y un cuarto de manzana para cada uno, con 
las colindancias que se asignaron en el punto IV, 
de la partición que obra en el testimonio; 


d) En el punto V de la partición al condueño 
Palma Gutiérrez se le adjudicaron en su totalidad, 
los terrenos “El Palmarcito” y “La Antolina”, ins- 
critos bajo los números 8168 y 8169, folios 20 y 
21 del libro 46 de Chiquimula, y como se le adju- 
dicaron en su totalidad raíces, el Registrador debe 
hacer la inscripción a favor de él de la totalidad 
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de los dos mencionados inmuebles, con las exten- 
siones que le aparezcan en la respectiva inscrip- 
ción de dominio; 


e) En el punto VI del proyecto de partición se 
me adjudicó la totalidad del terreno “El Nispe- 
rás”, inscrito bajo el número 3394, folio 218 del 
libro 38 de Chiquimula y si dicho raíz se me adju- 
dicó en su totalidad, en esa forma simple y llana- 
mente debe hacerse la operación a mi nombre con 
la extensión que le aparece en el Registro; 


f) El problema podría presentarse con el te- 
rreno “Cerro Colorado”, inscrito bajo el número 
1675, folio 134 del libro 22 de Chiquimula, debido 
a que en el Registro aparece con una área de cin- 
cuenta manzanas poco más o menos, con las mis- 
mas colindancias que le corresponden al inmueble; 
pero en tal caso y tratándose de que a cada con- 
dueño se le adjudicó la mitad y para no dejar ese 
término ambiguo de poco más o menos, debe ins- 
cribirse la mitad a cada condueño con una exten- 
sión superficial de diez y siete hectáreas, cuaren- 
ta y seis áreas con ochenta y cuatro centiáreas, 
que corresponde a la mitad de la extensión regis- 
trada; 


9) Como es natural, al practicarse la partición 
y precisamente para una mayor seguridad jurí- 
dica para cada condueño y para asegurar también 
la paz y la tranquilidad entre ambos co-propieta- 
rios y que cada uno sepa hasta dónde llega su 
terreno en la extensión que se posee, es que se hi- 
cieron planos técnicos elaborados por profesiona- 
les; pero sin perjuicio de que en el Registro se hi- 
cieran las operaciones de la división o partición 
conforme las extensiones que a cada inmueble le 
corresponda en la respectiva inscripción, máxime 
cuando se trata de adjudicaciones de inmuebles en 
su totalidad, en donde a decir verdad no es ningún 
problema el hecho de las áreas, porque simplemen- 
te se inscribe el inmueble igual como aparece en el 
Registro y cuando se trata de la mitad, pues tam- 
bién debe hacerse la inscripción de la mitad de la 
extensión que le aparecen en la inscripción res- 
pectiva; 


h) Por ello y tomando en cuenta las razones an- 
teriores y porque se trata de una partición judi- 
cial aprobada por la Sala de Apelaciones Juris- 
diccional, es que estamos promoviendo el presente 
ocurso, para que previa audiencia al señor Regis- 


trador de la Zona Central, el Tribunal a su cargo 
resuelva en el sentido de ordenar a dicho Regis- 
tro que se hagan las operaciones de inscripción en 
la forma apuntada. 


DERECHO: 


Cuando el Registrador suspenda la inscripción, 
el interesado puede ocurrir al Juez para que éste 
resuelva de plano lo que en derecho procede. Ar- 
tículo 1164 del Código Civil. La anotación, como 
la hecha en el testimonio, cuya fotocopia debida- 
mente legalizada acompaño, caduca a los treinta 
días y será cancelada de oficio, salvo que durante 
ese término se ordene hacer la inscripción o se dé 
aviso por el Tribunal de haber juicio pendiente o 
que se prorroga el término citado. Artículo 1165 
del Código Civil. Es juez competente cuando las 
acciones se refieran a bienes inmuebles, el del lu- 
gar donde se encuentran ubicados dichos raíces. 
Artículo 20 del Decreto-Ley 107. 


PRUEBAS: 


Ofrezco como tales : fotocopia legalizada del ins- 
trumento ciento cincuenta y cinco citada, en el 
cual están insertos los fallos de primera y segunda 
instancia proferidos con motivo de la partición 
antes relacionada; certificación del Registro de la 
Propiedad de los inmuebles divididos que también 
adjunto; inspección o reconocimiento judicial del 
juicio oral de partición de bienes que obra en el 
tribunal a su cargo y que oportunamente promoví 
contra el condueño Palma Gutiérrez, en el cual 
obran los planos de los raíces divididos; presuncio- 
nes, prueba de expertos. 


SOLICITO: 


1? Darle trámite al presente Ocurso contra el 
señor Registrador de la Propiedad de la Zona Cen- 
tral, ordenando que se agreguen a los autos la fo- 
tocopia debidamente legalizada que adjunto y la 
certificación del Registro que también acompaño; 


22 Darle audiencia incidental al señor Regis- 
trador de la Propiedad de la Zona Central por el 
término de ley; 


32 Oportunamente declarar con lugar el pre- 
sente Ocurso, ordenando que se operen las inscrip- 
ciones a que se refiere el aludido testimonio, en la 
forma como le hemos indicado, es decir, en los 


primeros casos inscribiendo la totalidad de los in- 
muebles con la extensión que les aparezcan en el 
Registro, y cuando se trate de la mitad pues tam- 
bién deberá inscribirse la mitad del respectivo in- 
mueble para cada condueño, de la extensión que le 
aparezca en el Registro y con las colindancias que 
constan en la partición aprobada, así como la frac- 
ción a que se refiere el fallo de la Sala Jurisdic- 
cional con la extensión apuntada y con las colin- 
dancias que hemos señalado, derivadas precisamen- 
te de los puntos que en el aludido fallo señaló el 
Tribunal de Segundo Grado; 


4% Como el término de treinta días está próxi- 
mo a caducar, instamos al señor Juez para que 
se sirva oficiar al Registro de la Propiedad de la 
Zona Central dando aviso que el término se prorro- 
ga por el tiempo que tarde en resolverse el pre- 
sente Ocurso, es decir, que se prorroga el término 
de la anotación antes señalada puesta en el citado 
testimonio ; 


52 Para notificar al señor Registrador se sirva 
librar exhorto a uno de los juzgados del Ramo Ci- 
vil de la ciudad capital. Acompaño dos copias y 
me fundo en los artículos citados y 19, 4%, 10, 18, 
79, 81 del Decreto-Ley 107; 1164, 1169 del De- 
creto-Ley 105; 214, 219, 221 del Decreto guber- 
nativo 1862; 180 y 181 del Registro General de 
Tribunales. 


Chiquimula, 3 de julio de 1968. A ruego del 
presentado, quien ignora firmar, pero deja la im- 
presión digital de su dedo pulgar derecho en su 
auxilio (f) Víctor Hugo Rodríguez Vásquez. Abo- 
gado y Notario. 


RESOLUCION DEL JUZGADO SEGUNDO DE 
PRIMERA INSTANCIA DE CHIQUIMULA 


Juzgado Segundo de Primera Instancia: Chi- 
quimula, cinco de julio de mil novecientos sesenta 
y ocho. 

Se acepta para su trámite, el presente Ocurso; 
del mismo se da audiencia por dos días más uno, 
por la distancia, al señor Registrador de la Pro- 
piedad de la Zona Central, para que se sirva emi- 
tir el informe correspondiente; asimismo y como 
lo solicita el presentado, se prorroga por el tér- 
mino de treinta días más, la anotación preventiva 
recaída en el asiento trescientos ochenta y cinco, 
folio doscientos cuatro, diario ochocientos once, 
debiéndose en consecuencia, comunicarle dicha 
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prórroga al funcionario ocursado, para los efectos 
legales correspondientes; notifíquese al presenta- 
do, en la dirección que para el efecto señala ; como 
director suyo, téngase al Abogado Víctor Hugo 
Rodríguez Vásquez; incorpórense al proceso los 
documentos acompañados; ténganse por ofrecidas 
las pruebas puntualizadas; para notificar esta re- 
solución al señor Registrador de la Propiedad de 
la Zona Central, se comisiona al señor Juez Quin- 
to de Primera Instancia, del Ramo Civil, de Gua- 
temala, a quien para el efecto se le librará exhorto; 
lo demás pedido, téngase presente en su oportuni- 
dad. Artículos 1%, 6%, 29, 50, 66, 73, 79, 128 De- 
creto-Ley 107; 1164, 1165 Decreto-Ley 106; 214 
y 219 Decreto gubernativo 1862. 


Resolución del Registro General de la Propiedad 


Presentada hoy a las catorce y diez. Anotada 
al Asiento 385, folio 204, Diario 811. Se suspendió 
la operación porque el área a partirse en las fincas 
a que se refiere el presente testimonio, excede a la 
inscrita en este Registro. Artículo 151 de la Ley 
de Transformación Agraria. Honorarios: veinti- 
cinco centavos. Guatemala, seis de junio de mil 
novecientos sesenta y ocho. 


CERTIFICACION EXTENDIDA POR EL 
REGISTRO GENERAL DE LA PROPIEDAD 


“El Infrascrito Registrador de la Propiedad 
CERTIFICA : Haber tenido a la vista la solicitud 
que con su providencia literalmente dicen: Señor 
Registrador General de la Propiedad, DOMINGO 
VIDAL DUARTE, de cincuenta y seis años, ca- 
sado, agricultor, guatemalteco, vecino de la ciudad 
de Chiquimula, ante usted en forma atenta solici- 
ta: Se sirva extenderle una certificación haciendo 
constar la primera y última inscripción de domi- 
nio de las fincas rústicas siguientes: Número 
3375, folio 180 del libro 38; Fincas el Sillón nú- 
mero 2274, folio 230, libro 37; Finca Colorado nú- 
mero 1675, folio 134, del libro 22; número 8168, 
folio 20 del libro 48. Número 8169, folio 21, del 
libro 48. Número 1551, folio 128 del libro 21. Nú- 
mero 3349, folio 127 del libro 38. El Cañalito te- 
rreno Frizco número 3394, folio 218 del libro 38. 
Todas del departamento de Chiquimula, Chi- 
quimula 2 de febrero de 1966. A ruego del pre- 
sentado que ignora firmar. (f) ilegible. Recibida 
hoy a las catorce y once. Registro de la Propiedad 
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Zona Central: Guatemala, dos de febrero de mil 
novecientos sesenta y seis. Dése la certificación. 
Arto. 1180 C.C.”. Rubricada por el Registrador. 
PRIMERA Y ULTIMA INSCRIPCIONES DE 
DOMINIO DE LA FINCA Rustica N? 3349, Folio 
127 del libro 38 de Chiquimula, que literalmente 
dicen: “Número 1.—Lote de terreno en jurisdic- 
ción Municipal de la ciudad de Chiquimula, com- 
puesto de una manzana y linda: Al N. con Miguel 
Calderón; al O. con Trinidad Padilla y Fulgencio 
Ciramagua; Rafael Solórzano y Mateo Pablo y P., 
con Juan Picín; No dice el rumbo Sur. Se estima 
en trescientos pesos y fue comprado a Esteban 
Puquir. Eduardo Lemus, posee esta finca como se 
expresa en la N? 3343, folio 115 de este libro. Cer- 
tificación allí citada. Asiento N*% 597, folio 207, 
Tomo 194. Guatemala, febrero diez y nueve de 
mil novecientos diez y seis. Hnos. 3. Fernando 
Aragón. D. Sello”. Número 12.—Domingo Vidal 
Duarte por compra es dueño de los derechos en es- 
ta finca del licenciado Luis Eduardo López Du- 
rán y Luis Augusto López Alvarado como se ex- 
presa en la 7* inscripción de dominio de la finca 
N?% 3375, folio 180 del libro 38 de Chiquimula. 
Escritura en asiento N* 473, folio 218 Diario 732. 
Guatemala, veintitrés de septiembre de mil nove- 
cientos sesenta y cinco. Hnos. 0.50. R.A. Gor- 
dillo M. Sello.— Primera y última inscripciones de 
dominio de la finca rústica N* 3394, folio 218 del 
libro 38 de Chiquimula, que literalmente dicen: 
Número 1.—Lote de terreno en jurisdicción muni- 
cipal de la ciudad de Chiquimula, mide una man- 
zana y linda: al N., con herederos de Francisco 
Mateo y Salvador Ciramagua; al O., y $., con Ma- 
nuel Chegúen y al P., con herederos de Julián Díaz 
Felipe Martínez y R., posee esta finca y las dos 
siguientes, hace treinta y nueve años, ésta la com- 
pró a Eduardo Lemus y la estima en trescientos 
pesos. Información supletoria aprobada el veinti- 
cuatro de febrero último, por el Juzgado de 1? 
Instancia de aquel departamento, certificada el 
veintidós del pasado julio y presentada hoy a las 
2 y 30. Asiento N? 811, folio 394 Diario 194. Gua- 
temala, agosto de mil novecientos diez y seis. 
Hnos. $3. Fernando Aragón D. Sello. Número 
11.—Domingo Vidal Duarte, por compra es dueño 
de los derechos en esta finca del Licenciado Luis 
Edmundo López Durán y Luis Augusto López Al- 
varado como se expresa en la 7*% inscripción de 
dominio de la finca N* 3375, folio 180 del libro 
38 de Chiquimula. Escritura en asiento N? 473, 


folio 218 Diario 732. Guatemala, veintitrés de 
septiembre de mil novecientos sesenta y cinco. 
Hnos. Q0.50. R.A. Gordillo M. Sello. Primera y 
última inscripciones de dominio de la finca rústica 
N? 3375, folio 180 del libro 38 de Chiquimula, que 
literalmente dicen: Número 1.—Terreno llamado 
La Esperanza, en Tisubín, ejidos municipales de 
Chiquimula, Departamento del mismo nombre, 
compuesto de tres manzanas y media regables, lin- 
dantes: Norte, camino de Chiquimula a San An- 
tonio; Oriente, Juana de Suquini y herederos de 
Francisco Mateo; Sur, los mismos herederos y Po- 
niente, con propiedades de los hermanos Ciraguas, 
del General Manuel Duarte y río de Shutaque. Jo- 
sé Angel Palma, por compra a Rosaura Paiz de 
Sagastume, posee esta finca desde antes del 15 de 
septiembre de 1877, la estima en trescientos pesos. 
Certificación supletoria aprobada por el Juzgado 
de 1? Instancia de Chiquimula, en auto de dieci- 
nueve del pasado abril. Certificada por el Secre- 
tario de dicho Tribunal a veinticuatro del mismo, 
presentada hoy a las 3 y 10. Asiento N* 227, folio 
142 tomo 199. Guatemala, mayo quince de mil 
novecientos dieciséis. Fernando Aragón D. Sello. 
Número 7.—Domingo Vidal Duarte, por dos mil 
quetzales pagados compró al Licenciado Luis Ed- 
mundo López Durán y a Luis Augusto López Al- 
varado los derechos que tienen en esta finca y en 
las fincas que figuran en el asiento al final citado. 
Escritura autorizada en la ciudad de Chiquimula, 
el tres de diciembre de mil novecientos sesenta y 
dos, por el Notario Alcides Augusto Lobos Her- 
nández, presentada hoy a las catorce y nueve. 
Asiento N? 473, folio 218, Diario 732. Guatemala, 
veintitrés de septiembre de mil novecientos sesen- 
ta y cinco. Hnos. 42.50. R.A. Gordillo M. Sello. 
Primera y última inscripciones de dominio de la 
finca rústica N* 2274, folio 230 del libro 37 de 
Chiquimula, que literalmente dicen: “Número 
1.—Terreno en Chiquimula, Depto. del mismo 
nombre que mide ocho manzanas y media y linda : 
N. camino real a Jocotán; O., José Angel Palma; 
S., Chatún de la Peñona; P., José Dolores Vidal. 
A Desiderio Vidal, en trescientos pesos se le ad- 
judicó esta finca, que se desmembró de la N? 2307, 
folio 502, libro 18 de Chiquimula, según la escri- 
tura de partición que se detalla en el asiento N? 
29, folio 20 tomo 195. Guatemala, julio veinticua- 
tro de mil novecientos quince. Fernando Aragón 
D. Sello. Número 8.—Domingo Vidal Duarte, por 
compra es dueño de los derechos en esta finca del 
Licenciado Luis Edmundo López Durán y de Luis 


Augusto López Alvarado, como se expresa en la 
7% inscripción de dominio de la finca N? 3375, fo- 
lio 180 libro 38 de Chiquimula. Escritura en 
asiento N? 473, folio 218, diario 732. Guatemala, 
veintitrés de septiembre de mil novecientos sesen- 
ta y cinco. Hnos. 40.50. R.A. Gordillo M. Sello”. 
Primera, sexta y última inscripciones de dominio 
de la finca rústica N* 1675, folio 134 del libro 22 
de Chiquimula, que literalmente dicen: “Número 
1.—Terreno secano, situado en el lugar llamado 
Cerro Colorado y Sillón del Municipio de Chi- 
quimula, cabecera departamental, de este nombre, 
comprende un área de cincuenta manzanas, poco 
más o menos, lindando por el Norte con el camino 
que de Chiquimula, conduce a Jocotán por el 
Oriente, con terreno de los Solórzano y Mónico 
González; al Sur, con terreno que fue de Manuel 
Osoria hoy de Vicente Vidal a topar con la Peñona 
y al Occidente, con terreno de Raimundo Paiz y el 
que fue de Jesús Cardoza, hoy de Ana María Oso- 
ria. La señorita Carmen Cardoza, soltera, mayor 
de edad y vecina de aquella población, adquirió la 
finca N? 1675, la que estima en doscientos pesos 
y lleva treinta y ocho años de posesión, quieta y 
pacífica según supletorio librado a su favor en el 
Juzgado de Paz de Chiquimula cuya certificación 
que extendió el Secretario Luis G. Lobos el treinta 
y uno de enero del presente año autenticada la fir- 
ma por el Juez señor Campos F., se presentó al 
Registro y se inscribe hoy a las diez del día. 
Asiento N? 442, tomo 3? Diario Jalapa. Abril 19 
de 1898. José Silva. Número 6.—Don José Angel 
Palma es dueño de esta finca número 1675, por 
compra que hizo a doña Dolores Moreno v. de 
Sagastume en mil quinientos pesos al contado, con 
la misma extensión consignada en la primitiva ins- 
cripción y con los linderos actuales: Norte, camino 
de Chiquimula a Jocotán; Oriente, con terreno de 
los Solórzano y Mónico González; Sur, de Vicente 
Vidal, antes de Manuel Osoria, a topar con la Pe- 
ñona y Poniente con Raimundo Paiz, según consta 
todo de escritura que autorizó el Notario don Ma- 
nuel Edmundo López, en Chiquimula a veintiséis 
de noviembre del corriente y que testimoniada en 
forma se presentó hoy a las ocho del día, como se 
ve del Asiento N? 100, folios 189 y 190. Tomo 6? 
Diario de Chiquimula. En consecuencia llenados 
los demás requisitos de ley, se inscribe a nombre 
de don José Angel Palma el dominio de esta finca. 
Zacapa, noviembre 27 de 1912. Anto. E. Lima. 
“Número 12.—Domingo Vidal Duarte, por compra 
es dueño de los derechos en esta finca del Licen- 
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ciado Luis Edmundo López Durán y de Luis Au- 
gusto López Alvarado como se expresa en la 7? 
inscripción de dominio de la finca N* 3375 folio 
180 del libro 38 de Chiquimula. Escritura en 
asiento N? 473, folio 218 Diario N* 732. Guatema- 
la, veintitrés de septiembre de mil novecientos 
sesenta y cinco. Hnos. G0.50. R.A. Gordillo M. 
Sello. Primera y última inscripciones de dominio 
de la finca rústica N* 8168 folio 20 del libro 48 
de Chiquimula, que literalmente dicen: Número 
1.—Lote de terreno regable en Tisubín, jurisdic- 
ción de Chiquimula, Depto. de igual nombre, com- 
puesto de diecisiete áreas, cuarenta y seis cen- 
tiáreas, ocho mil cuatrocientos sesenta diez 
milésimos que linda al N., la compradora O., Ful- 
gencio Rosales, callejón al medio; al S. y P. el 
vendedor, Francisca Gutiérrez Francisco viuda 
de Palma, por veinte quetzales pagados compró al 
Licenciado Manuel Mateo Chegien esta finca, des- 
membrada de la finca N? 7050, folio 43 libro 45 de 
Chiquimula. Escritura autorizada en la ciudad de 
Chiquimula, a cinco de septiembre de mil nove- 
cientos cuarenta y dos, por el Notario José Dioni- 
sio Palacios, presentada a las catorce y veintitrés. 
Asiento N? 17. Folio 15, Diario 525. Guatemala, 
veinte de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y dos. Hnos. 42.00. Francisco Valdés Calderón, 
Sello”. Número 6.—Domingo Vidal Duarte, por 
compra es dueño de los derechos en esta finca del 
Licenciado Luis Edmundo López Durán y Luis 
Augusto López Alvarado, como se expresa en la 7? 
inscripción de dominio de la finca N? 3375, folio 
180 Libro 38 de Chiquimula. Escritura en asiento 
N? 473, folio 218 Diario N? 732. Guatemala, vein- 
titrés de septiembre de mil novecientos sesenta y 
cinco. Hnos. 40.50 R.A. Gordillo M., Sello. Pri- 
mera y última inscripciones de dominio de la finca 
rústica N* 8169, folio 21 del libro 48 de Chiquimu- 
la, que literalmente dicen: Número 1.—Lote de 
terreno regable en Tisubín, jurisdicción de Chi- 
quimula, Depto. de igual nombre, compuesto de 
diez y siete áreas, cuarenta y siete centiáreas, que 
linda: al O., Fulgencio Simeón, Tránsito y Luis 
Rosales callejón de por medio; N. y S., herederos 
de José Angel Palma y al P., con Fernando y Cás- 
tulo Mateo. Francisca Gutiérrez Francisco, viuda 
de Palma, por quince quetzales pagados compró al 
Licenciado Manuel Mateo Chegiien, esta finca des- 
membrada de la finca N? 7050, folio 43, libro 45 de 
Chiquimula. Escritura autorizada en la ciudad de 
Chiquimula, a trece de mayo de mil novecientos 
cuarenta y tres, por el Notario José Dionisio Pa- 


20 


lacios, presentada hoy a las catorce y veintitrés. 
Asiento N? 17, folio 15 Diario 525. Guatemala, 
veinte de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y dos. Hnos. (42.00. Francisco Valdés Calderón. 
Sello.” Número 6.—Domingo Vidal Duarte, por 
compra es dueño de los derechos en esta finca del 
licenciado Luis Edmundo López Durán y Luis Au- 
gusto López Alvarado, como se expresa en la 72 
inscripción de dominio de la finca N? 3375, folio 
180 libro 38 de Chiquimula. Escritura en Asien- 
to N* 473, folio 218 Diario 732. Guatemala, vein- 
titrés de septiembre de mil novecientos sesenta y 
cinco. Hnos. Q0.50. R.A. Gordillo M. Sello, Pri- 
mera y última inscripciones de dominio de la finca 
rústica N? 1551, folio 128 del libro 21 de Chi- 
quimula que literalmente dicen: Número 1.—Te- 
rreno regable, de dos y media manzanas sita en 
el lugar Tisubín, de estos ejidos y linda: Oriente 
Jesús Chegiien, Manuel Cerín y Paulino Chegúien; 
Norte, el de Laureano Ciramagua; Poniente, con 
Tiburcio Chegúe, José María Ciramagua y An- 
tonio Cabrera y al Sur, con Urbano Pinitú. Don 
Jerónimo Paiz, mayor de edad y de este vecinda- 
rio adquirió la finca N* 1551, por compra a don 
Pablo Sagastume en la suma de ochocientos pesos, 
que le pagó al contado según escritura que pasó 
ante el Notario don José Antonio G. Lobos en esta 
ciudad, a veintitrés de agosto del año pasado y la 
cual hoy a las tres de la tarde se inscribe. Asiento 
N9 432. Folio 311, Tomo 3% Diario Chiquimula. 
Marzo 14 de 1895. Lázaro Campos F. Número 
9.—Domingo Vidal Duarte, por compra es dueño 
de los derechos en esta finca del licenciado Luis 
Edmundo López Durán, y de Luis Augusto López 
Alvarado, como se expresa en la 7? inscripción de 
dominio de la finca N? 3375, folio 180, libro 38 de 
Chiquimula. Escritura en asiento N* 473, folio 
218 Diario N? 732. Guatemala, veintitrés de sep- 
tiembre de mil novecientos sesenta y cinco. Hnos. 
G0.50. R.A. Gordillo M. Sello”. Y para entregar 
al señor Domingo Vidal Duarte, se extiende la 
presente certificación en seis hojas de papel se- 
llado de diez centavos, cada una, correspondientes 
al quinquenio actual, marcadas con los números 
F-siete millones seiscientos veintidós mil doscien- 
tos dos, F-siete millones seiscientos veintidós mil 
doscientos trece, F-siete millones seiscientos vein- 
tidós mil doscientos cuatro, F-siete millones seis- 
cientos veintidós mil doscientos cinco, F-siete mi- 
llones seiscientos veintidós mil doscientos seis y 
F-siete millones seiscientos veintidós mil doscien- 
tos siete, en Guatemala, a dos de febrero de mil 


novecientos sesenta y seis. La presente hoja es con- 
tinuación de la N* F-7622206. Hnos. (3.25. Fir- 
ma ilegible. Sello”. — EXHORTO: 708. Of. Not. 
19—Cer.—JUZGADO QUINTO DE PRIMERA 
INSTANCIA DE LO CIVIL: Guatemala, nueve 
de julio de mil novecientos sesenta y ocho. Cúm- 
plase y diligenciado devuélvase.—Artos. 72, 73, 75, 
79 del Código Procesal Civil y Mercantil. Sello”. 


Notificación del Juzgado 5% de 1% Instancia 
de lo Civil 


Al Registrador General de la Nación, no ha- 
biéndosele encontrado, y para que quede legalmen- 
te notificado de la resolución anterior, entregué 
la presente cédula a Olga de Pivaral a las nueve 
horas y treinta minutos, del dieciocho de julio de 
mil novecientos sesenta y ocho. Doy fe. (f) ile- 
gible. Sello”. 


Informe rendido por el Registro General 
de la Propiedad 


“Señor Juez Segundo de Primera Instancia del 
Departamento de Chiquimula. En cumplimiento 
de la resolución dictada por el Juzgado a su mere- 
cido cargo con fecha cinco del corriente en el Ocur- 
so presentado por el señor DOMINGO VIDAL 
DUARTE, contra el suscrito Registrador, por ha- 
berse denegado el registro de la partición practi- 
cada por el Notario Licenciado Víctor Hugo Ro- 
dríguez Vásquez, denegatoria que se hizo con base 
en el artículo 151 de la Ley de Transformación 
Agraria, Decreto 1551 del Congreso, respetuosa- 
mente me permito informar a usted: 


En el testimonio de la escritura 155 que contie- 
ne la partición de mérito al denegarse la inscrip- 
ción se puso la razón siguiente: “Anotada al Asien- 
to 385, folio 204, Diario 811. Se suspendió la 
operación porque el área a partirse en las fincas 
a que se refiere el presente testimonio excede a la 
inscrita en este Registro. Arto. 151 de la Ley de 
Transformación Agraria. Honorarios: veinticin- 
co centavos. Guatemala, seis de junio de mil nove- 
cientos sesenta y ocho”. En la partición se incu- 
rrió en varios errores fundamentales: en el punto 
III de la partición las fincas a partirse por mitad 
son las números 3375, folio 180, del libro 38 de 
Chiquimula, con área inscrita en este Registro de 
tres manzanas y media o sean veinticuatro mil 
cuatrocientos cincuenta y cinco metros cuadrados 


(24,455 mts.?); número 3349, folio 127, libro 38 
del mismo departamento, con área inscrita de una 
manzana o sean seis mil novecientos ochenta y sie- 
te metros cuadrados (6,897 mts.?), y la número 
1551, folio 128, del libro 21 del mismo departa- 
mento, con área inscrita de dos manzanas y media 
o sean diecisiete mil cuatrocientos setenta y siete 
metros cuadrados (17,477 mts.?). Estas tres fincas 
en conjunto hacen un total de cuarenta y ocho mil 
novecientos nueve metros cuadrados (48,909 mts.?) 
inscritos conforme sus primeras inscripciones de 
dominio y el área a partirse conforme lo consigna el 
partidor hace un total de ochenta y cuatro mil 
ciento diez metros cuadrados (84,110 mt:s.?). 
Otra finca a partirse es la número 2274, folio 
230, libro 37 de Chiquimula, la cual tiene un área 
inscrita de ocho manzanas y media o sean cin- 
cuenta y nueve mil trescientos ochenta y nueve 
metros, y el área a partirse conforme a la parti- 
ción es de sesenta y un mil ochocientos sesenta y 
cuatro metros cuadrados (61,864 mts.?). La últi- 
ma finca a partirse es la número 1675, folio 184 
del libro 22 de Chiquimula, con un área inscrita 
de cincuenta manzanas más o menos o sean tres- 
cientos cuarenta y nueve mil trescientos cincuenta 
metros cuadrados y en cambio el área a partirse, 
conforme la partición es de un millón ciento se- 
senta y dos mil seiscientos dieciocho metros cua- 
drados. De lo consignado, resulta señor Juez, cla- 
ro y lógico que es imposible deducir mayores ex- 
tensiones de las inscritas. El Artículo 151 del De- 
creto del Congreso a la letra dice: “NINGUN TI- 
TULO DE PROPIEDAD OTORGA DERECHO 
A MAYOR EXTENSION DE TERRENO DE 
LA CONSIGNADA EN LAS INSCRIPCIONES 
DE DOMINIO EN EL REGISTRO DE LA PRO- 
PIEDAD INMUEBLE”. También cabe citar como 
fundamento del rechazo las siguientes disposicio- 
nes legales: el artículo 164 del Dto. 1551 del Con- 
greso que dice: “La parte de terreno comprendida 
dentro de los linderos de una propiedad privada, 
que exceda de la extensión inscrita, será conside- 
rada como exceso para los efectos de esta ley”. El 
artículo 165 del mismo cuerpo legal que dispone: 
“Los excesos en las fincas rústicas de propiedad 
particular pertenecen a La Nación y se prohibe 
titularlos supletoriamente o adquirirlos en forma 
distinta a la señalada por esta ley”. El artículo 
166 del citado Decreto que establece la forma como 
pueden adquirir los propietarios de fincas rústi- 
cas debidamente cultivadas los excesos que posean 
en una extensión mayor que la registrada y por 
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último el artículo 168 de la misma Ley de Trans- 
formación Agraria (Dto. 1551) que dice: “Los 
excesos de fincas rústicas se adjudicarán por el 
precio que se fije mediante avalúo practicado por 
un experto valuador de cualquier institución ban- 
caria del Estado, quien deberá tomar en cuenta el 
valor actual y efectivo del inmueble. Si el denun- 
ciante fuere persona distinta del poseedor del 
exceso, éste tendrá preferencia en la adjudicación, 
siempre que pague el precio y que abone al denun- 
ciante los gastos razonables y justificados que hu- 
biere hecho con motivo de la denuncia...” 


No está demás, tampoco, tener muy en cuenta 
el Arto. 169 siguiente al anteriormente transcrito 
que dispone: “Los excesos de fincas rústicas po- 
drán adjudicarse a favor del poseedor cualquiera 
que sea su extensión, siempre que la finca y los 
excesos estén totalmente cultivados, con las salve- 
dades que establece esta ley. En caso contrario 
se limita a diez por ciento de la extensión titu- 
lada la cantidad de terreno que pueda adquirirse 
por concepto de excesos. Si adjudicado el diez por 
ciento, quedase alguna fracción del exceso, no ma- 
yor de quince hectáreas, esta fracción también 
podrá ser adjudicada al propietario en las mismas 
condiciones establecidas; si fuere mayor, deberá 
acotarse y deslindarse debidamente Y SE INS- 
CRIBIRA COMO NUEVA FINCA A FAVOR 
DE LA NACION MEDIANTE ACUERDO GU- 
BERNATIVO. 


No debemos olvidar lo dispuesto por el artículo 
199 de la misma ley que dice: “La persona que 
deseare practicar medidas, remedidas, divisiones, 
avivamientos de linderos, amojonamientos, apeos, 
o deslindes en inmuebles de su propiedad, deberá 
presentar solicitud a la Sección de Tierras...” 


Con relación a las fincas 8168, 8169 y 33 y 94, 
folios 26, 21 y 218, de los libros 48, 48 y 38 de Chi- 
quimula, las cuales dentro de la partición han de 
traspasarse en su totalidad, ha sido y es criterio 
invariable de este Registro que cuando se trata de 
una partición ha de hacerse la totalidad de las ope- 
raciones de los bienes a partirse o habrá de sus- 
penderse totalmente las operaciones hasta subsa- 
nar los errores que se observen ya que no podría 
procederse en otra forma legal y lógicamente y ya 
que así se evitan futuras complicaciones entre los 
condueños. En este caso con mayor razón, tra- 
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tándose de una partición aprobada judicialmente, 
pero sin conocerse las extensiones registradas en 
la primera inscripción de dominio de los inmue- 
bles objeto de la partición. 


En esta forma dejo evacuado el informe que se 
sirvió pedirme. 


Guatemala, julio 20 de 1968. 


(£f) Lic. MARCIAL MENDEZ MONTENEGRO, 
Registrador General”. 


RESOLUCION DEL JUZGADO SEGUNDO DE 
PRIMERA INSTANCIA DE CHIQUIMULA 


“JUZGADO SEGUNDO DE PRIMERA INS- 
TANCIA : Chiquimula, veintitrés de agosto de mil 
novecientos sesenta y ocho. 


Se tiene a la VISTA para resolver, el OCURSO 
promovido en este Tribunal por el señor DOMIN- 
GO VIDAL DUARTE y enderezado en contra del 
señor REGISTRADOR GENERAL DE LA PRO- 
PIEDAD, en virtud de que este último funciona- 
rio, según consta en la razón puesta en el testi- 
monio correspondiente, suspendió la operación en 
el Registro a su cargo, del testimonio de la Escri- 
tura Pública número ciento cincuenta y cinco, au- 
torizada en esta Cabecera por el Notario Víctor 
Hugo Rodríguez Vásquez; — ANTECEDENTES: 
Como se deriva de las actuaciones practicadas en 
juicio: A) Por escritura pública de fecha primero 
de junio de mil novecientos sesenta y ocho, otor- 
gada ante los oficios del Notario nombrado para 
dicho efecto por este Tribunal, Licenciado Víctor 
Hugo Rodríguez Vásquez, dicho profesional pro- 
cedió a protocolizar el proyecto de partición de 
bienes comunes pertenecientes a los condueños 
DOMINGO VIDAL DUARTE y JOSE ANGEL 
PALMA GUTIERREZ, proyecto de partición que 
fue aprobado por este Tribunal, mediante senten- 
cia proferida en el juicio oral respectivo, promovi- 
do por el señor Vidal Duarte, la que posterior- 
mente mereció la aprobación de la Sala Sexta de 
la Corte de Apelaciones, únicamente con modifi- 
cación en cuanto a la partición de uno de los in- 
muebles; B) Las fincas rústicas a partirse y que 
forman la masa patrimonial que en forma proin- 
divisa pertenece a los condueños aludidos, son 
las siguientes: 1) la número tres mil trescientos 


setenta y cinco (3375), folio ciento ochenta del 
libro treinta y ocho de Chiquimula, con un área 
inscrita de tres manzanas y media o sean veinte y 
cuatro mil cuatrocientos cincuenta y cinco metros 
cuadrados; 2) la número tres mil trescientos cua- 
renta y nueve (3349), folio ciento veintisiete del 
libro treinta y ocho de este mismo Departamento, 
con un área inscrita de una manzana o sean seis 
mil novecientos ochenta y siete metros cuadrados; 
3) la número mil quinientos cincuenta y uno 
(1551), folio ciento veintiocho del libro número 
veintiuno del mismo departamento, con un área 
inscrita de dos manzanas y media o sean diez y 
siete mil cuatrocientos setenta y siete metros cua- 
drados; dichas fincas en su conjunto hacen un to- 
tal de cuarenta y ocho mil, novecientos nueve me- 
tros cuadrados; 4) la número dos mil doscientos 
setenta y cuatro (2274), folio doscientos treinta 
del libro número treinta y siete del mismo Depar- 
tamento, con un área inscrita de ocho manzanas y 
media o sean cincuenta y nueve mil, trescientos 
ochenta y nueve metros cuadrados; 5) la número 
mil seiscientos setenta y cinco, folio ciento ochenta 
y cuatro del libro número veintidós del mismo De- 
partamento, con un área inscrita, de cinco man- 
zanas más o menos, o sean trescientos cuarenta y 
nueve mil trescientos metros cuadrados; C) El se- 
ñor Registrador General de la Propiedad, al sus- 
pender la inscripción de la partición de mérito, co- 
mo fundamento de hecho tuvo la circunstancia de 
que los aludidos inmuebles aparecen en el proyec- 
to con un área a partirse mayor que la consignada 
en sus respectivas inscripciones de dominio, dado 
que: a) las tres primeras aparecen con una ex- 
tensión de ochenta y cuatro mil ciento diez metros 
cuadrados; b) la cuarta, con una extensión de se- 
tenta y un mil ochocientos sesenta y cuatro me- 
tros cuadrados; y c) la quinta, con una extensión 
de un millón ciento sesenta y dos mil seiscientos 
diez y ocho metros cuadrados; D) De lo consigna- 
do anteriormente, el señor Registrador General de 
la Propiedad, al evacuar el informe que para el 
efecto le fuera solicitado por el Tribunal, hace ver 
que conforme lo anterior, es imposible deducir ma- 
yores extensiones a las fincas relacionadas, de las 
inscritas en sus respectivas primeras inscripcio- 
nes de dominio, fundamentando su tesis desde un 
punto de vista jurídico, en las siguientes disposi- 
ciones y consideraciones legales: 1) Artículo 151 
del Decreto del Congreso, el cual preceptúa : Nin- 
gún título de propiedad otorga derecho a mayor 
derecho o extensión de terreno de la consignada en 


las inscripciones de dominio en el Registro de la 
Propiedad; 2) Artículo 164, del Dto. 1551 del Con- 
greso de la República, que dice: “La parte de te- 
rreno comprendida dentro de los linderos de una 
propiedad privada, que exceda de la extensión ins- 
crita, será considerada como exceso para los efec- 
tos de esta ley”; y 3) En apoyo de la tesis asen- 
tada anteriormente, citó también como disposicio- 
nes legales, las contenidas en los artículos 165, 
166, 168 y 199 del mismo Decreto 1551 del Con- 
greso, las cuales en síntesis se refieren a las cir- 
cunstancias, modo y requisitos legales que deben 
darse para que un propietario de un bien raíz 
pueda adjudicar a su favor los excesos que resul- 
ten de los mismos; Por su parte el recurrente se- 
ñor Vidal Duarte, al interponer el Ocurso de mé- 
rito, fundamentó su oposición al hecho de haber- 
se negado el señor Registrador General de la Pro- 
piedad a inscribir la partición en referencia, a 
que dicha suspensión no tenía razón de ser, habi- 
da cuenta de que en la partición se adjudican, o 
bien la totalidad de los inmuebles, o bien la mitad 
de los mismos, por lo que en este caso no se pre- 
senta problema de área, dado que cuando se tra- 
ta de la totalidad de la finca, debe inscribirse con 
toda la extensión que le aparece en la primera ins- 
cripción de dominio, y, cuando se trate de la mi- 
tad, debe de inscribirse, desde luego, para cada 
propietario, la mitad del área o extensión que apa- 
rezca en el Registro, y que en lo que respecta a la 
finca número tres mil trescientos setenta y cinco 
(3375) folio ciento ochenta del libro número trein- 
ta y ocho, del Departamento de Chiquimula, de 
la cual en la escritura de partición se adjudica 
al condueño José Angel Palma Gutiérrez, una frac- 
ción con una extensión superficial de mil cuatro- 
cientos metros cuadrados, dicha fracción se de- 
berá desmembrar a favor de dicha persona, que- 
dando la porción restante de conformidad con la 
extensión que a dicha finca le aparece en su pri- 
mera inscripción de dominio, a favor del recurren- 
te por haberle sido adjudicada dicha finca en 
la partición de mérito, con excepción de la por- 
ción relacionada; de esa consecuencia, habiendo 
quedado en la forma expuesta la posición de am- 
bas partes en lo que a los motivos del presente 
Ocurso se refiere y, habiéndose agotado los trá- 
mites de rigor, procede resolver lo que en derecho 
corresponde. — CONSIDERANDO: Siendo el 
Registro de la Propiedad una institución públi- 
ca que tiene por objeto la inseripción, anotación 
y cancelación de los actos y contratos relativos 
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al dominio y demás derechos reales sobre bienes 
inmuebles y muebles identificables y, siendo que 
por tal circunstancia debe considerársele como 
una institución jurídica destinada por la ley a 
robustecer la seguridad jurídica inmobiliaria, el 
funcionario encargado de su gestión y dirección 
conlleva en el ejercicio de su cargo, obligaciones 
de estricta observancia y señaladas específica- 
mente en la ley, entre las cuales y en relación 
con el caso sub-litis, merece destacarse la que 
se contrae a que si los documentos presentados 
a la institución a su cargo, no fueren inscribibles 
o carecieren de los requisitos legales necesarios 
y que por tal razón impidan su registro, deberá 
suspender o denegar en su caso la inscripción 
de los mismos, pues rigiéndose en ese aspecto 
nuestra legislación por el principio de legalidad, 
es de advertirse que los documentos que se pre- 
senten a la institución registral de la propiedad, 
deben reunir los requisitos, tanto de fondo como 
de forma que se refieren al acto jurídico de que 
se trate y que en todo caso los mismos se hallen en 
plena concordancia con los datos y circunstancias, 
en cuanto a su objeto, que son en este caso los bie- 
nes inmuebles o los derechos reales o gravámenes 
que recaen sobre los mismos, consten o aparezcan 
anotados en dicha entidad registral, pues no sien- 
do el hecho de su inscripción de carácter constitu- 
tivo, las insuficiencias de que adolezcan en los as- 
pectos relacionados, no pueden ser suplidas o en- 
mendadas por el Registrador, quien por impera- 
tivo legal, deberá únicamente concretarse a ex- 
tractar de aquellos títulos y documentos que con- 
sidere correctos, todas las circunstancias esencia- 
les que fija la ley, analizándolos en su integridad 
legal, y, en caso falte alguno de éstos, o en su caso 
no se hallen en perfecta concordancia con los que 
aparezcan en el Registro, dicho funcionario deberá 
rechazar su inscripción o suspender la misma, ra- 
zonando y exponiendo en el mismo los motivos le- 
gales en que se basó para tal fin. De esa conse- 
cuencia, y siendo que en el caso sub-júdice, este 
Tribunal considera que los razonamientos y fun- 
damentos esgrimidos por el funcionario ocursado 
para suspender la inscripción del documento de 
autos, se hallan en estricto apego a la ley y a las 
constancias procesales, pues de producirse lo con- 
trario e inscribirse como consecuencia la partición 
de mérito, daría lugar a los partícipes derechos de 
propiedad con respecto a mayor extensión de te- 
rreno de la consignada en las respectivas inscrip- 
ciones de dominio de las fincas rústicas a que se 
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refiere la partición de autos y respecto a log cuales 
debe considerarse como su propietario al Estado, 
pues son excesos de fincas rústicas, lo cual ven- 
dría a contradecir en forma flagrante la disposi- 
ción legal contenida en el artículo 151 del Decreto 
Legislativo número 1551, que estipula que ningún 
título de propiedad —como lo es en este caso— 
otorga derecho a mayor extensión de terreno de la 
consignada en las inscripciones de dominio en el 
Registro de la Propiedad Inmueble; y siendo que 
por otra parte, de aceptarse la tesis del recurrente, 
de que en este caso lo procedente sería inscribir 
la partición de mérito de conformidad con la ex- 
tensión que a las fincas a partirse les aparece en 
el Registro, daría lugar a que el funcionario re- 
currido incurriera en omisión a las obligaciones a 
su cargo, pues al hacerlo estaría consignando en 
la inscripción datos que no aparecen en el docu- 
mento que origina la misma, cuando que de con- 
formidad con lo considerado en ese aspecto y por 
imperativo legal debe únicamente concretarse a 
extractar para dicho efecto los que se deriven y 
consten de los documentos o títulos que se le pre- 
senten para su inscripción, es procedente confor- 
me lo considerado, declarar en este caso sin lugar 
el Ocurso enderezado en contra del señor Regis- 
trador General de la Propiedad. Artos.: 151, 164, 
165, 166, 168, 199 y 147 Dto. Leg. 1551; 1124, 
1128, 1164, 1165, 1179 Código Civil. — POR 
TANTO, Este Tribunal, con base en lo conside- 
rado, leyes citadas y en lo que para el efecto pre- 
ceptúan los Artos.: 222, 223, 224 Dto. Gub. 1862, 
al resolver, DECLARA: Sin lugar el Ocurso pre- 
sentado por el señor Domingo Vidal Duarte en 
contra del señor Registrador General de la Pro- 
piedad. Notifíquese. (fs.) Guerra. O. Roldán 
M. JUZGADO QUINTO DE PRIMERA INS- 
TANCIA DE LO CIVIL: GUATEMALA, treinta 
y uno de agosto de mil novecientos sesenta y ocho. 
Cúmplase y diligenciado devuélvase. Artos. 27, 
29, 66, 69, 71, 79, 81 y 82 del Código Procesal Ci- 
vil y Mercantil. — En Guatemala, a nueve de 
septiembre de mil novecientos sesenta y dos, a las 
nueve cincuenta, notifiqué las dos resoluciones 
anteriores al Registrador General de la Propie- 
dad, por medio de Cédula que entregué a Olga de 
Pivaral. Doy fe. (f) ilegible. — RECURSO DE 
APELACION.—Señor Juez Segundo de Primera 
Instancia: DOMINGO VIDAL DUARTE, de ge- 
nerales conocidas en el Tribunal a su cargo en el 
OCURSO que oportunamente promoví contra el 
señor Registrador General de la Propiedad con 


motivo de la partición de bienes comunes que me 
pertenecen en forma proindivisa con el señor José 
Angel Palma Gutiérrez, respetuosamente compa- 
rezco con el objeto de impugnar mediante el pre- 
sente recurso de apelación el auto dictado por el 
Tribunal a su cargo con fecha veinte y tres de 
agosto del año en curso por el cual declaró sin lu- 
gar el Ocurso en referencia y EXPONGO: En 
efecto, tal como lo hice ver en el memorial por el 
cual promoví el citado Ocurso, el señor Registra- 
dor General de la República debió haber operado 
la inscripción de los inmuebles partidos tomando 
en cuenta únicamente la extensión real de los raí- 
ces, con lo cual no se causaba ninguna infracción 
legal, tampoco se originaba ningún daño a tercera 
persona y por el contrario se estaba o se hubiera 
estado en concordancia con un fallo proferido por 
el Despacho a su cargo por el cual se aprobó la 
partición y el cual fue confirmado por la Sala de 
Apelaciones jurisdiccional; En la forma como fue 
resuelto el Ocurso que estamos impugnando, que- 
damos en presencia de una partición aprobada 
como buena por los Tribunales de justicia, pero 
cuya resolución no se cumplimenta o ejecuta por 
el Registro de la propiedad y tal extremo es acep- 
tado o corroborado por el Tribunal a su cargo al 
declarar sin lugar el Ocurso que estamos mencio- 
nando, mediante la citada sentencia de fecha vein- 
te y tres del mes próximo pasado que estamos 
impuenando. SOLICITO: Tener por presentado 
en tiempo el presente recurso de apelación contra 
la citada resolución que declaró sin lugar el Ocur- 
so de mérito y elevar los autos a la Sala de Ape- 
laciones jurisdiccional. Acompaño tres copias y 
me fundo en los Artos.: 602, 603, 604 y 605 del 
Dto. Ley 107. Chiquimula, 17 de septiembre de 
1968. A ruego del presentado, quien ignora fir- 
mar y en su auxilio. (f) Víctor Hugo Rodrí- 
guez Vásquez. Abogado y Notario. Col. N* 691. 
Sello. — JUZGADO SEGUNDO DE PRIMERA 
INSTANCIA: Chiquimula diez y ocho de sep- 
tiembre de mil novecientos sesenta y ocho.—Es- 
tando en tiempo, se otorga el recurso de apelación. 
interpuesto; en consecuencia, previa notificación 
a las partes, remítase lo actuado a la Honorable 
Sala jurisdiccional, para lo que estime procedente 
resolver. Artos. 602, 603, 604, 605, Código Pro- 
cesal Civil y Mercantil. (fs) Guerra. O. Roldán M. 
Sello. 


Audiencia concedida por la Sala 


N2 116-68-Sría. Esta es copia simple de la 
resolución recaída en la pieza de segundo grado 
del Ocurso interpuesto por el señor DOMINGO 
VIDAL DUARTE, en contra del Registrador de 
la Propiedad de la Zona Central. SALA SEXTA 
DE LA CORTE DE APELACIONES: ZACAPA, 
DIEZ DE OCTUBRE DE MIL NOVECIENTOS 
SESENTA Y OCHO. — Audiencia por tres días 
a la parte apelante para que haga uso del recurso. 
Líbrese despacho para notificar. Artos. 66, 67 68, 
70, 71, 73, y 606 del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil. — (fs) Pellecer Robles. Enrique Cordón 
V. Sello. — Señor Registrador General de la Re- 
pública, No habiéndoseles encontrado para que 
quede legalmente notificado de la resolución an- 
terior entregué la presente cédula a Olga de Pi- 
varal a las nueve horas y veinte minutos, el vein- 
tiuno de octubre de mil novecientos sesenta y ocho 
Doy fe. (f) ilegible”. 


Interesado evacúa audiencia ante la Honorable 
Sala Sexta de la Corte de Apelaciones 


“Honorable Sala Sexta de la Corte de Apelacio- 
nes: DOMINGO VIDAL DUARTE, de generales 
conocidas en el Tribunal a su cargo en el Ocurso 
que oportunamente promoví contra el Registra- 
dor de la Propiedad de la Zona Central por haber 
denegado el registro de una partición aprobada 
por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de 
este departamento y confirmada por esa Hono- 
rable Sala, respetuosamente comparezco con el 
objeto de evacuar la audiencia que me fue confe- 
rida por esa Sala y EXPONGO: a) Al promover 
el Ocurso en referencia hice ver al Tribunal de 
primer grado que el Registrador debió haber ope- 
rado la inscripción de los inmuebles partidos to- 
mando en cuenta únicamente la extensión real, 
con lo cual no se causa ninguna infracción legal, 
tampoco se origina daño a tercera persona y 
por el contrario se estaría acatando un fallo ju- 
dicial confirmado en segundo grado; sin perjui- 
cio desde luego, que los interesados en su oportu- 
nidad, iniciaremos gestiones para titular los ex- 
cesos de los raíces partidos; b) Pero resulta que 
hoy nos encontramos ante una partición aprobada 
y confirmada por la Honorable Sala y a la vez 
rechazada por el Registro sin ninguna base legal; 
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c) Reiteramos nuestro punto de vista en el sen- 
tido de que la Honorable Sala perfectamente pue- 
de revocar el fallo impugnado y a la vez ordenar 
que el señor Registrador proceda a operar la ins- 
cripción de la partición de los raíces divididos 
tomando en cuenta únicamente la extensión real 
de los mismos y proviniendo que los condueños 
por su cuenta y en su oportunidad titulen los exce- 
sos que les corresponda a cada uno y SOLICITO: 
Tener por evacuada la audiencia que me fue con- 
ferida para que hiciera uso del recurso y señalar 
día y hora para la vista. Acompaño tres copias y 
me fundo en los Artos.: 606 y 610 del Dto. Ley 
107. Chiquimula, 22 de octubre de 1968. A ruego 
del presentado, quien ignora firmar y en su auxi- 
lio: (f) Víctor Hugo Rodríguez Vásquez. Sello”. 
— “Sala Sexta de la Corte le Apelaciones. Entre- 
gado por correo Certificado a las 16 horas con 
tres copias simples. Reg. número 11. (f) Enrique 
Cordón V.”. 


Señalamiento de día para la vista 


“N? 116-68-Sría. Esta es copia simple de la re- 
solución recaída en la pieza de segundo grado del 
Ocurso interpuesto por el señor Domingo Vidal 
Duarte en contra del Registrador de la Propiedad 
de la Zona Central. “Sala Sexta de la Corte de 
Apelaciones, Zacapa, veintiséis de octubre de mil 
novecientos sesenta y ocho.—Por evacuada la au- 
diencia concedida y como se solicita para la vista 
de la resolución apelada, se señala la audiencia 
del once de noviembre próximo entrante, a las 
nueve horas. Líbrese despacho para notificar. Ar- 
tículos 66, 67, 68, 69, 70, 71, 73 y 610 del Código 
Procesal Civil y Mercantil.—(fs) Pellecer Robles. 
—Enrique Cordón V.'. Sello”. — “Registrador 
General de la Propiedad, no habiéndolo encontra- 
do para que quede legalmente notificado de la re- 
solución anterior, entregué la presente Cédula a 
Olga de Pivaral, a las diez y seis horas, del ocho 
de noviembre de mil novecientos sesenta y ocho. 
(f) ilegible. Sello”. 


Resolución emitida por la Sala de Apelaciones de 
Zacapa 


“N? 116-68. —I) SALA SEXTA DE LA COR- 
TE DE APELACIONES: ZACAPA, DIECINUE- 
VE DE NOVIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS 
SESENTA Y OCHO. En apelación se ve la reso- 
lución del veintitrés de agosto del año que corre, 
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pronunciada por el señor Juez Segundo de Prime- 
ra Instancia de Chiquimula, por medio de la cual 
DECLARA sin lugar el Ocurso promovido por el 
señor Domingo Vidal Duarte, contra el señor Re- 
gistrador General de la Propiedad porque este 
funcionario suspendió la operación de inscripción 
del testimonio de Escritura Pública número ciento 
cincuenta y cinco del corriente año, autorizada por 
el Notario Víctor Hugo Rodríguez Vásquez; y, 
CONSIDERANDO: el interesado recurrió esti- 
mando que se debió operar, ya que con ello no se 
causaba infracción legal ni daño alguno, y por el 
contrario se estaba o se hubiera estado en concor- 
dancia con un fallo proferido por el Tribunal y 
confirmado por esta Cámara ; que con la forma en 
que resolvió el señor Juez quedamos en presencia 
de una partición aprobada como buena por los Tri- 
bunales, la cual no se ejecuta o cumplimenta por 
el Registro de la Propiedad. — Ahora bien, es cla- 
ra y terminante la doctrina que se contiene en los 
artículos 151 del decreto 1551 del Congreso que 
establece que ningún título de propiedad otorga 
derecho o mayor extensión que la que aparece en 
las respectivas inscripciones de dominio en el co- 
rrespondiente Registro de la Propiedad; 164 y 165 
del Dto. 1551 del Congreso, que reglamentan el 
procedimiento para el caso de excesos en fincas 
rústicas, y el régimen de los mismos; y ante tales 
disposiciones no podría desfigurarse la esencia de 
la operación registral, so pretexto de que la parti- 
ción objeto del Ocurso, debió aceptarse porque es 
producto de resolución judicial firme, pues es ob- 
vio que la aprobación de la partición se realiza en 
vista de los antecedentes que aparecen en el pro- 
ceso respectivo pero nunca sus resultados podrían 
llevarse hasta el extremo de asentar que mediante 
ello pudiera adquirirse derechos de propiedad so- 
bre extensiones que por excesos, están sujetas a la 
reglamentación taxativa y concreta ya enunciada. 
Que es indudable que el señor Juez ha razonado 
correctamente su resolución motivo por el cual es- 
ta Cámara hace suyos sus argumentos, obligándo- 
se así a confirmar el auto objeto de la alzada. 
LEYES: Artículos 439 (5% del Dto. Leg. 1728) 
164 y 165 del Dto. del Congreso 1551; 66, 67, 68, 
86, 87, 88, 602, 603, 606, 610 del Código Procesal 
Civil y Mercantil; 157, 158, 159 del Decreto Legis- 
lativo 1762. POR TANTO, La Sala Sexta de la 
Corte de Apelaciones, CONFIRMA la resolución 
apelada. Repóngase el papel suplido en esta Ins- 
tancia al sellado de ley con inclusión de la multa 
respectiva. Notifíquese y con certificación de lo 


resuelto, vuelvan los antecedentes al Tribunal de 
su procedencia. (fs) Hurtado A. Pellecer Robles. 
Rendón C. Enrique Cordón V. Sellos”. 


Certificación extendida por la Sala Sexta de la 
Corte de Apelaciones de Zacapa 


“El infrascrito Secretario de la Sala Sexta de 
la Corte de Apelaciones con sede en esta ciudad, 
CERTIFICA : Que para el efecto tuvo a la vista la 
resolución que dice: SALA SEXTA DE LA COR- 
TE DE APELACIONES: ZACAPA diecinueve de 
noviembre de mil novecientos sesenta y ocho. En 
apelación se ve la resolución del veintitrés de agos- 
to del año que corre, pronunciada por el señor 
Juez Segundo de Primera Instancia de Chiquimu- 
la, por medio de la cual DECLARA sin lugar el 
Ocurso promovido por el señor DOMINGO VI- 
DAL DUARTE contra el señor Registrador Ge- 
neral de la Propiedad porque este funcionario 
suspendió la operación de inscripción del testimo- 
nio de escritura pública número ciento cincuenta 
y cinco del corriente año, autorizada por el Nota- 
rio Víctor Hugo Rodríguez Vásquez; CONSIDE- 
RANDO: el interesado recurrió estimando que se 
debió operar, ya que con ello no se causaba in- 
fracción legal ni daño alguno, y por el contrario 
se estaba o se hubiera estado en concordancia con 
un fallo proferido por el Tribunal y confirmado 
por esta Cámara; que con la forma en que resol- 
vió el señor Juez quedamos en presencia de una 
partición aprobada como buena por los Tribuna- 
les, la cual no se ejecuta o cumplimenta por el Re- 
gistro de la Propiedad.—Ahora bien, es clara y 
terminante la doctrina que se contiene en los ar- 
tículos 151 del Decreto 1551 del Congreso que es- 
tablece que ningún título de propiedad otorga de- 
recho o mayor extensión que la que aparece en las 
respectivas inscripciones de dominio en el corres- 
pondiente Registro de la Propiedad; 164 y 165 del 
Dto. 1551 del Congreso, que reglamentan el pro- 
cedimiento para el caso de excesos en fincas rús- 
ticas, y el régimen de los mismos; y ante tales 
disposiciones no podría desfigurarse la esencia de 
la operación registral, so pretexto de que la parti- 


ción objeto del Ocurso, debió aceptarse porque es 
producto de resolución judicial firme, pues es ob- 
vio que la aprobación de la partición se realiza en 
vista de los antecedentes que aparecen en el pro- 
ceso respectivo pero nunca sus resultados podrían 
llevarse hasta el extremo de asentar que mediante 
ello pudiera adquirirse derechos de propiedad so- 
bre extensiones que por excesos, están sujetas a la 
reglamentación taxativa y concreta ya enunciada. 
Que es indudable que el señor Juez ha razonado 
correctamente su resolución motivo por el cual es- 
ta Cámara hace suyos sus argumentos, obligán- 
dose así a confirmar el auto objeto de la alzada. 
LEYES: Artículos 439 (5% del Dto. Leg. 1728) 
164 y 165 del Dto. del Congreso 1551; 66, 67, 68, 
86, 87, 88, 602, 603, 606, 610 del Código Procesal 
Civil y Mercantil; 157, 158, 159 del Decreto Legis- 
lativo 1762.—POR TANTO, La Sala Sexta de la 
Corte de Apelaciones, CONFIRMA la resolución 
apelada.—Repóngase el papel suplido en esta Ins- 
tancia al sellado de ley con inclusión de la multa 
respectiva.—.Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, vuelvan los antecedentes al Tribunal de 
su procedencia. (fs) Hurtado A.—Pellecer Ro- 
bles. —Rendón C.—Enrique Cordón V.'.—Y en 
cumplimiento de lo mandado para remitir al Juz- 
gado Segundo de Primera Instancia del Departa- 
mento de Chiquimula, se extiende la presente cer- 
tificación en dos hojas de papel español debida- 
mente confrontada con su original, en virtud de 
no haber recurso ni notificaciones pendientes, en 
la ciudad de Zacapa, a los seis días del mes de di- 
ciembre de mil novecientos sesenta y ocho. La 
pieza de segunda instancia consta de diecisiete 
(17) hojas de las cuales repónganse por quien co- 
rresponda, quince más dos de la Ejecutoria respec- 
tiva al sellado de Ley con inclusión de la multa 
respectiva. (fs) Enrique Cordón V., Enrique Cor- 
dón Vargas. Secretario de la Sala de Apelacio- 
nes. (Está el sello respectivo)”. 


Notificación al Registrador General de la 
Propiedad 


“Registrador General de la Propiedad, no ha- 
biéndolo encontrado para que quede legalmente 
notificado de la resolución anterior, entregué la 
presente Cédula a Olga de Pivaral a las nueve ho- 
ras, del dieciocho de febrero de mil novecientos 
sesentinueve. Doy fe. (f) ilegible”. 
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OCURSO N* 33946 ANTE EL JUZGADO PRI- 

MERO DE PRIMERA INSTANCIA DE LO CI- 

VIL, PROMOVIDO POR EL LICENCIADO 

ROBERTO FERNANDEZ GARIN, CONTRA 

EL REGISTRADOR GENERAL DE LA PRO- 
PIEDAD 


Solicitud presentada por el Licenciado Roberto 
Fernández Garín 


“Señor Director del Registro General de la 
Propiedad. 


Roberto Fernández Garín, de treinta años de 
edad, casado, Abogado y Notario, guatemalteco, 
de este domicilio y vecindario, recibo notificacio- 
nes en la oficina ubicada en décima avenida nú- 
mero nueve guión treinta y uno de la zona uno de 
esta ciudad, con el respeto debido comparezco co- 
mo Liquidador de la entidad “Monsanto Centro- 
americana (Guatemala) Sociedad Anónima' y en 
tal calidad manifiesto: 


En escritura que pasó ante los oficios del Nota- 
rio Emilio Barrios Flores, el primero de julio de 
mil novecientos setenta y uno, la señora Mary 
Elaine Wilmeth Dawson, para garantizar la suma 
de (231,601.71, constituyó a favor de Monsanto 
Centroamericana (Guatemala), S. A., ahora en Li- 
quidación, sub-hipoteca sobre un crédito garanti- 
zado con hipoteca de la finca rústica inscrita en el 
Registro General de la Propiedad bajo el N? 12717 
folio 162 del libro 92 de Escuintla. 


Esta sub-hipoteca, se inscribió sobre esta finca 
a la undécima inscripción hipotecaria. 

En virtud de ejecución que siguió la señora 
Wilmeth Dawson, contra la propietaria de la finca 
12717 folio 162 del libro 92 de Escuintla, ésta pa- 
só a ser propiedad del señor Adolfo Orellana Agui- 
lar, a cuyo favor se inscribió, al habérsele otorga- 
do escritura traslativa de dominio, por el Juez 12 
de 1? Instancia de lo Civil, ante los oficios del No- 
tario Bernardo Vides Menéndez. 

Al inscribirse la finca en referencia a nombre 
del señor Orellana Aguilar, se canceló la undécima 
inscripción hipotecaria de la mencionada finca, o 
sea la sub-hipoteca inscrita a favor de la socie- 
dad que represento, con fundamento en lo que 
para el efecto dispone el artículo 1173 del Código 
Civil. Sin dejar lugar a dudas la cancelación de la 
onceava inscripción hipotecaria, no procedía por 
cuanto dicha inscripción si bien fue inscrita con 
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fecha posterior a la hipoteca que motivó el remate, 
la misma no estaba en grado inferior, sino se tra- 
taba de una inscripción que se encontraba en igual 
prioridad a la sexta y octava inscripciones hipo- 
tecarias, que fueron las que motivaron la ejecu- 
ción de la finca rematada, de tal manera que para 
cancelar dicha inscripción el Registro necesita de 
un título o de orden judicial. 


En virtud de lo expuesto, al señor Registrador 
atentamente solicito: 


a) Dejar sin efecto la cancelación de la onceava 
inscripción hipotecaria de la finca N% 12717, fo- 
lio 162 del libro 92 de Escuintla, por ser impro- 
cedente de conformidad con el artículo 1173 del 
Código Civil; y 


b) Inscribir nuevamente dicha sub-hipoteca en 
el lugar que le corresponde. 


Reitero al señor Registrador, las muestras de 
mi consideración. Guatemala, seis de julio de mil 
novecientos setenta y tres. (f) ilegible. Está el 
sello que dice: Alberto Fernández Garín. Abogado 
y Notario. Guatemala”. 


Resolución del Registro General de la 
Propiedad 


“Presentada hoy a las doce y cuatro minutos. 


Anotada al Asiento N* 925, folio 455, Diario 
943. Se suspende la petición a que se refiere la 
presente solicitud, pues al efectuarse la inscrip- 
ción a favor de ADOLFO ORELLANA AGUI- 
LAR, de la finca N? 12717, folio 162, del libro 92 
de Escuintla, en virtud de escritura traslativa de 
dominio autorizada por el Notario Bernardo Vi- 
des Menéndez, con fecha veinticinco de abril de 
mil novecientos setenta y dos, como consecuencia 
de REMATE POR EJECUCION JUDICIAL, se 
procedió como lo manda el Artículo 1173 del Có- 
digo Civil, a cancelar las inscripciones posterio- 
res o de grado inferior a la inscripción que motivó 
el remate, ya que el referido Artículo, no hace 
excepciones. Artículos 846 y 1173 del Código Ci- 
vil. Honorarios: VEINTICINCO CENTAVOS 
DE QUETZAL. Guatemala, nueve de julio de mil 
novecientos setenta y tres. (f) C. Marroquín R. 
Sello que dice: Registro General de la Propiedad. 
Guatemala, C. A.”. 


Ocurso número 33946 


“Señor Juez 1? de 1? Instancia de lo Civil: 


Roberto Fernández Garín, de treinta años de 
edad, casado, abogado y notario, guatemalteco, de 
este domicilio y vecindario, recibo notificaciones 
en la oficina ubicada en décima avenida número 
nueve guión treintiuno de la zona uno de esta ciu- 
dad, con el respeto debido comparezco bajo mi 
propia dirección y procuración y conjunta o sepa- 
radamente, con la del abogado Emilio Barrios 
Flores y como Liquidador de la entidad: “Mon- 
santo Centroamérica (Guatemala) Sociedad Anó- 
nima en Liquidación”, personería que acredito 
con el testimonio de la escritura que autorizó 
el Notario Pompeyo Castillo el veinte de diciembre 
de mil novecientos setenta y uno, que me permito 
acompañar y en tal calidad vengo a OCURSAR al 
Registrador General de la República, con base en 
los siguientes hechos: —I— En escritura que pa- 
só ante los oficios del Notario Emilio Barrios 
Flores, el primero de julio de mil novecientos se- 
tenta y uno, la señora Mary Elaine Wilmeth 
Dawson, para garantizar el pago de la suma de 
DOSCIENTOS TREINTA Y UN MIL SEIS- 
CIENTOS QUETZALES CON SETENTA Y UN 
CENTAVOS, constituyó a favor de “Monsanto 
Centroamérica (Guatemala) Sociedad Anónima 
ahora En Liquidación” sub-hipoteca de un cré- 
dito constituido a su favor garantizado con hipo- 
teca de la finca inscrita en el Registro General 
de la propiedad bajo el número doce mil setecien- 
tos diecisiete (12717), folio ciento sesentidós 
(162) del libro noventidós (92) de Escuintla. Es- 
ta sub-hipoteca, se inscribió sobre la mencionada 
finca, a la onceava inscripción hipotecaria. —II— 
La titular del Crédito Hipotecario garantizado con 
sub-hipoteca, señora Mary Elaine Wilmeth Daw- 
son, se presentó a ese Tribunal demandando en la 
vía de apremio el pago del capital adeudado, inte- 
reses y costas, juicio que se identifica con el nú- 
mero treintiún mil cuatrocientos ochenticuatro 
(31484) a cargo del Notificador cuarto.—Dentro 
de este juicio, se llegó a remate del bien hipoteca- 
do o sea la finca inscrita en el Registro General 
de la Propiedad bajo el número doce mil setecien- 
tos diecisiete (12717) folio ciento sesentidós (162) 
del libro noventidós (92) de Escuintla. —IIlI— El 
remate se verificó el día diez de marzo del año 
recién pasado y el mismo fincó en el señor Adolfo 
Orellana Aguilar, quien ofreció la base del mismo 
o sea el capital adeudado, intereses y costas. Apro- 


bada que fue la liquidación, se fijó a la demandada 
término para que otorgara escritura traslativa de 
dominio, la cual al vencerse el término que para 
ello se le dio, fue otorgada por el titular de ese 
Tribunal, en rebeldía de la ejecutada y ante los 
oficios del Notario Bernardo Vides Menéndez, el 
veinticinco de abril de mil novecientos setenta y 
dos. —IV— Al presentarse al Registro de la Pro- 
piedad, el testimonio de la escritura que contenía 
la venta judicial a favor del señor Orellana Agui- 
lar, el Registrador operó a su favor la correspon- 
diente inscripción de dominio y a continuación 
canceló los gravámenes que soportaba la citada fin- 
ca unos por confusión y otros, incluyendo la sub- 
hipoteca a favor de mi representada, con base en el 
artículo 1173 del Código Civil. —V— El Registra- 
dor General de la Propiedad, al cancelar la onceava 
inscripción hipotecaria que era la sub-hipoteca a 
favor de “Monsanto Centroamérica (Guatemala) 
Sociedad Anónima ahora en Liquidación”, lo hizo 
en forma arbitraria y sin haber título para ello, 
por cuanto dicha sub-hipoteca no estaba en grado 
inferior a la hipoteca que originó la ejecución sino 
tenía el mismo grado, de consiguiente no debió 
haberse cancelado, a menos que hubiera justo tí- 
tulo (carta de pago) o bien orden judicial. —VI— 
Con el objeto de que se restituyera la inscripción 
sub-hipotecaria sobre la finca antes mencionada, 
en el lugar que le correspondía hice la solicitud 
correspondiente al Registrador General de la Pro- 
piedad, quien me negó dicha solicitud, aduciendo 
precisamente que la sub-hipoteca ocupaba un lu- 
gar inferior a la inscripción que motivó el rema- 
te, lo cual no es cierto, como lo expresé en el 
párrafo anterior. —VII— En defensa de los inte- 
reses de mi representada y en vista de la negativa 
del Registrador General de la Propiedad, vengo 
a presentar el presente OCURSO a efecto de que 
agotado el trámite que corresponde, se ordene al 
Registrador General de la Propiedad que deje 
sin efecto la cancelación de la onceava inscripción 
de la finca a que me refiero y se inscriba nueva- 
mente la sub-hipoteca a favor de mi representa- 
da, en el lugar que le corresponde. 


Derecho 


Como la sub-hipoteca inscrita a la onceava ins- 
cripción hipotecaria de la finca inscrita en el Re- 
gistro General de la Propiedad bajo el número 
doce mil setecientos diecisiete (12717), folio cien- 
to sesentidós (162) del libro noventidós (92) de 
Escuintla, no tenía un grado inferior a la hipo- 
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teca que originó el remate de la mencionada fin- 
ca sino estaba en igual grado, por estar garan- 
tizada precisamente con el crédito que originó 
el remate, el Registrador General de la Propiedad, 
no podía cancelar dicha inscripción sub-hipote- 
caria, con base en el artículo 1173 del Código Ci- 
vil, para efectuar dicha cancelación necesitaba un 
título (carta de pago otorgada por el acreedor) o 
bien orden judicial.—Artos. 854-1167 y 1173 del 
Código Civil. 


Prueba 


Ofrezco probar los extremos anteriores, con los 
siguientes documentos: a) fotocopia debidamente 
legalizada de la escritura por medio de la cual 
se constituyó la sub-hipoteca, autorizada por el 
Notario Emilio Barrios Flores el primero de ju- 
lio de mil novecientos setenta y uno; b) certifi- 
cación de las inscripciones de dominio e inscrip- 
ciones hipotecarias que tuvo vigentes la finca 
N* 12717, folio 162 del libro 92 de Escuintla, la 
cual entregaré al Tribunal tan pronto me sea ex- 
tendida por el Registro de la Propiedad; c) con 
la solicitud que presenté al Registro de la Pro- 
piedad, donde consta la negatoria por parte del 
Registrador; y d) con certificación que me exten- 
derá ese Tribunal donde se transcribirán los si- 
guientes pasajes del juicio ejecutivo N% 31484 
a cargo del Notificador 4%, la demanda de la se- 
ñora Wilmeth Dawson y el acta de remate de la 
finca tantas veces mencionada. 


Petición 


I) Con base en el testimonio de la escritura pú- 
blica que autorizó el notario Pompeyo Castillo el 
veinte de diciembre de mil novecientos setenta y 
uno, reconocer mi personería y dejándose fotoco- 
piado en autos, devolverme dicho documento; 11) 
Darle trámite a la presente solicitud dando au- 
diencia al Registro de la Propiedad por el término 
de ley; III) Oportunamente resolver el presente 
OCURSO, declarándolo con lugar y como conse- 
cuencia de ello, ordenar al Registrador General 
de la Propiedad que deje sin efecto la cancelación 
de la onceava inscripción hipotecaria de la finca 
inscrita en el Registro General de la Propiedad, 
bajo el N* 12717, folio 162 del libro 92 de Escuin- 
tla; y que reinscriba la sub-hipoteca a favor de 
mi representada, en el lugar que le corresponde. 
Para tales efectos, deberá librarse el despacho res- 
pectivo. Me fundo en los Artos. 44, 61, 62, 63, 72, 


30 


79 del Dto. Ley 107. Acompaño dos copias y la 
documentación relacionada también con dos co- 
pias. Guatemala, treinta de julio de mil novecien- 
tos setenta y tres.—(f) ilegible. Está el sello que 
dice: Roberto Fernández Garín. Abogado y Nota- 
rio. Guatemala, C. A.”. 


Audiencia al Registrador General de la 
Propiedad 


“Ocurso: 33946-22. 


JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA INS- 
TANCIA DE LO CIVIL: Guatemala, primero de 
agosto de mil novecientos setenta y tres.—Con 
base en el documento acompañado, el cual deberá 
devolverse dejándolo fotocopiado en autos, se re- 
conoce la personería del licenciado Roberto Fer- 
nández Garín, Liquidador de “Monsanto Centro- 
américa (Guatemala) Sociedad Anónima, en Li- 
quidación”. Del presente Ocurso, se da audiencia 
por el término de tres días, al Registrador de la 
Propiedad de la Zona Central. Artículos 44, 45, 
51, 61, 66, 67 y 79 del Código Civil y Mercantil; 
1164 del Código Civil; 99 y 143 de la Ley del Or- 
ganismo Judicial.” 


Notificación 


“En Guatemala, a ocho de agosto de mil nove- 
cientos setenta y tres, a las ocho horas, notifiqué 
la resolución anterior al Registrador de la Pro- 
piedad, Zona Central, en sus oficinas, por cédula 
que entregué a Sebastián Vásquez. Doy fe. (£f) 
ilegible. Sello”. 


Respuesta del Ocurso al Tribunal Jurisdiccional 


“Señor Juez Primero de Primera Instancia de 
lo Civil. 


Clemente Marroquín Rojas, mayor de edad, 
guatemalteco, casado, abogado y notario, y en mi 
concepto de Registrador General de la Propiedad, 
de la Zona Central, señalando para recibir notifi- 
caciones las oficinas del Registro de la Propiedad, 
ubicadas en la 9? calle 9-70 de la zona 1 de esta 
ciudad, ante usted respetuosamente comparezco a 
evacuar la audiencia que me fuera conferida en el 
Ocurso interpuesto por el Licenciado Roberto 
Fernández Garín, por haberse cancelado la ON- 
CEAVA (11?) inscripción hipotecaria de la finca 
inscrita al N? 12,717, folio 162, libro 92 de Es- 
cuintla y al respecto, 


EXPONGO: 


a) Con fecha dos de mayo del año pasado 
(1972), se presentó a este Registro para su ins- 
cripción testimonio de la escritura pública otorga- 
da por el Juez Primero de Primera Instancia del 
Ramo Civil de este departamento, a favor de 
ADOLFO ORELLANA AGUILAR, adjudicándole 
en rebeldía de la Sociedad “Antonio Casasola y 
Compañía Limitada”, y en virtud de remate la fin- 
ca N* 12,717, folio 162, libro 92 de Escuintla; b) 
Al hacerse las operaciones correspondientes, se 
inscribió el inmueble antes citado a favor de 
ADOLFO ORELLANA AGUILAR y se cancela- 
ron los gravámenes que pesaban sobre el mismo 
de conformidad con lo que disponen los artículos 
846 y 1173 del actual Código Civil y no en forma 
arbitraria como lo expresa el ocursante; ya que el 
Juez que otorgó la escritura traslativa de dominio, 
no hizo mención como quedaba la sub-hipoteca; 
c) Las operaciones realizadas por este Registro en 
el caso apuntado, se ajustan a derecho y a la Ley 
y tan es así, que el autor del Código Civil, Licen- 
ciado Federico Ojeda Salazar, fue consultado al 
respecto por el operador que efectuó tales inscrip- 
ciones, y la respuesta del distinguido abogado es 
congruente con el criterio del Registro, como pue- 
de verse en el documento adjunto que contiene la 
mencionada respuesta; y d) En la forma expuesta 
evacúo la audiencia que se me concedió, reiteran- 
do, que a mi juicio procedí de conformidad a de- 
recho y con apego a la Ley, y no me resta sino 
expresar al Señor Juez mi consideración y res- 
peto. Guatemala, nueve de agosto de mil nove- 
cientos setenta y tres. Acompaño dos copias. (f) 
Lic. Clemente Marroquín Rojas. Registrador Ge- 
neral de la Propiedad. Sello”. 


“Ocurso 33946. — Of. Notif. 22 — JUZGADO 
PRIMERO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
RAMO CIVIL: Guatemala, diez de agosto de mil 
novecientos setenta y tres.—Visto para resolverlo 
el Ocurso que contra el Registrador General de 
la Propiedad ha presentado el abogado Roberto 
Fernández Garín como Liquidador de *MON- 
SANTO CENTROAMERICA (GUATEMALA) 
SOCIEDAD ANONIMA”, en Liquidación, por 
haberse denegado la solicitud de que se restable- 
ciera la inscripción de sub-hipoteca, de la finca 
número doce mil setecientos diecisiete (12717), 
folio ciento sesenta y dos (162) del libro noventa 
y dos (92) de Escuintla, registrada a número once 


a favor de la sociedad mencionada y que el Re- 
gistrador canceló al inscribir el traspaso de pro- 
piedad de dicha finca, por venta judicial; y CON- 
SIDERANDO: En conformidad con el artículo 
854 del Código Civil, cuando el crédito estuviere 
sub-hipotecado, el deudor deberá hacer el pago 
con intervención judicial, si no hubiere acuerdo 
entre los interesados, y el Juez ordenará los pagos 
correspondientes y la cancelación de los gravá- 
menes que los garantizaran. En el caso presente, 
es obvio que no hubo ese acuerdo con el deudor 
hipotecario, pues éste fue ejecutado; pero el re- 
matario que adquirió el inmueble y que conocía la 
existencia de la sub-hipoteca, tenía necesariamente 
que hacer el pago con intervención judicial para 
que pudiera ordenarse el pago correspondiente al 
acreedor sub-hipotecario y la cancelación de la 
garantía. Como en el presente caso no medió 
mandato judicial, la sub-hipoteca no debía cance- 
larse, ya que no es una hipoteca de grado inferior 
de la que motivó la ejecución, pues no es un gra- 
vamen más que haya constituido el deudor sobre 
el inmueble hipotecado, sino un gravamen cons- 
tituido por el acreedor sobre su propio crédito hi- 
potecario, y que, según el caso, puede quedar en 
el lugar de la propia hipoteca que motiva la eje- 
cución, como lo establece el artículo 855 del Có- 
digo Civil, de donde se llega al convencimiento de 
que la sub-hipoteca no está en la situación de las 
hipotecas de grado inferior que pesen sobre el in- 
mueble, y que no la puede cancelar el Registrador, 
fundándose en el artículo 1173 del citado Código. 
POR TANTO, Con base en lo considerado, leyes 
citadas y artículos: 1164 del mismo Código Civil; 
87 y 88 del Código Procesal Civil y Mercantil, este 
Juzgado declara con lugar el OCURSO relaciona- 
do, y manda que el Registrador restablezca la ins- 
cripción de la sub-hipoteca como lo solicitó el pre- 
sentado, Licenciado Roberto Fernández Garín. 
NOTIFIQUESE, y, repóngase el papel español 
empleado, al del sello de ley, con inclusión de la 
multa incurrida.” 


“En Guatemala, a diez y seis de agosto de mil 
novecientos setenta y tres, a las once horas y... 
minutos, notifiqué la resolución anterior al Re- 
gistrador General de la Propiedad Zona Central, 
por cédula que entregué a Sebastián Vásquez. Doy 
fe. (f) ilegible”. 
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“Señor Juez Primero de Primera Instancia del 
Ramo Civil. —Clemente Marroguín Rojas, de ge- 
nerales conocidas en el Juzgado de su digno cargo, 
respetuoso me refiero al Ocurso que contra mí en 
mi carácter de Registrador General de la Propie- 
dad, presentó el Abogado Roberto Fernández Ga- 
rín, con motivo de haberse cancelado la ONCEA- 
VA (11%) inscripción hipotecaria de la finca 
rústica N% 12,717, folio 162, libro 92 de Escuintla, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
1173 del Código Civil (Decreto Ley 106); Ocurso 
que fue resuelto con fecha diez del mes que corre 
y se me notificó ayer, atentamente manifiesto: 
Que no estoy conforme con tal resolución, porque 
en mi concepto no se ajusta a la Ley, por lo que 
interpongo, RECURSO ORDINARIO DE APE- 
LACION, reservándose el derecho de exponer los 
motivos de mi inconformidad ante la Sala Juris- 
diccional. Artículos 602, 603 y 604 del Código 
Procesal Civil y Mercantil. Decreto Ley 107. Gua- 
temala, 17 de agosto de 1973. Acompaño dos co- 
pias. (f) Lic. Clemente Marroquín Rojas. Regis- 
trador General. Sello”. 


Consulta 


“Registro General de la Propiedad. Gua- 
temala, C. A. 21 de julio de 1973. Señor Licen- 
ciado don Federico Ojeda Salazar. Ciudad. Señor 
Licenciado: Por medio de la presente tengo el ho- 
nor de dirigirme a usted, para suplicarle si no hu- 
biere inconveniente, su valiosa colaboración con 
respecto a la interpretación de las disposiciones 
legales a que se refieren los artículos 846 y 1173 
del Código Civil vigente. El artículo 846 ESTA- 
BLECE: Cancelación de gravámenes en caso de 
remate: Los bienes rematados por ejecución de 
un acreedor hipotecario, pasarán al rematario o 
adjudicatario libres de las hipotecas de grado in- 
ferior que sobre ellos pesaren y también de los 
demás gravámenes, inscripciones y anotaciones 
inscritos con posterioridad a la inscripción de la 
hipoteca motivo de la ejecución. El artículo 1173 
ESTABLECE: Cuando se presente al Registro un 
título traslativo de dominio o derecho real, otorga- 
do en virtur de remate por ejecución judicial, se 
cancelará de OFICIO todo embargo, anotación o 
inscripción posterior a la inscripción o anotación 
del derecho que hubiere motivado el remate. Asi- 
mismo se cancelará la anotación de la demanda de 
nulidad o falsedad del título que haya dado lugar 
a la ejecución y al remate. Al Registro General 
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de la Propiedad, se presentó una solicitud en la, 
que se pide, dejar sin efecto la cancelación de 
la ONCEAVA inscripción hipotecaria (referente 
a una sub-hipoteca) de la finca N* 12,717, folio 
162, libro 92 de Escuintla, por ser improcedente de 
conformidad con el Artículo 1173 del Código Ci- 
vil, argumentando que no estaba en grado inferior, 
pero la adjudicación efectuada por el Juez res- 
pectivo, se hizo a favor de persona que no era el 
acreedor hipotecario. Dicha solicitud se rechazó 
en virtud de que el Registro procedió como lo man- 
da el artículo 1173 del Código Civil: “Cancelar las 
inscripciones posteriores o de grado inferior a la 
inscripción que motivó el remate, ya que el refe- 
rido artículo no hace excepciones”. Al agradecer 
al licenciado su colaboración en la aclaración an- 
tes mencionada, aprovecho la oportunidad para 
suscribirme como su atento y seguro servidor. (f) 
Marco Aurelio Alvarez Bolaños. Empleado del 
Registro General de la Propiedad”. 


Respuesta del Licenciado Federico Ojeda 
Salazar. 


“Guatemala, 31 de julio de 1973. Señor don 
Marco Aurelio Alvarez Bolaños. Empleado del 
Registro General de la Propiedad. Estimado se- 
ñor Alvarez: Por la atenta carta de usted, fecha 
21 del corriente, se sirve requerir mi colaboración 
para la interpretación de las disposiciones legales 
a que se refieren los artículos 846 y 1173 del Có- 
digo Civil. Establece el primero que: la “Cancela- 
ción de gravámenes en caso de remate: Los 
bienes rematados por ejecución de un acreedor 
hipotecario, pasarán al rematario o adjudicatario 
libres de las hipotecas de grado inferior que sobre 
ellos pesaren y también de los demás gravámenes, 
inscripciones y anotaciones inscritos con posterio- 
ridad a la inscripción de la hipoteca motivo de la 
ejecución?. Y el segundo, que “Cuando se pre- 
sente al Registro un título traslativo de dominio 
o derecho real, otorgado en virtud de remate por 
ejecución judicial, se cancelará de Oficio todo em- 
bargo, anotación o inscripción posterior a la ins- 
cripción o anotación del derecho que hubiere mo- 
tivado el remate. Asimismo se cancelará la 
anotación de la demanda de nulidad o falsedad del 
título que haya dado lugar a la ejecución y al re- 
mate”. 


Motiva la consulta el hecho de que al Registro 
se presentó una solicitud en la que se pide dejar 
sin efecto la cancelación de la 11? inscripción hi- 
potecaria (referente a una sub-hipoteca) de la 
finca 12,717, folio 162, libro 92 de Escuintla, ar- 
gumentando que no estaba en grado inferior, la 
cual se rechazó en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 1173 del Código Civil que dice: “Cancelar 
las inscripciones posteriores o de grado inferior 
a la inscripción que motivó el remate”, ya que el 
referido artículo no hace excepciones. El princi- 
pio fundamental del Registro “El que es primero 
en el tiempo lo es en derecho” tiene su justa apli- 
cación en los artículos anteriormente transcritos, 
los cuales en forma clara y terminante garanti- 
zan al acreedor hipotecario que ninguna inserip- 
ción posterior a la inscripción de su derecho pue- 
de perjudicarlo. Por consiguiente, no hay más 
que fijar las fechas de los gravámenes que pesen 
sobre un inmueble para determinar cuáles deberán 
cancelarse al ejecutar el acreedor hipotecario. En 
el caso que motiva la consulta no encuentro pro- 
blema que haga dudar de la cancelación efectuada 
por el Registrador, puesto que la inscripción hi- 
potecaria número 6 que motivó la ejecución, el 
remate y la adjudicación al rematario, llevan fe- 
cha 15 de marzo de 1966, de suerte que todos los 
gravámenes posteriores a esa fecha fueron legal- 
mente cancelados como lo prescribe el artículo 
1173 del Código Civil, en cuenta, la sub-hipoteca 
inscrita con el número 11 el 17 de noviembre de 
1971. En consecuencia, estimo que la cancelación 
efectuada por el Registro, está de entero acuerdo 
con la ley. 


En esta forma contesto la apreciable nota de 
usted y me suscribo como su atento seguro servi- 
dor. (f) Lic. Federico O. Salazar”. 


Desistimiento del ocurrente 


“Honorable Sala Primera de la Corte de Apela- 
ciones: Ocurso N* 33946. Notificador 2% prove- 
niente del Juzgado 1% de 1? Instancia Civil. YO 
ROBERTO FERNANDEZ GARIÍN, de generales 
y calidad conocidas en el expediente identificado 
en el acápite en el Ocurso presentado en contra del 
señor Registrador de la Propiedad, respetuosa- 
mente comparezco y, EXPONGO: Por este medio 
vengo a DESISTIR en forma total y expresa de 
las diligencias identificadas ut-supra y que pro- 
moví en contra del señor Registrador General de 
la Propiedad, en virtud que no tiene ninguna ra- 


zón que prosiga, por haberse llegado a un arreglo 
extrajudicial con el deudor de la obligación que 
estaba garantizada con sub-hipoteca de la finca 
registrada al N* 12,717, folio 162 del libro 
92 de Escuintla, por lo que mi representada ya no 
tiene ningún interés en que dicha sub-hipoteca 
sea inscrita, habiéndose otorgado carta total de 
pago y finiquito al deudor por escritura pública 
autorizada por el Notario Raúl Pontaza Beherens 
de fecha treinta de agosto del año en curso. 


Con base en lo expuesto a ese Honorable Tribu- 
nal, atentamente, PIDO: a) Agregar este memo- 
rial a sus antecedentes. b) Tener por presentado 
de mi parte desistimiento total del presente Ocur- 
so interpuesto en contra del señor Registrador 
General de la Propiedad. c) Dar aprobación al pre- 
sente desistimiento. Ruego a ese Honorable Tri- 
bunal resolver de conformidad. Van dos copias. 
Artículos 29, 62, 581, 582, 584, 585, 586, 602, 603, 
604, 605 del Decreto Ley 107. Guatemala, 4 de 
septiembre de 1973. En mi propio auxilio. (f) 
ilegible. Sello que dice: Roberto Fernández Ga- 
rín, abogado y notario, Guatemala, C. A.”. 


“En la ciudad de Guatemala, el cuatro de sep- 
tiembre de mil novecientos setenta y tres. Yo, el 
Infrascrito Notario: Doy fe: que la firma ante- 
rior es auténtica por haberla puesto a mi presen- 
cia el día de hoy el licenciado Roberto Fernández 
Garín, persona de mi anterior conocimiento que 
firma de nuevo conmigo. (f) ilegible. ANTE MI: 


(f) ilegible. Sello que dice: 
Abogado y Notario”. 


“SALA PRIMERA DE LA CORTE DE APE- 
LACIONES. Guatemala, seis de septiembre de 
mil novecientos setenta y tres. En virtud del de- 
sistimiento total planteado, devuélvanse los ante- 
cedentes y remítase original el memorial en que 
consta el mismo, al Juez Primero de Primera Ins- 
tancia de lo Civil de este Departamento, dejando 
razón en la pieza de segunda instancia. Artos. 49 
del Dto. 1762 del Congreso de la República, 581, 
582 y 602 del Dto. Ley 107. (ff) ilegible. Olga A. 
Cerón de García E. Sello que dice: Presentado hoy 
a las 11 horas 15 minutos. Fecha 10 de set. 1973. 
Secretaría del Juzgado Primero de Primera Ins- 
tancia de lo civil. N? 275.” 


33 


“OCURSO 33946.—JUZGADO PRIMERO DE 
PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO CIVIL: 
Guatemala, once de septiembre de mil novecientos 
setenta y tres.—Téngase por recibido el presente 
expediente; y constando en autos la voluntad del 
ocursante, y estando su firma debidamente lega- 
lizada, se aprueba el desistimiento del ocurso pre- 
sentado. Y repóngase el papel español empleado 
al del sello de Ley con inclusión de la multa in- 
currida. Artículos: 87, 88, 581, 582, 585, 586, del 
Código Procesal Civil y Mercantil. (ff) ilegibles”. 


34 


Notificación al Registro General de la 
Propiedad 


“En Guatemala a cinco de octubre de mil nove- 
cientos setenta y tres a las doce horas con diez 
minutos NOTIFIQUE la resolución anterior al 
REGISTRADOR GENERAL DE LA PROPIE- 
DAD INMUEBLE, en la sede de sus oficinas, por 
cédula entregada a Sebastián Vásquez. Doy fe. 


(f) ilegible”. 


SECCION DE LEGISLACION 
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SECCION DE 


Dispónese que se proceda a inscribir a nombre de 
la Nación, en el Registro General de la Repú- 
blica, todos los bienes inmuebles que aparezcan 
en dicho registro a nombre de dependencias ad- 
ministrativas. 


Palacio Nacional: Guatemala, 12 de agosto de 
1957. 


El Presidente de la República, interino, 


CONSIDERANDO: 


Que de conformidad con el artículo 124 de la 
Constitución de la República, son bienes de la Na- 
ción, los de dominio público y los que constituyen 
el patrimonio del Estado; bienes que deben cons- 
tar en inventario que, para el efecto, deberá lle- 
var la Contaduría General de la Nación, al tenor 
del artículo 93 del Decreto número 552 del Pre- 
sidente de la República (Ley Orgánica del Presu- 
puesto, Contabilidad y Tesorería de la Nación) ; 


CONSIDERANDO: 


Que varios bienes inmuebles se encuentran ins- 
critos en el Registro General de la República; a 
nombre de dependencias gubernativas, lo cual 
constituye una anomalía que debe subsanarse, por- 
que lo contrario, llevaría a la creencia de que den- 
tro de la organización estatal existen propietarios 
independientes, 


POR TANTO, 


En uso de las facultades que le confiere el in- 
ciso 4? del artículo 168 de la Constitución de la 
República, 


LEGISLACION 


ACUERDA: 


Artículo 17—Que se proceda a inscribir a nom- 
bre de la Nación, en el Registro General de la 
República, todos los bienes inmuebles que aparez- 
can en dicho registro a nombre de dependencias 
administrativas; para cuyo efecto, el Departa- 
mento de Bienes Nacionales, Licitaciones y Asun- 
tos Alemanes o cualesquiera otras dependencias 
que tengan conocimiento de situaciones similares, 
deberán dar aviso al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. 


Artículo 2%—Facultar al Procurador General 
de la Nación y jefe del Ministerio Público para 
que, previo informe de la Contaduría General de 
la Nación, sobre que los bienes inmuebles perti- 
nentes se encuentran incluidos en el Inventario 
General de la Nación, lleve a cabo las operaciones 
del caso ante el Escribano de Cámara y Gobierno 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo an- 
terior. 


Artículo 32—El presente acuerdo entrará en vi- 
gor inmediatamente. 


Comuníquese. 


GONZALEZ LOPEZ. 


El Ministro de Hacienda y 
Crédito Público, 


JORGE ECHEVERRIA LIZARRALDE. 
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DECRETO NUMERO 2.73 


El Congreso de la República de Guatemala, 
CONSIDERANDO: 


Que es deber del Estado realizar los mayores 
esfuerzos y sacrificios para dotar de vivienda a 
los guatemaltecos, ya que la dignidad del hombre, 
así como su superación moral e intelectual están 
íntimamente vinculadas con la satisfacción que 
éste logre de sus necesidades habitacionales; 


CONSIDERANDO: 


Que la salud de los ciudadanos, base sobre la 
cual radica su superación general y su capacidad 
productiva, sólo puede lograrse mediante la dota- 
ción de viviendas que les ofrezcan las condiciones 
indispensables de habitabilidad y salubridad; 


CONSIDERANDO: 


Que el Instituto Nacional de la Vivienda, no 
obstante el esfuerzo realizado, confronta limita- 
ciones y rigideces para la obtención oportuna y su- 
ficiente de los recursos financieros que requiere 
para alcanzar las metas de sus programas de vi- 
vienda, y que, por no contar con los instrumentos 
adecuados de captación de recursos, se ha visto 
impedido de desarrollar el ritmo de construcción 
acelerado que su nivel tecnológico le permitiría 
lograr; 


CONSIDERANDO: 


Que la Constitución de la República en su ar- 
tículo 125 preceptúa como obligaciones funda- 
mentales del Estado, fomentar el ahorro, auspi- 
ciar la construcción de viviendas para que el 
mayor número de guatemaltecos las adquieran en 
propiedad, y velar por la elevación de nivel de 
vida de los habitantes del país; 


CONSIDERANDO: 


Que la institución del Estado que coadyuve al 
cumplimiento del mandato constitucional ante- 
rior, debe estar facultada básica, técnica y legal- 
mente para efectuar operaciones de corto, me- 
diano y largo plazo, fomentar el ahorro, construir 
vivienda para el mayor número de guatemalte- 
cos, y prestar una amplia gama de servicios; 
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CONSIDERANDO: 


Que el esfuerzo y sacrificio del Estado debe ser 
compartido por todo el sector público, especial- 
mente, por las dependencias gubernamentales y 
las entidades descentralizadas, autónomas y semi- 
autónomas que puedan directa o indirectamente, 
coadyuvar en el cumplimiento del mandato cons- 
titucional citado; 


CONSIDERANDO: 


Que la magnitud del problema habitacional del 
país, demanda la participación activa y coordina- 
da de los sectores público y privado para aunar 
esfuerzos en pos de solución, 


POR TANTO, 


En uso de las atribuciones que le confiere el 
inciso 1% del artículo 170 de la Constitución de la 
República, 


DECRETA: 


la siguiente 


LEY ORGANICA DEL BANCO NACIONAL 
DE LA VIVIENDA 


TITULO I 
Objeto y Organización 
CAPITULO I1 
Creación y Objeto 


Artículo 19?—Creación: Con carácter de entidad 
estatal, descentralizada autónoma, personalidad 
jurídica, patrimonio propio y plena capacidad para 
adquirir derechos y contraer obligaciones, se crea 
el Banco Nacional de la Vivienda, cuya denomi- 
nación abreviada es BANVI. 


Artículo 22—Objetivo: El Banco Nacional de la 
Vivienda es un órgano financiero del Estado, que 
tiene por objeto la realización de programas de 
desarrollo urbano y de construcción de vivienda 
que satisfagan las necesidades de la población de 
menores ingresos. A tal fin aplicará sus recursos 
y los que capte u obtenga de conformidad con lo 
preceptuado en esta ley; con los mismos fondos 
atenderá la demanda de recursos para vivienda y 
otras actividades. 


Artículo 3? —Duración, Domicilio y Sucursales : 
El Banco Nacional de la Vivienda tiene duración 
indefinida ; su domicilio es la ciudad de Guatemala 
y puede establecer sucursales, agencias, ventani- 
llas de servicios especiales y unidades móviles en 
la capital, en el interior del país, y en el extran- 
jero. 


Artículo ¿%—Para un mejor logro de sus obje- 
tivos, el Banco deberá coordinar sus actividades, 
con el plan nacional de desarrollo. Para el efecto, 
deberá mantener informado de sus programas, 
proyectos y realizaciones al Gobierno de la Re- 
pública, por intermedio del Ministerio le Econo- 
mía, que será el conducto oficial para las comuni- 
caciones entre el Banco y el Ejecutivo. 


CAPITULO II 
Funcionamiento 


Artículo 52 —Funciones: El BANVI se organiza 
y funcionará de acuerdo con su objetivo, estando 
ampliamente facultado para realizar las opera- 
ciones contempladas en esta ley y sus reglamentos, 
y en lo que le sean aplicables, la Ley de Bancos, 
la Ley de Sociedades Financieras Privadas —De- 
creto-Ley número 208 del Jefe de Gobierno de la 
República—, la Ley Orgánica del Banco de Gua- 
temala, la Ley Monetaria y demás leyes bancarias 
y comunes. 


Entre sus funciones el Banco Nacional de la 
Vivienda debe: 


a) Coadyuvar a la solución del déficit habita- 
cional existente en el país; 


b) Crear los mecanismos e incentivos necesa- 
rios que permita la legislación bancaria y 
financiera del país, para fomentar y captar 
el ahorro destinado, preferentemente, a la 
construcción de viviendas. Asimismo, po- 
drá crear los instrumentos y mecanismos 
que proporcionen mayor movilidad a los re- 
cursos financieros, a través de la emisión, 
cotización y negociación de títulos de cré- 
dito; 


c) Coordinar y participar con las autoridades 
respectivas en la elaboración de planes de 
desarrollo urbano y habitacional que no 
sean de su iniciativa, velando, conjuntamen- 


d) 


e) 


f) 


9) 


h) 


1) 


k) 


Y 


te con dichas autoridades, porque los resul- 
tados satisfagan adecuadamente las necesi- 
dades del desarrollo económico nacional; 


Promover y realizar por su cuenta, proyec- 
tos de renovación urbana; 


Invertir en la adquisición de bienes muebles 
e inmuebles para la realización de sus pro- 
gramas de corto, mediano y largo plazo, con 
el objeto de atender la demanda de los dife- 
rentes estratos de la población y evitar asen- 
tamientos en áreas que no reúnan los requi- 
sitos de salubridad y habitabilidad ; 


Efectuar trabajos de construcción directa- 
mente o a través de los servicios contratados 
con empresas constructoras privadas, a fin 
de proveer de viviendas adecuadas a la po- 
blación del país, y ejecutar aquellas obras 
que provean el suministro de los servicios 
públicos indispensables; 


Velar, con las autoridades respectivas, por- 
que el costo de la ejecución de los planes y 
programas de desarrollo habitacional y ur- 
bano, guarde relación con los niveles de in- 
greso de los usuarios de dichos programas; 


Promover y participar en la investigación 
científica tendiente a lograr una mayor 
productividad en el uso de técnicas y mate- 
rial de construcción ; 


Promover y, cuando sea necesario, partici- 
par en la creación o ampliación de empresas 
que presten servicios técnicos o suministren 
materiales de construcción; 


Celebrar contratos de compraventa, arren- 
damiento, con o sin opción de compra, per- 
muta y traspaso de bienes muebles o inmue- 
bles relacionados con sus programas de 
desarrollo urbano o de vivienda, y cuales- 
quiera otros para los que esté facultado; 


Colaborar con el sector privado en la reali- 
zación de proyectos específicos de vivienda 
rural; 


Participar con el sector privado, en la ela- 
boración y ejecución de programas de des- 
arrollo urbano y construcción de viviendas, 
y realizar por su cuenta todo género de pro- 
gramas y operaciones para desarrollar sus 


y 


funciones; 
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m.) Colaborar con las municipalidades de la Re- 


n) 


pública en la formulación de proyectos de 
desarrollo urbano, y cuando su disponibili- 
dad de recursos lo permita, prestarles asis- 
tencia técnica y financiera en forma indivi- 
dual o colectiva, para la ejecución de los 
mismos; y 


Realizar las otras funciones para las cuales 
está facultado, de conformidad con la ley. 


CAPITULO III 


Colaboración Gubernamental 


Artículo 6%—Relación con Organismos Especí- 


ficos: 


Las dependencias gubernamentales y las 


instituciones descentralizadas, autónomas y semi- 
autónomas, están obligadas a colaborar con el 
BANVI para el logro de su objetivo. Específica- 
mente, las entidades y dependencias que a conti- 
nuación se detallan, tienen las obligaciones si- 
guientes: 


a) 


b) 
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Las Municipalidades de la República : 


1. Colaborar con el BANVI en la elabo- 
ración de los planes de desarrollo ur- 
bano; 


2. Impedir la elevación de los costos de los 
programas de vivienda del BANVI, evi- 
tando la fijación de requerimientos que 
se extralimiten sobre las genuinas nece- 
sidades de urbanización ; 


3. Expedir el trámite de todas las gestiones 
que sean presentadas por el BANVI, pa- 
ra facilitar la pronta ejecución de sus 
programas de vivienda; y 


4. Dar prioridad a la ejecución de obras de 
introducción de agua potable y alcanta- 
rillado, que complementen las obras que 
se realicen bajo proyectos del BANVI; 


El Ministerio de Comunicaciones y Obras 
Públicas : 


Colaborar en la ejecución oportuna de obras 
de infraestructura que faciliten la realiza- 
ción de los programas de desarrollo urbano 
y de vivienda del BANVI; 


c) El Ministerio de Finanzas: 


1, Hacer las previsiones presupuestales 
anuales, para reforzar las finanzas del 
BANVI, a fin de garantizar el sosteni- 
miento de los programas tendientes a re- 
solver el problema habitacional del 
país; y 


2. Prestar su concurso para facilitar la co- 
locación de las emisiones de títulos de 
crédito y obligaciones del BANVI, en los 
mercados internos y externo. 


d) El Banco de Guatemala : 


1. Promover la liquidez, solvencia y buen 
funcionamiento del BANVI; 


2. Dar su aval a las emisiones de títulos de 


crédito u otras obligaciones que contrai- 
ga el BANVI, a tenor de lo establecido 
por el artículo 80 del Decreto número 215 
del Congreso de la República, Ley Or- 
gánica del Banco de Guatemala, cuando 
dicho aval sea requerido para la coloca- 
ción, dentro o fuera del país, de tales 
títulos u obligaciones ; 


3. Otorgar la debida prioridad dentro de su 
política crediticia en cuanto a provisio- 
nes para adelantos, descuentos y redes- 
cuentos, a los requerimientos que le pre- 
sente el BANVI para la realización 
de sus fines; y 


4. Prestar, sin costo alguno, la asesoría téc- 
nica que le sea solicitada para el mejor 
desarrollo de las operaciones del BANVI'; 


e) La Secretaría General del Consejo Nacional 


de Planificación Económica: 


Formular conjuntamente con el BANVI los 
programas de vivienda y de desarrollo ur- 
bano del país; 


f) El Instituto Nacional de Electrificación 


(INDE): 


Realizar oportunamente las obras de electri- 
ficación que faciliten el desarrollo de los pro- 
gramas de vivienda y de desarrollo urbano 
del BANVI; 


9) El Instituto de Fomento Municipal (IN- 
FOM): 


Dar prioridad al financiamiento para la eje- 
cución de obras municipales que complemen- 
ten los programas de vivienda y de des- 
arrollo urbano del BANVI; y 


h) El Instituto de Fomento de Hipotecas Ase- 
guradas (FHA): 


Otorgar resguardo de asegurabilidad y se- 
guro de hipoteca a las obligaciones hipote- 
carias que se originen de los programas de 
vivienda del BANVI, cuidando que los gas- 
tos y la prima correspondientes, guarden re- 
lación con los niveles de ingreso de los usua- 
rios de dichos programas. 


TITULO II 
Recursos 
CAPITULO I 
Capital 


Artículo 72—Capital autorizado: El capital au- 
torizado del BANVI se constituye inicialmente 
con la suma de los recursos siguientes : 


a) El capital neto del Instituto Nacional de la 
Vivienda resultante de la depuración de sus 
activos y pasivos, según se establece en el 
artículo 64 de la presente ley; 


b) El valor de los bonos del Tesoro que por la 
suma de seis millones de quetzales ........ 
(G6.000,000,00) deberá emitir el Gobierno 
de la República para tal efecto, los cuales 
serán redimidos alícuotamente en el plazo 
de seis años, a partir de 1973. Estos bonos, 
mientras se encuentren en la cartera del 
BANVI, únicamente para los efectos de los 
requisitos mínimos de capital y reservas de 
capital a que se refiere el artículo 20 de la 
Ley de Bancos, deben ser computados como 
capital efectivamente pagado; 


c) Las recuperaciones en efectivo de la cartera 
de préstamos del Instituto Nacional de la 
Vivienda que el BANVI recibe en adminis- 
tración, según lo establece el artículo 64 de 
esta ley; y 


d) Los aportes en efectivo que, para aumen- 
tos de capital, haga el Gobierno de la Re- 
pública al tenor del artículo 9? de esta ley. 


Artículo 8%—Aumento de capital: Para los 
efectos del inciso d) del artículo anterior, y cuan- 
do por la expansión normal de las operaciones 
del BANVI se prevea que los requerimientos mí- 
nimos de capital a que se refiere el artículo 20 
de la Ley de Bancos, puedan acusar deficiencias 
de un año a otro, la Junta directiva debe gestio- 
nar a propuesta del presidente del BANVI ante 
el Gobierno de la República, la inclusión en el Pre- 
supuesto General de Gastos de la Nación de una 
partida específica para aumentar el capital por 
las sumas necesarias para satisfacer tales reque- 
rimientos. 


CAPITULO II 
Otros recursos 


Artículo 9%—Recursos adicionales: El BANVI 
contará además con los recursos siguientes : 


a) Los fideicomisos que constituya el sector 
público para promover el desarrollo de pro- 
gramas de vivienda y de desarrollo urbano; 


b) Los fideicomisos que constituya el sector 
privado, para financiar programas de des- 
arrollo urbano y de vivienda y otras acti- 
vidades; 


c) La obtención de empréstitos en el país o en 
el extranjero, estos últimos con opinión de 
la Junta Monetaria; y 


d) Otros recursos que reciba de fundaciones 
públicas o privadas, nacionales o extran- 
jeras. 


TITULO III 
CAPITULO UNICO 
Utilidades, reservas y ejercicio 


Artículo 10.—Reservas de valuación: Previa- 
mente al cierre de cada ejercicio, el BANVI debe 
constituir las reservas de valuación necesarias pa- 
ra regularizar sus activos, especialmente la cartera 
de préstamos o inversiones bancarias y de fomen- 
to, así como otras reservas que se considere con- 
veniente formar. 


Artículo 11.—Destino de las utilidades: Las uti- 
lidades netas anuales que resulten después de de- 
ducir los gastos de administración, de operación y 
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finantieros del BANVI y las reservas a que hace 
referencia el artículo anterior, se deben destinar 
en partes iguales, a incrementar la reserva de ca- 
pital y a la creación y provisión del fondo para 
atender operaciones de valores. Cuando las reser- 
vas de capital sean equivalentes al 10% de capital 
pagado, el saldo de la utilidad neta se destinará a 
incrementar el fondo para atender operaciones de 
valores. 


Artículo 12.—Ejercicio financiero y contabili- 
dad: El ejercicio financiero del BANVI debe co- 
rresponder a la duración del año civil. Se debe es- 
tablecer un sistema contable de acuerdo con las 
disposiciones de la Ley de Bancos. No obstante, 
no está sujeto a llevar contabilidad separada de las 
operaciones naturales comercial e hipotecaria que 
realice, pero deberán contabilizarse separadamen- 
te las que correspondan a las operaciones de Fo- 
mento que lleve a cabo, de conformidad con las 
normas de la presente ley. Para fines del Balance 
“general, deben consolidarse todas las operaciones. 


Artículo 13.—Estados financieros: El BANVI 
debe publicar mensualmente el Balance general 
“correspondiente, y al final de cada ejercicio, el 
Balance general y el Estado de pérdida y ganan- 
cias respectivos. Tales estados financieros serán 
certificados por contador público o perito conta- 
dor, con título legalmente reconocido. 


Artículo 1/.—Memoria: El BANVI debe publi- 
car en la fecha que establezca la Junta directiva, 
la memoria anual de sus actividades. 


TITULO IV 
Estructura 


CAPITULO I 
Descentralización funcional 


_ Artículo 15.—Autonomía: El Gobierno de la 
“República garantiza la libre funcionalidad y orga- 
nización del BANVI, especialmente para: 


a) Su organización y desempeño de funciones 
dentro del marco de la presente ley y sus re- 
glamentos; 


b) La selección de personal, así como su nom- 
bramiento y remoción; y 


c) La elegibilidad de los usuarios de préstamos 
y servicios; 
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CAPITULO II 
Estructura administrativa 


Artículo 16.—Organos superiores: Los órganos 
superiores del BANVI, son: 


a) La Junta directiva; 
b) La presidencia; y 
c) El Comité de Crédito y Fideicomiso. 


Artículo 17.—Organización administrativa: La 
Junta directiva a propuesta de la presidencia, debe 
establecer las funciones y reglamentar la organi- 
zación administrativa del BANVI, creando de con- 
formidad con esta ley, las unidades administrati- 
vas necesarias para su buen funcionamiento. 


A fin de asegurar la independencia operativa 
necesaria, la Junta directiva deberá separar las 
funciones de carácter financiero, de las de produc- 
ción, debiendo establecer la coordinación indis- 
pensable. 


CAPITULO III 
Junta directiva 


Artículo 18.—Integración: La Junta directiva 
del BANVI se integra con: 


a) El Ministro de Economía, quien podrá ser 
sustituido por el Viceministro del ramo; 


db) El Ministro de Finanzas, quien podrá ser 
sustituido por el Viceministro del ramo; 


c) El presidente del BANVI, quien debe ser 
sustituido en caso de ausencia o impedimen- 
to por el Vicepresidente que él mismo de- 
signe; 


d) El presidente del Instituto de Fomento de 
Hipotecas Aseguradas (FHA), quien podrá 
ser sustituido por el gerente; y 


e) Un representante de la Cámara Guatemalte- 
ca de la Construcción y su respectivo su- 
plente. 


Es presidida por el Ministro de Economía. En 
caso de ausencia o impedimento de éste, debe ser 
presidida por el Ministro de Finanzas, y a falta 
de éste, por el presidente del BANVI. 


Artículo 19.—Participantes y asesores: En las 
deliberaciones de la Junta directiva participarán 
los miembros suplentes con voz pero sin voto, 
cuando no sustituyan a su titular. Los Vicepresi- 
dentes del BANVI, concurrirán en la misma for- 
ma, pero en calidad de asesores. 


La Junta directiva podrá invitar a otros aseso- 
res para que asistan a las sesiones en las que se 
vayan a conocer asuntos de sus especialidades. 


Artículo 20.—Alternabilidad y elección: Los re- 
presentantes de los Bancos Estatales y de las In- 
dustrias de Construcción, serán renovados cada 
dos años. Los nombramientos de dichos represen- 
tantes deben hacerse dentro de los 30 días previos 
al vencimiento del período de los miembros que se- 
rán renovados. 


Artículo 21.—Sesiones: Las sesiones de la Jun- 
ta directiva, deben ser convocadas por el presi- 
dente del BANVI o quien lo sustituya. Se efectua- 
rán ordinariamente, una vez por semana, y ex- 
traordinariamente, cuando sea necesario para la 
pronta y eficiente resolución de los asuntos de su 
competencia. 


Artículo 22.—Quórum: Tres miembros titula- 
res o suplentes en su caso, constituyen quórum pa- 
ra toda sesión, siempre que entre los mismos, esté 
presente el presidente de la Junta directiva. En 
ausencia del presidente de la Junta directiva, el 
quórum se integrará por cuatro miembros, debien- 
do ser por lo menos dos de ellos, titulares. 


Artículo 23.—Agenda: La Agenda y documen- 
tación de los asuntos a tratar en las sesiones ordi- 
narias y extraordinarias, serán elaboradas por el 
presidente del BANVI o quien haga sus veces, de- 
biéndose circular a los miembros y asesores de la 
misma, con 24 horas de anticipación. Podrá pres- 
cindirse de este requisito, cuando se presente un 
asunto urgente, cuya resolución competa a la Jun- 
ta directiva. 


Artículo 24.—Resoluciones: Las resoluciones de 
la Junta directiva tienen efecto inmediato, salvo 
cuando la misma disponga otra cosa. 


Artículo 25.—Votaciones: Las resoluciones to- 
marán por mayoría de votos de los miembros pre- 
sentes, salvo aquellas para las cuales la ley exija 
mayoría especial. En caso de empate, quien pre- 
sida, tendrá doble voto. No son permitidas las 
abstenciones. 


Artículo 26.—Responsabilidad: Los miembros 
titulares y suplentes de la Junta directiva y los 
asesores, ejercerán sus funciones con absoluta in- 
dependencia de criterio y bajo su responsabilidad 
personal. 

Son solidariamente responsables de los daños y 
perjuicios que se causen al BANVI o a terceros, 
por los actos u omisiones en que incurran en el 
ejercicio de sus cargos. Tal responsabilidad no se 
aplicará a quienes hayan hecho constar su voto 
disidente u opinión en contra, en el acta de la se- 
sión respectiva. 

Son igualmente responsables por los daños y 
perjuicios que causen al BANVI o a terceros, quie- 
nes divulguen cualquier información sobre los 
asuntos tratados por la Junta directiva. 


Artículo 27.—Dietas: Los miembros titulares y 
los alternos, así como los asesores, devengarán die- 
tas por las sesiones a que asistan, las cuales serán 
fijadas por la Junta directiva, mediante resolu- 
ciones específicas. Para el cálculo de dietas, no 
podrá computarse más de una sesión en un día. 


CAPITULO IV 
Funciones de la Junta directiva 


Artículo 28.—Funciones y atribuciones: La 
Junta directiva es la autoridad máxima del BAN- 
VI y en consecuencia le corresponde la planifica- 
ción, dirección y coordinación de sus actividades, 
para cuyos fines se le asignan las atribuciones si- 
guientes : 


a) Designar al vicepresidente que deberá fun- 
gir como presidente interino del BANVI, 
en ausencia del presidente titular; 


b) Nombrar y remover a los vicepresidentes y 
al auditor interno; 


e) Modificar la integración del Comité de Cré- 
dito y Fideicomiso, cuando el volumen de 
operaciones del BANVI, lo justifique; 


d) Aprobar, improbar o modificar las decisio- 
nes del presidente del BANVI, que fueren 
impugnadas; 


e) Emitir y reformar los reglamentos del BAN- 
VI, cuyos proyectos le deberán ser someti- 
dos por el presidente del mismo, salvo aque- 
llos que requieran aprobación especial, se- 
gún la ley; 
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f) 


9) 


h) 


1) 


3) 


k) 


1) 


m) 


n) 


0) 
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Autorizar los caminos en la organización ad- 
ministrativa del BANVI, a propuesta del 
presidente del mismo; 


Autorizar la organización, establecimiento y 
clausura de sucursales, agencias, ventanillas 
de servicios especiales y unidades móviles, a 
propuesta del presidente del BANVI; para 
estos fines no es aplicable el artículo 7 de 
la Ley de Bancos, pero deberá darse aviso 
previo a la Superintendencia de Bancos, por 
lo menos con 8 días de anticipación a la 
operación de que se trate; 


Aprobar el presupuesto anual de ingresos 
del BANVI, a propuesta del presidente del 
mismo; 

Conocer y aprobar los programas de inver- 
sión y crédito del BANVI, a propuesta del 
presidente del mismo, debiendo revisar su 
desarrollo y ejecución por medio de los infor- 
mes que éste le someta a su consideración; 


Modificar los programas de inversión y cré- 
dito, a propuesta del presidente del BANVI, 
cuando hayan cambiado las condiciones para 
las cuales fueron formulados; 


Aprobar el presupuesto financiero anual a 
propuesta del presidente del BANVI y las 
fuentes de recursos para su ejecución; 


Facultar, a propuesta del presidente del 
BANVI, a los funcionarios de las oficinas 
centrales y de las agencias del mismo, para 
que otorguen créditos, fijando los montos y 
condiciones dentro de los cuales pueden ha- 
cerlo, según su jerarquía ; 


Fijar al Comité de Crédito y Fideicomiso, los 
límites hasta los cuales puede conceder prés- 
tamos, otorgar avales y aprobar la constitu- 
ción de fideicomisos; 


Aprobar o improbar las solicitudes de prés- 
tamos y de constitución de fideicomisos que 
se presenten al BANVI, por encima del lí- 
mite fijado al Comité de Crédito y Fideico- 
miso, así como las condiciones de otras ope- 
raciones de confianza; 


Aprobar la creación de los fondos de garan- 
tía en respaldo de cada emisión de títulos 
de crédito que se efectúe por cuenta de los 
fideicomisos constituidos en el BANVI; pre- 
vio dictamen de la Junta Monetaria; 


p) Designar y cambiar, a propuesta del presi- 
dente del BANVI, los corresponsales del 
mismo en el exterior; 


q) Aprobar anualmente la Memoria de la Ins- 
titución, el Balance general y el Estado de 
pérdidas y ganancias, así como el destino de 
utilidades y la forma de enjugar las pérdi- 
das del BANVI, de acuerdo con los precep- 
tos legales y aplicables; y 


r) Ejercer las demás funciones y facultades 
que le corresponden, de acuerdo con esta ley, 
reglamentos y demás disposiciones legales 
aplicables. 


CAPITULO V 


Presidencia del BANVI 


Artículo 29.—Integración y funciones: La Pre- 
sidencia del BANVI se integra por un presidente 
y los vicepresidentes que sean necesarios para el 
buen funcionamiento del BANVI, 


La Presidencia es el órgano ejecutivo del BAN- 
VI, y en consecuencia, le corresponde la ejecu- 
ción de las disposiciones y resoluciones tomadas 
por la Junta directiva. 


Artículo 30.— Presidente del BANVI: El pre- 
sidente es el jefe superior de las dependencias y 
del personal del BANVI, dirige todas las activi- 
dades técnicas y administrativas del mismo, y es 
responsable ante la Junta directiva por el correc- 
to y eficaz funcionamiento de la Institución. En 
caso de ausencia o impedimento temporal del pre- 
sidente del BANVI, la Junta directiva debe de- 
signar a uno de los vicepresidentes para que lo 
sustituya mientras sea necesario. 


Artículo 31.—Nombramiento y remoción: El 
presidente del BANVI es nombrado por el Pre- 
sidente de la República y puede ser removido por 
el mismo, sin expresión de causa. 


Artículo 32.—Calidades: Para ser nombrado 
presidente del BANVI se requiere ser persona 
de reconocida honorabilidad, mayor de treinta 
años, ciudadano en ejercicio de sus derechos y te- 
ner experiencia en administración y conocimien- 
tos en materias económicas y financieras. 


Artículo 33.—Impedimentos: No pueden ser 
nombrados para desempeñar el cargo de presi- 
dente del BANVI: 


a) Los que habiendo sido condenados en juicio 
de cuentas por sentencia firme no hubieren 
solventado su responsabilidad ; 


b) Los contratistas de obras o empresas que 
se costeen con fondos del Estado, de sus en- 
tidades descentralizadas, autónomas y semi- 
autónomas o del municipio; sus fiadores y 
quienes tengan reclamaciones pendientes por 
dichos conceptos; 


Cc) Quienes representen o defiendan intereses 
de compañías o personas individuales que 
exploten servicios públicos; y 


d) Los que tengan cualquiera de los impedi- 
mentos consignados en los artículos 13 y 14 
de la Ley de Bancos u otra disposición legal 
específica. 


Artículo 34.—Atribuciones: El presidente del 
BANVI, además de las consignadas en esta ley 
tiene las siguientes atribuciones : 


a) Vigilar la correcta aplicación de esta ley y 
sus reglamentos; 


b) Ejercer la representación legal del BANVI. 
Dicha representación puede delegarla total 
o parcialmente, previa autorización de la 
Junta directiva; 


c) Suministrar a la Junta directiva los infor- 
mes que le sean requeridos; 


d) Nombrar y remover directamente a los fun- 
cionarios y empleados del BANVI de acuer- 
do con el reglamento respectivo, excepto 
aquellos cuya designación corresponda a la 
Junta directiva; y 


e) Ejercer las demás funciones propias de su 
cargo que le asigne la Junta directiva y las 
que le correspondan al contenido de esta ley 
y sus reglamentos. 


Artículo 35.—Vicepresidentes: Los vicepregsi- 
dentes son nombrados por la Junta directiva a pro- 
puesta del presidente del BANVI; pueden ser re- 
movidos por la misma sin expresión de causa; 
deben reunir las calidades y estarán sujetos a los 
impedimentos establecidos para el presidente del 
BANVI; y tienen las atribuciones siguientes : 


a) Sustituir al presidente del BANVI en caso 
de ausencia o impedimento de éste; 


b) Desempeñar sus funciones por delegación 
del presidente del BANVI, ante quien son 
directamente responsables. 


Los puestos de vicepresidente sólo pueden ser 
creados o suprimidos por resolución de la Junta 
directiva con el voto favorable de por lo menos 
tres de sus integrantes y siempre que medie so- 
licitud del presidente del BANVI. 


CAPITULO VI 
Comité de Crédito y Fideicomiso 


Artículo 36.—Funciones: Compete al Comité de 
Crédito y Fideicomiso, conocer y resolver las soli- 
citudes de préstamo y de constitución de fideico- 
misos, de conformidad con esta ley, sus regla- 
mentos y las disposiciones de la Junta directiva. 

Corresponde también al Comité de Crédito y 
Fideicomiso: 


a) Asesorar a la Junta directiva en la formu- 
lación y ejecución de las políticas relativas 
a las operaciones de fomento; 


b) Evaluar periódicamente la ejecución de los 
programas financiados con fondos en fidei- 
comiso, sometiendo a la consideración kde 
la Junta directiva los resultados de dicha 
evaluación y en su caso, proponer las me- 
didas que a su juicio corresponda adoptar 
para el mejor cumplimiento de los propó- 
sitos de la institución. 


Artículo 37.—Integración: El Comité de Cré- 
dito y Fideicomiso se integra por los siguientes 
miembros titulares : 


a) El funcionario a quien por reglamento se 
le encargue el manejo de las operaciones fi- 
nancieras que lo preside; 


b) El funcionario a quien por reglamento se 
le encargue el manejo de las operaciones 
bancarias; y 


c) El funcionario a quien por reglamento se 
le encargue el manejo de las operaciones fi- 
duciarias. 


En caso de ausencia o impedimento, de cual- 
quiera de los miembros titulares, lo sustituirá el 
funcionario inmediato inferior en jerarquía. 


Artículo 38.—Sesiones, convocatoria y quórum: 
Las sesiones del Comité de Crédito y Fideicomiso, 
serán convocadas por su presidente o quien lo 
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sustituya. Deben efectuarse por lo menos una vez 
¿l a la semana en forma ordinaria, y extraordina- 
ly riamente cuando fuere necesario. Para que se in- 
tegre el quórum se requiere la presencia de los 
tres miembros del Comité. Cuando temporalmen- 
te no se pueda integrar el quórum, los asuntos a 
su cargo serán considerados y resueltos por la 
Junta directiva. 


Ñ Artículo 39.—Resoluciones: Las resoluciones 

del Comité de Crédito y Fideicomiso, deben ser 

adoptadas por mayoría de votos pero toda resolu- 

ción favorable debe contar con el voto afirmati- 

; vo del presidente del Comité o de quien haga sus 
veces. En caso de discrepancia y siempre que lo 
solicite alguno de los miembros del Comité de 
Crédito y Fideicomiso, cualquier resolución del 
mismo puede ser elevada a la consideración de la 
Junta directiva para su resolución final. 


Artículo ¿0.—Responsabilidad y deberes: Los 

miembros del Comité de Crédito y Fideicomiso, es- 

Y tán sometidos a las mismas responsabilidades que 

" establece el artículo 26 de esta ley. Tienen ade- 
más, los deberes siguientes : 


a) Para la aprobación de los préstamos y Ope- 
ciones fiduciarias, deben atenerse: 


1. A la política general del BANVI, dictada 
por la Junta directiva. 


2. A la naturaleza de los fondos y de los 
proyectos a los cuales se destinen. 


3. A la situación de liquidez del BANVI; y 
4. A la elegibilidad de cada solicitud ; 


b) Elevar a la Junta directiva en su siguiente 
sesión ordinaria, un informe resumiendo su 
actuación. 


” CAPITULO VII 
Fiscalización y Auditoría 


Artículo 41.—Fiscalización: La inspección, con- 

trol y fiscalización de las operaciones contables y 
financieras del BANVI, corresponden a la Super- 

K intendencia de Bancos, de conformidad con la ley. 


Artículo 42.— Auditoría interna: Para ejercer 

$ las labores permanentes y directas de fiscaliza- 
ción y vigilancia, el BANVI debe establecer una 

” unidad de Auditoría interna, integrada por un au- 
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ditor interno que es el jefe de la misma, y el per- 
sonal técnico y administrativo necesario para el 
cumplimiento de sus funciones, las que ejercerá 
de conformidad con el reglamento específico que 
debe emitir la Junta directiva. 


Artículo 43.—Nombramiento, remoción y cali- 
dades: El auditor interno es nombrado por la 
Junta directiva y puede ser removido por la mis- 
ma, sin expresión de causa, con el voto de por lo 
menos, tres de los miembros que la integran. Debe 
poseer título universitario y ser colegiado activo; 
debe reunir además, las mismas calidades y está 
sujeto a los impedimentos establecidos para el pre- 
sidente del BANVI, y además, no ser pariente de 
éste dentro de los grados legales. 


Artículo 44.— Auditoría externa: Siempre que 
lo considere conveniente para el mejor cumpli- 
miento de las funciones del BANVI, la Junta di- 
rectiva puede ordenar la realización de auditorías 
extraordinarias de las operaciones contables y fi- 
nancieras de la Institución, para lo cual podrá 
disponer la contratación de los servicios de fir- 
mas nacionales legalmente autorizadas o de pro- 
fesionales universitarios colegiados. 


MUTUO" 
CAPITULO UNICO 
Operaciones y normas reglamentarias 


Artículo 45.—Clase de operaciones: De acuerdo 
con su objetivo, funciones, la naturaleza de los 
recursos que obtenga y los propósitos del uso de 
los mismos, el BANVI puede realizar las clases de 
operaciones siguientes : 


a) Bancarias, de carácter comercial e hipote- 
cario; 

b) Fomento; 

c) Fiduciarias; y 

d) De producción. 


Estas operaciones están limitadas única y ex- 
clusivamente al objetivo del BANVI, determinado 
en el artículo 29 de esta ley. 


Artículo 46.—Normas reglamentarias: La Jun- 
ta directiva debe emitir los reglamentos específi- 
cos necesarios para la regulación de las operacio- 
nes del BANVI. 


Artículo 47.—Valores y obligaciones: Los valo- 
res y obligaciones emitidos por el BANVI no de- 
ben exceder de un plazo de 25 años y pueden estar 
garantizados por: 


a) Las garantías específicas que constituye el 
BANVI; 


b) Las garantías que le manden constituir las 
operaciones fiduciarias; 


c) El conjunto de préstamos a cuyo financia- 
miento se destinen y sus garantías conexas ; 


d) Las demás inversiones y activos del BAN- 
MI =+*y 


e) La garantía subsidiaria que otorguen las en- 
tidades públicas o las instituciones privadas. 


Artículo 48.—Garantía de las obligaciones: Las 
obligaciones que contraiga el BANVI con sus 
acreedores y las provenientes de la recepción de 
depósitos, de la emisión de valores y cédulas hipo- 
tecarias y de contratación de préstamos internos, 
están garantizados con su capital y reservas de ca- 
pital y gozan de la garantía del Estado. 


TITULO VI 
Formalidades y Procedimientos 
CAPITULO I 
Formalidades 


Artículo 49.—Documentación: Los préstamos 
que conceda el BANVI hasta por (5,000.00, pue- 
den otorgarse en documento privado, en formu- 
lario impreso de la institución, siempre que no se 
constituya hipoteca. En dicho documento, se exi- 
girá, la legalización de firmas por notario. Cuan- 
do el BANVI requiera constatar la carencia de bie- 
nes de los adjudicatarios de vivienda, puede pedir 
informe telegráfico a la oficina fiscal correspon- 
diente. Dicha oficina debe contestar en la misma 
forma dentro del plazo de cinco días hábiles. Por 
incumplimiento de lo establecido en este artículo, 
el funcionario responsable incurrirá en una multa 
de (430.00 que le impondrá el juez de primera ins- 
tancia de su domicilio. 


Artículo 50.—Modificaciones, ampliaciones, 
prórroga y cancelaciones: Las modificaciones, am- 
pliaciones y prórrogas de los contratos de présta- 
mo otorgados por el BANVI, deben reunir las mis- 


mas formalidades establecidas en el artículo an- 
terior para el contrato constitutivo de la obliga- 
ción. La cancelación de obligaciones a favor del 
BANVI, puede hacerse constar por simple razón 
puesta en pie del testimonio de la escritura públi- 
ca o del documento que lo contenga por el funcio- 
nario que ostente la representación del BANVI. 
Dicha razón con firma legalizada por notario, es 
suficiente para su inscripción en el registro. 


Artículo 51.—Adquisición y cesión de créditos: 
La adquisición o cesión por el BANVI de créditos 
de cualquier naturaleza, puede hacerse mediante 
simple razón de traspaso hecha con las mismas 
formalidades establecidas en el último párrafo del 
artículo anterior. 


CAPITULO II 
Procedimientos ejecutivos y de intervención 


Artículo 52.—Leyes aplicables: Los procedi- 
mientos en los cuales intervenga el BANVI como 
actor o demandante, se tramitarán de conformi- 
dad con las normas procesales contenidas en la 
presente ley, y en lo no previsto serán aplicables 
la Ley de Bancos, la Ley del Organismo Judicial y 
el Código Procesal Civil y Mercantil, pudiendo en 
todo caso el BANVI a su elección, acogerse indis- 
tintamente a las disposiciones de cualesquiera de 
dichas leyes. 


- Artículo 53.—Títulos ejecutivos: Además de los 
previstos en las leyes ordinarias, son títulos eje- 
cutivos en las acciones promovidas por el BANVI: 


a) Los documentos que contengan contratos de 
préstamo otorgados conforme lo estipulado 
en la presente ley; 


b) Las certificaciones de saldo de cuentas ex- 
tendidas por el BANVI; y 


c) Las certificaciones de las actas de los con- 
venios que celebre el BANVI con los usua- 
rios, al respecto de prórrogas, novaciones, 
ampliaciones y demás modificaciones a los 
contratos celebrados o que se celebren. 


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, 
se debe entender como cantidad líquida, exigible y 
de plazo vencido, la consignada por el BANVI, 
salvo prueba en contrario. 


Artículo 54.—Rescisión de contratos: La reso- 
lución de los contratos por decisión unilateral del 
BANVI, se tramitará de acuerdo con el procedi- 
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miento establecido para el juicio sumario, en el 
Código Procesal Civil y Mercantil. Los contratos 
válidamente celebrados, pendientes de cumpli- 
miento, pueden rescindirse por mutuo consenti- 
miento o por declaración judicial en los casos que 
establece el Decreto-Ley 106. 


Artículo 55.—Acción ejecutiva especial para 
préstamos otorgados por el BANVI: Cuando las 
obligaciones estén garantizadas con hipoteca y la 
demanda se planteare por falta de pago, el juez 
previa calificación del título, resolverá concedién- 
dole al demandado el término de dos meses para 
que se ponga al día en el pago del adeudo recla- 
mado, intereses y costas procesales. Transcurrido 
dicho término, sin que el demandado haya cum- 
plido, el juez a petición del BANVI, resolverá se- 
ñalándole al ejecutado el improrrogable término 
de cinco días para que otorgue a favor del BANVI 
la escritura traslativa de dominio correspondiente. 
En caso de que el demandado se ponga al día den- 
tro de los dos meses que se le conceden, más el 
pago de intereses y costas, el juez dictará la reso- 
lución, dando por terminado el procedimiento. La 
liquidación de capital, intereses y costas, se tra- 
mitará en incidente, en la misma cuerda. Sola- 
mente el auto que apruebe la liquidación es ape- 
lable. 


Artículo 56.—Acción ejecutiva para el cobro de 
saldos: Cuando el BANVI se hubiere encargado 
solamente de la construcción en inmuebles de pro- 
piedad particular, se seguirá el procedimiento es- 
tablecido en el Código Procesal Civil y Mercantil. 


Artículo 57.—Procedencia del juicio de Desahu- 
cio y cobro de rentas: Procederá la desocupación 
y el cobro de rentas, en los casos siguientes : 


a) Cuando el usuario esté insolvente con el 
BANVI en el pago de sus rentas, adeudando 
por lo menos dos meses vencidos; 


b) Cuando el usuario arrendatario, subarrien- 
de, ceda o traspase sus derechos a cualquier 
título, sin autorización del BANVI; 


c) Por infracción o violación a las prohibicio- 
nes establecidas en el contrato respectivo; 


d) Por incumplimiento de cualesquiera otra 
obligación estipulada en el contrato; y 


e) Por cualquier otro caso establecido en las le- 
yes comunes. 
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Artículo 58.—Excepciones: En los juicios su- 
marios de desahucio y cobro de renta, se aplicarán 
los preceptos del Código Procesal Civil y Mer- 
cantil. 


Artículo 58 “A”.—En todos aquellos casos en 
que el usuario haya pagado más del 70% del valor 
líquido de la vivienda que haya adquirido por com- 
pra, se le devolverá en caso de que exista resolu- 
ción judicial de desahucio el 25% de todo lo amor- 
tizado en concepto de rescate. Sin este requisito 
no procederá ninguna ejecución. 


Artículo 59.—Medidas precautorias: Toda me- 
dida precautoria que solicite el BANVI, debe ser 
resuelta por los tribunales sin más trámite que el 
señalado por el Código Procesal Civil y Mercan- 
til. Decreto-Ley 107. 


TITULO VII 
CAPITULO UNICO 
Exenciones y trato preferencial 


Artículo 60.—Exenciones fiscales y municipa- 
les: En el cumplimiento de sus funciones, el BAN- 
VI queda exento de toda clase de impuestos, con- 
tribuciones, tasas, arbitrios y recargos fiscales y 
municipales sobre: 


a) Sus bienes muebles o inmuebles, rentas o in- 
gresos de cualquier clase o sobre los actos 
jurídicos, contratos o negocios que celebre, 
en cuanto deban ser pagados por el BANVI; 


b) La emisión, inscripción, negociación, pago 
de capital, intereses y cualquier otro grava- 
men sobre los valores y obligaciones que emi- 
ta; y 


c) Los bienes que importe, cuando se destinen 
a la ejecución de sus programas de vivienda 
y desarrollo urbano o a la organización, ins- 
talación y operación de sus oficinas y depen- 
dencias o que se destinen al cumplimiento 
de sus funciones de fomento y deban ser uti- 
lizados por el propio BANVI, de conformi- 
dad con la ley. 


Artículo 61.—Exoneraciones: Están exentos 
del impuesto del papel sellado y timbres fiscales, 
los contratos de préstamo que concederá el BAN- 
VI, así como la novación, cancelación y prórroga 
de los mismos, cuando la operación no exceda de 


(25,000.00. Esta norma es aplicable a las letras de 
cambio, pagarés o cualquier título de crédito que 
ampare obligaciones directas a favor del BANVI. 
Los honorarios del Registro de la Propiedad a que 
den lugar dichos contratos, se pagarán reducidos 
al 50% de la cantidad que fije el arancel respec- 
tivo. 


Artículo 62.—Trato preferencial : 
a) Del Banco de Guatemala : 


El Banco de Guatemala, en las operaciones 
que efectúe con el BANVI, relacionadas con 
sus programas de vivienda de interés social, 
cargará la tasa mínima de interés que apli- 
que en sus operaciones activas, cuando le 
otorgue financiamiento con recursos in- 
ternos ; 


b) De la Superintendencia de Bancos: 


La Superintendencia de Bancos, al aplicar 
su tarifa para el cobro por el servicio de 
inspección, de conformidad con el artículo 
51 de la Ley Orgánica del Banco de Gua- 
temala, debe excluir del total de los activos 
del BANVI, además de los encajes banca- 
rios y demás fondos disponibles, las inver- 
siones en bienes muebles e inmuebles, efec- 
tuadas por el mismo para el desarrollo de 
sus programas de vivienda de interés social. 


Artículo 63.—Excepción para la fijación de 
horario de atención al público: El BANVI queda 
exento del requisito de autorización previa de la 
Junta Monetaria y de la Superintendencia de Ban- 
cos para la fijación de los horarios de atención 
al público de sus sucursales, agencias, ventanillas 
de servicios especiales y unidades móviles. 


Artículo 64.—Excepciones legales: Para sus 
operaciones y funciones, no le son aplicables al 
BANVI: los artículos 38, 89 y los incisos e) y g) 
del artículo 91, todos de la Ley de Bancos. Para 
las operaciones bancarias relacionadas con la in- 
versión de recursos en bienes muebles e inmuebles, 
para la ejecución de sus programas de vivienda 
y desarrollo urbano, le será aplicable al BANVI 
el inciso b) del artículo 20 de la Ley de Bancos. 

Tampoco le es aplicable al BANVI las disposi- 
ciones del Decreto número 1427 del Congreso de 
la República, en lo que contravengan a su objetivo. 


TITULO VIH 
Disposiciones Legales 
CAPITULO UNICO 

Transitorias y Derogatorias 


Artículo 65.—Instituto Nacional de la Vivien- 
da: El BANVI subroga todos los derechos y obli- 
gaciones del Instituto Nacional de la Vivienda, 
asumiendo los activos y pasivos del mismo. Para 
los efectos de este artículo, se debe efectuar la 
valuación de los activos, los cuales, ya depura- 
dos, formarán parte del capital pagado del BAN- 
VI. Los activos de recuperación dudosa deben 
ser administrados por el BANVI hasta su li- 
quidación, y su producto eventual será destinado 
a incrementar el capital pagado del BANVI. 


Artículo 66.—Responsabilidades del Instituto 
Nacional de la Vivienda (INVI): El Instituto 
Nacional de la Vivienda (INVI) de conformidad 
con esta ley, queda encargado a través de su Con- 
sejo directivo de: 


a) La organización y puesta en funcionamien- 
to del BANVI, asumiendo los gastos de tal 
organización, cuyas erogaciones no podrán 
exceder el máximo establecido por el ar- 
tículo 92 de la Ley de Bancos. Para el efecto 
podrá contratar los servicios especializados 
que considere necesarios; y 


b) Depurar los activos a que se refiere el ar- 
tículo 64 de esta ley, mediante valuación que 
haga de los mismos. 


Artículo 67.—Situación jurídica de los trabaja- 
dores: En tanto se emite el reglamento de personal 
del BANVI, las relaciones del mismo, con sus tra- 
bajadores se regirán por la Ley de Servicio Civil. 


El Instituto Nacional de la Vivienda, a través 
de su Consejo directivo, debe hacer los nombra- 
mientos y traslados de personal que sea necesario, 
sin perjuicio de los derechos que correspondan a 
los trabajadores del INVI, de conformidad con la 
ley. 


Artículo 68.—Continuidad de operaciones del 
INVI: El Instituto Nacional de la Vivienda (IN- 
VI), queda autorizado para continuar operando 
normalmente hasta el inicio de operaciones del 
BANVI, con el objeto de no entorpecer el des- 
arrollo de sus programas. 
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Artículo 69.—Traspaso de inmuebles: Los in- 
muebles inscritos en los Registros de la Propie- 
dad, así como los gravámenes hipotecarios, servi- 
dumbres, anotaciones y limitaciones, constituidos 
a favor del Instituto Nacional de la Vivienda, de- 
berán ser inscritos en dichos Registros, a favor 
del Banco Nacional de la Vivienda (BANVI), sin 
más requisito que la solicitud del mismo. Tales 
operaciones causarán sólo el 5% de los honorarios 
que corresponden conforme el arancel respectivo. 


Artículo 70.—Establecimiento: El Banco Na- 
cional de la Vivienda (BANVTI), debe iniciar sus 
Operaciones el 1? de julio de 1973. 


Artículo 71.—Derogación: El Decreto-Ley nú- 
mero 345 del Jefe del Gobierno de la República, 
queda derogado a partir de la fecha en que inicie 
sus labores el BANVI. Asimismo, queda deroga- 
da toda disposición legal en lo que se oponga a 
esta ley. 


Artículo 72.—De conformidad con el artículo 
142 de la Constitución, el presente Decreto fue 
aprobado con el voto favorable de las dos terceras 
partes del número total de Diputados que inte- 
gran el Congreso, y entrará en vigor ocho días des- 
pués de su publicación en el Diario Oficial. 


Pase al Organismo Ejecutivo para su publica- 
ción y cumplimiento. 


Dado en el Palacio del Organismo Legislativo: 
en la ciudad de Guatemala, «u los veinticuatro días 
del mes de enero de mil novecientos setenta y tres. 


MARIO SANDOVAL ALARCON, 
Presidente. 


PUBLIO MUNDUATE GUZMAN, 
4% Secretario. 


CARLOS H. OLIVA ORELLANA, 
2% Secretario. 


Palacio Nacional: Guatemala, veintiuno de fe- 
brero de mil novecientos setenta y tres. 


Publíquese y cúmplase. 


CARLOS ARANA OSORIO. 


El Ministro de Economía, 


CARLOS ROBERTO MOLINA MENCOS. 


El Ministro de Finanzas, 
JORGE LAMPORT RODIL. 


SECCION DE COLABORADORES 


ae da ANO penca ] 
Pa "ig db 


sa. 
| a AQUALOO 
24 


MES 


Nulidad y Anulabilidad de 


INTRODUCCION 


Con frecuencia, el juez y el abogado en ejerci- 
cio, tropiezan con escollos en el proceso de diluci- 
dar el alcance de disposiciones legales que regulan 
los actos y negocios jurídicos para establecer si 
éstos han cobrado o no vida jurídica, y por ende, 
si producen o no efectos y consecuencias de ese 
orden; luego, en el supuesto de que no los produz- 
can, en qué medida pudieron haber existido y son 
susceptibles por ello, de revalidación o confirma- 
ción. 

La inexistencia, la nulidad y la anulación o anu- 
labilidad —impugnación—, han dado lugar en el 
terreno teórico, a un desarrollo bastante paralelo, 
a lo largo del tiempo, llegándose, incluso, a con- 
fundir en algunos textos legales, motivando serias 
dificultades; principalmente, cuando la norma le- 
gal, niega que se reconozcan efectos a un acto o 
negocio jurídico que intrínsecamente es válido, 
pero no reúne los elementos formales o solemnes 
que la propia ley exige para su validez. 


Las modalidades del pensamiento jurídico que 
por épocas prevalecen, dejan huella no sólo en la 
teoría subsiguiente, sino en el texto de las propias 
leyes que se emiten posteriormente. Tal el caso, 
por ejemplo, de Savigny y Windsheid en el campo 
de la nulidad. En igual forma, otro ejemplo, ya 
clásico, se tiene con la regulación de la nulidad al 
distinguir algunos sistemas legales entre la nuli- 
dad absoluta y la relativa, e incluir la inexisten- 
cia del acto o negocio jurídico dentro de la prime- 
ra. La frase “nulo de plena nulidad”, “nulo de to- 
da nulidad”, o “nulo de pleno derecho”, se emplea 
de esta manera en léxico forense para comprender 
tanto la inexistencia como la nulidad de jure, que 
como se sabe, deben distinguirse en el terreno ju- 
rídico, aunque sus efectos sean coincidentes. 


Actos y Negocios Jurídicos 


Dr. Francisco Villagrán Kramer. 


Consideramos, pues, que este tema requiere ma- 
yor clarificación en nuestro medio, en razón de 
que el legislador estableció las modalidades de la 
nulidad absoluta y la relativa (artículos 1301 y 
1304 del Código Civil en vigor), fijando los casos 
de procedencia de la anulabilidad, cuando existe 
incapacidad relativa y por vicios del consenti- 
miento. 


1.—La nulidad y el conflicto de leyes 


La competencia anulatoria de los Tribunales de 
Justicia, corre pareja con aquella otra en que, sin 
llegarse propiamente a la nulidad se le niegan 
efectos jurídicos en determinado ámbito temporal, 
a un acto o negocio jurídico. Tal es el caso de un 
acto enteramente válido al tenor de determinada 
legislación, que, en razón de tiempo, lo rige. El 
concepto de “acto jurídico perfecto” está, pues, en 
relación con la ley bajo la cual se crea, así como el 
de derechos adquiridos. 


Sin embargo, un acto válido (perfecto), puede 
ser desprovisto de eficacia jurídica, y en conse- 
cuencia, no surte efectos legales, obligatorios pa- 
ra la o las partes, sin que el mismo necesariamente 
sea declarado nulo. 


Esta situación bien conocida en el caso de con- 
flicto de leyes en el tiempo, también se presenta 
en el conflicto de leyes en el espacio, toda vez que 
un acto o negocio jurídico sometido al imperio de 
una legislación, puede ser formal y materialmente 
válido a la luz de la lex loci celebrationis, pero 
conforme a la ley de su ejecución lex loci execu- 
tionis, caer tanto dentro de la esfera de la del orden 
público territorial, y en ambos, no producir o sur- 
tir efectos jurídicos. Particularmente esta última 
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situación se presentaría cuando las disposiciones 
aplicables tienen categoría de orden público, es de- 
cir, son de aplicación imperativa, debiendo el Tri- 
bunal, negarle efectos legales a un acto o negocio, 
originado en el extranjero, que nació válidamente 
al imperio de la ley bajo la cual se creó, y que sin 
ser nulo, formal e intrínsecamente, no produce 
efectos, por mandato de ley que aplica el Tribunal. 


Traemos a cuenta las anteriores observaciones 
en razón de que la legislación guatemalteca en vi- 
gor establece las dos variantes, la nulidad “abso- 
luta”, cuando el objeto del negocio jurídico es 
“contrario al orden público”, y por lo que esa nu- 
lidad debe ser declarada de oficio por los Tribuna- 
les, cuando resulte manifiesta. (Artículos 1301 y 
1302 C.C.). En tal caso, el negocio que adolece de 
este tipo de nulidad “no produce efectos ni es re- 
validable por confirmación”. En cambio, las dis- 
posiciones y convenciones entre particulares, cele- 
bradas y originarias en país extranjero no pro- 
ducen efectos en Guatemala, si son “contrarias al 
orden público”, o a lo dispuesto en la Constitución 
Nacional (artículo 23, Decreto 1762 C.N.). 


Un Tribunal de Justicia debe, de consiguiente, 
confrontar con la ley el alcance de la competencia 
que ejerce; es decir, si está o no ante un caso 
de efectiva nulidad o, por el contrario, ante uno 
en que su competencia no es propiamente anula- 
toria de fondo, sino de no reconocer efectos al 
acto o negocio jurídico, y lo que, en el fondo, 
parecería ser equivalente. Sin embargo, una cosa 
es negar a reconocerle efectos jurídicos a un acto 
o negocio jurídico en Guatemala, porque se opo- 
ne al orden público siendo formal y materialmen- 
te válido, y otra, es, imperativamente declarar 
su nulidad. En el primero, es el efecto jurídico 
el que no reconoce el sistema legal guatemalteco; 
en el segundo, el acto no produjo ni produce efec- 
tos jurídicos susceptibles de reconocimiento o no. 
Esta situación la aclara el Código Civil de Bra- 
sil, por ejemplo, el distinguir entre los casos en 
que la ley taxativamente declara nulo un acto o 
le niega efecto, existiendo en dicha legislación 
un precepto de igual contenido al de la Ley del 
Organismo Judicial, que fue precisamente el que 
sirvió de base a la Comisión que propuso, en 
1932, la adopción de los Preceptos Fundamenta- 
les (Arto. 17 del Código Civil de Brasil y Pre- 
cepto Fundamental XXVIII, Dto. Gub. 1862, ac- 
tualmente, del Dto. del Congreso de la República 
1762). 
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2.—Nulidad sustantiva, procesal e instrumental 


Por otra parte, debe distinguirse entre la nu- 
lidad sustantiva y la procesal. La primera cae 
dentro del ámbito del derecho común, mientras 
que la segunda tiene un carácter genérico —pro- 
cesal—, y tiene su base en el Precepto funda- 
mental N* III del Decreto 1762 del Congreso, 
Ley del Organismo Judicial, al estatuir: “Son nu- 
los los actos ejecutados contra el tenor de la ley, 
salvo que ella misma acuerde su validez”. Lo in- 
teresante es que ambos tipos de nulidad pueden 
discutirse dentro del proceso. 


En adición a ello, también se está ante lo que 
se conoce como “nulidad instrumental”, es decir, 
la potestad de un Tribunal de declarar la nuli- 
dad del instrumento público, que constituye tes- 
timonio escrito de un acto o negocio jurídico, y 
que puede o no acarrear la nulidad o ineficacia 
del acto o negocio que contiene. De esta mane- 
ra, debe distinguirse entre la nulidad instrumen- 
tal de la que corresponde al negocio jurídico pro- 
piamente, por cuanto la primera no necesaria- 
mente apareja la segunda, como lo aclara, por 
ejemplo, el Código Civil de Brasil, al decir: “La 
nulidad del instrumento no induce la del acto, 
siempre que éste pudiere probarse por otro me- 
dio”. El Código Civil Alemán de 1900, por el con- 
trario, estableció que “la falta de forma prescri- 
ta para un acto jurídico entrañará también su 
nulidad”. 


El alcance de la nulidad instrumental, sin 
embargo, no necesariamente implica nulidad de 
fondo —sustantiva—, ya que debe operarse una 
distinción entre los requisitos meramente forma- 
les del instrumento, de aquellos otros que tienen 
carácter esencial para la existencia y eficacia le- 
gal del acto y del instrumento. Ya en este terre- 
no, es la propia ley la que establece cuáles tienen 
una categoría o cuáles otras, y tratándose de re- 
querimientos esenciales, como en el caso del tes- 
tamento, por ejemplo, la nulidad del instrumento 
conlleva la del acto jurídico mismo. El Código 
de Notariado proporciona a este respecto pará- 
metros precisos (Arto. 31) y el Código Civil en 
vigor, por su parte (Arto. 1301), establece la nu- 
lidad absoluta al no concurrir los requisitos esen- 
ciales para la existencia del negocio jurídico. 


Esto implica, para los alcances jurídicos de la 
nulidad, que deben distinguirse los requisitos 
“esenciales” del instrumento, para que produz- 
can efectos formal y materialmente válidos, y 


los “requisitos esenciales del acto o negocio jurí- 
dico”. Estos últimos los precisa el Arto. 1251 del 
Código Civil. 

La competencia de los Tribunales de Justicia 
está, pues, en relación directa con la naturaleza 
o carácter de la nulidad; actúa de oficio y aplica 
imperativamente la ley, sin poder dar lugar a 
confirmación o convalidación cuando está a pre- 
sencia de actos y negocios jurídicos afectados de 
nulidad de jure, ya que éstos no producen efecto 
alguno. Ante ese tipo de nulidad, ejerce la fun- 
ción de controlar de legalidad, mientras que, si 
el acto y el negocio jurídico fueron susceptibles 
de confirmación o revalidación, sólo puede ejer- 
cer una competencia anulatoria a petición de par- 
te, y aun así, limitada esa competencia por cir- 
cunstancias fijadas por la ley. De ahí la diferencia 
entre nulidad y anulabilidad. 


3.—Actos y negocios jurídicos 


La distinción termológica entre actos y nego- 
cios jurídicos propiamente se opera a raíz de la 
adopción del nuevo Código Civil. En la versión 
original del proyecto de obligaciones y contratos 
del licenciado Ojeda Salazar, se empleaba la ex- 
presión “actos jurídicos”; sin embargo, en la 
versión final de la Exposición de Motivos, el autor 
del proyecto se inclina por utilizar “negocios ju- 
rídicos”, por cuanto ésta “ha ganado el favor de 
la doctrina e incluso de las legislaciones”. Ci- 
tando la página 131 de la edición oficial : 


“En Francia tardaron mucho en adoptar el tér- 
mino “negocio jurídico”, y todavía muchos tra- 
tadistas emplean la frase, ya en ellos tradicional 
de “acto jurídico”. En Italia, hubo también du- 
das al principio, pero ya es general la expresión 
negocio jurídico, cosa que también sucede en 
nuestra patria”. (Puig Peña, Derecho Civil Es- 
pañol, tomo I, volumen IT, ed. 1958, p. 457). 


De suerte que, dentro del campo de la legis- 
lación civil, la nulidad se relaciona a los nego- 
cios jurídicos; mientras que, en jla legislación 
procesal, se conserva la expresión actos, y en am- 
bos casos, referida a lo que la ley respectiva dis- 
pone. 


4.—Codificación 
La teoría de la nulidad se ha venido desarro- 
llando sobre la base original del derecho roma- 


no. En cierta medida, los excelentes romanistas 
del siglo pasado influyeron en distintas legisla- 


ciones, tanto de Europa como de América Latina. 
Sin embargo, es el Código de Napoleón el que 
abre nueva brecha en este y otros campos, segui- 
do por el de Chile, y nada extraño es que el Có- 
digo Civil de Guatemala de 1877 ensayara ampliar 
las regulaciones establecidas por el Código Napo- 
leónico. 

El Código Civil del Imperio alemán de 1900, 
por su parte, se orienta hacia otros rumbos, 
abriendo así un nuevo capítulo, que, a su vez, por 
los problemas que deja subsistir, trató de supe- 
rar el Código Federal suizo de obligaciones d= 
1911. Ambos cuerpos legales influenciaron el 
curso de la codificación de América Latina, de- 
tectándose ésta en los Códigos Civiles de Brasil 
en 1916, México de 1928, Perú y otros. 

Estos antecedentes legislativos resultan de uti- 
lidad, mayormente cuando es el legislador quien 
indica las fuentes de procedencia o las corres- 
pondencias con otros cuerpos legales extranje- 
ros. En el plan general del proyecto de códigos 
de obligaciones y contratos, preparado por el li- 
cenciado Federico Ojeda Salazar, y publicado en 
la revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Sociales en marzo de 1956, que luego se incor- 
poró a la exposición de Motivos del correspon- 
diente proyecto entregado al Presidente de la 
República en 1962, no se hacen correlaciones, sino 
se consigna: 


“El Código Alemán que comenzó a regir el 1? 
de enero de 1960, cambió el sistema del Código 
Francés y legisló sobre actos jurídicos generali- 
zando sus disposiciones para obligaciones de 
toda clase, pues las relaciones de derecho reco- 
nocen multitud de fuentes que preceden y las 
obligaciones resultantes se rigen por principios 
comunes a todas ellas. Ese mismo sistema han 
seguido los códigos modernos de Argentina, 
Brasil y Perú, y son estos códigos los textos que 
nos sirven de guía para el desarrollo del articu- 
lado de nuestro proyecto”. 


La versión oficial de la exposición de Motivos 
publicada con posterioridad a la vigencia del Có- 
digo Civil, el licenciado Ojeda Salazar menciona 
igualmente el Código Civil mexicano (pág. 255), 
a la par de los que anteriormente identificó como 
fuentes de correlación que “sirvieron de mode- 
lo”. De esta suerte, esos cuerpos legales pue- 
den reputarse como las fuentes de procedencia 
a consultarse para ilustrar sobre los anteceden- 
tes que interesan. 
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La técnica moderna de fijación de alcances ju- 
rídicos e interpretación de los textos legales, tien- 
de cada vez más al uso de materiales estrecha- 
mente relacionados con determinado cuerpo legal, 
y no sólo de los trabajos preparatorios (exposi- 
ción de motivos y debates o discusiones) y las con- 
cordancias o correspondencias con otras leyes. 
De ahí que escogiéramos, no el sistema de estu- 
dio o análisis documental con citas de párrafos 
pertinentes de autores o artículos específicos de 
leyes con conclusiones del autor, sino el de diges- 
to, a fin de que nuestros colegas dispongan, no 
de una opinión legal sobre un tema tan amplio, 
sino de elementos a cuales más importantes que 
usó el propio legislador, a fin de que cada aboga- 
do o juez, pueda formarge su propia opinión, 
a luz de sus conclusiones, sobre el punto que le 
toca pronunciarse. 


Hacemos, pues, un aporte de lo que conserva 
actualidad teórica, y utilidad para consulta, para 
fines de interpretación e integración del derecho. 


ANTECEDENTES DOCTRINARIOS Y 
LEGISLATIVOS 


No es que un cuerpo legal clásico se pierda en 
el olvido, sino que el estudio del derecho tiende 
a concentrarse modernamente en la norma escri- 
ta vigente, con lo que antecedentes a cuales más 
importantes quedan relegados. La propia ley pro- 
cesal parecería cerrarle la puerta al juez cuando 
señala que, siendo claro el sentido de la ley, no 
desatenderá su tenor literal so pretexto de consul- 
tar su espíritu, y sólo podrá aclarar los pasajes 
oscuros atendiendo, primero, al espíritu de la mis- 
ma, luego, a la analogía, y de ahí a la historia 
“fidedigna de su institución”, prelación de fac- 
tores legales que también le sirven para colmar 
en las llamadas “lagunas” en la ley. 


El olvido a que nos referimos parece aconte- 
cer en el medio jurídico guatemalteco, con mayor 
frecuencia. El Código Civil Napoleónico, el Có- 
digo Civil de Guatemala de 1877, el Código Civil 
Alemán de 1900, el Código Federal suizo de obli- 
gaciones de marzo de 1911, que ejercieron in- 
fluencia sobre otros códigos, que a su vez sirvie- 
ron de referencia, o de inspiración al actual 
Código Civil, lentamente se diluyen. La influen- 
cia doctrinaria que por largos años ejerció el 
derecho civil chileno, principalmente la de los 
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profesores Somavriva y Alessandri, va incluso 
desapareciendo, y con ello se pierde de vista que 
los textos y la doctrina que el propio legislador 
utilizó, incidieron en su criterio y en la redacción 
de determinados preceptos legales. 


1.—El Código de Napoleón 


La grandeza del Código de Napoleón no es tan- 
to la forma de regular determinadas institucio- 
nes, sino la claridad, brevedad y amplitud de al- 
cances de sus disposiciones, lo que ha permitido 
que sea la jurisprudencia francesa la que actua- 
lice y ajuste en la mayoría de casos a las exigen- 
cias del mundo cambiante. La teoría básica de 
la nulidad se desprende, según los mejores ana- 
listas, del artículo 1117, al estatuir: “La conven- 
ción contraída por error, violencia o dolo, no es 
nula de pleno derecho, da lugar solamente a una 
acción de nulidad o de rescisión”; y con lo que 
dicho código abrió el capítulo de la nulidad de 
jure (nulidad de pleno derecho) y la anulabilidad 
de actos o negocios jurídicos, completando así el 
círculo que se forma entre el nulo y lo rescindi- 
ble al tenor de los artículos 1304 al 1313 de dicho 
código. Tal fue, pues, el origen del artículo 1414 
del Código de Guatemala de 1877, que estipulaba: 
“El contrato hecho por error, violencia o dolo 
no es nulo ¿pso jure, y sólo da lugar a la acción 
de nulidad”. 


Ningún otro código puede decirse llegó a in- 
fluir tanto en el curso del siglo XIX como el de 
Napoleón; ciertamente el de Chile, en el que in- 
tervino no un emperador sino un hombre de cien- 
cias y letras, don Andrés Bello, influenció el de 
Salvador de 1858 (que a la fecha se encuentra en 
vigor con algunas modificaciones); de Argenti- 
na (1866), Venezuela, Ecuador y Perú en el siglo 
pasado y en alguna medida en la decisión de co- 
dificar en 1877 la legislación civil de Guatemala; 
pero, a su vez, el código chileno no pudo escapar 
a la influencia del Código Civil de los franceses. 


De ahí que escogiéramos como una de las más 
destacadas opiniones jurídicas sobre el tema de 
la nulidad, la del ilustre autor de los veintiocho 
tomos del Tratado Teórico y Práctico del Dere- 
cho Civil Francés, Baudry-Lacantinierie, según la 
expuso en su Précis du Droit Civil, y que sirvió 
a Julien Bonnecase en su estudio de actualización 
del Derecho Civil Francés, editado como suple- 
mento al Tratado Teórico y Práctico de Baudry- 
Lacantinierie, a partir de 1924 hasta 1930. 


Haciendo uso de la Lógica cartesiana y de un 
lenguaje categórico, el jurista francés sostuvo lo 
siguiente: 


INEXISTENCIA Y NULIDAD 


Los actos jurídicos válidos tienen una efica- 
cia plena y entera. Producen todos los efectos 
de los cuales son susceptibles. No ocurre lo mis- 
mo con los actos jurídicos afectados de invalidez. 
Por otra parte, hay grados dentro de la invali- 
dez: los actos jurídicos pueden ser inexistentes o 
nulos. 


EL ACTO INEXISTENTE: DEFINICION 


Esta palabra, que no figura en el diccionario 
de la Academia, parece haber sido introducida 
a la ciencia jurídica por Zacharie, por medio de 
la idea que éste expresa. El acto inexistente, o 
como afirman ciertos autores, nulo de nulidad 
radical, es que no se ha podido formar, debido a 
la ausencia de un elemento esencial para su exis- 
tencia. Falta en el acto algo fundamental, algo 
que es, por así decirlo, de definición. Un acto 
así no tiene existencia ante la ley, es una aparien- 
cia sin realidad. La ley no se ocupa de eso, pues 
ella no está para organizar la teoría de la nada. 
Un buen sentido es suficiente para indicar que 
semejante acto no podrá producir ningún efecto. 


Existe un elemento que es esencial en todo acto 
jurídico, cualquiera que sea, es la voluntad del o 
de los autores del acto, debido a que por defini- 
ción, los actos jurídicos son emanaciones de nues- 
tra voluntad. La ausencia de voluntad en el autor 
o en uno de los autores del acto, volverá el acto 
inexistente. Así, por ejemplo, el acto jurídico 
llevado a cabo por un loco. 


Los otros elementos esenciales varían según 
los diversos actos jurídicos. Así, en un matrimo- 
nio, la diferencia de sexo es un elemento esencial. 
Un matrimonio celebrado entre dos personas del 
mismo sexo sería inexistente. En la compraven- 
ta, el precio es un elemento esencial. Una compra- 
venta hecha sin precio sería inexistente. 


Se considera también generalmente como una 
causa de inexistencia, la ausencia de la forma so- 
lemne prescrita para ciertos actos jurídicos. Aquí 
la forma es esencial “forma Dat esse rei supra”. 


CARACTERISTICAS DEL ACTO 
INEXISTENTE 


1) No hay modo de hacer intervenir la justi- 
cia para invalidar un acto inexistente. La anu- 
lación de un acto supone necesariamente un acto 
existente; no se anula “la nada”, del mismo modo 
no se puede matar a un muerto. Sin duda, si hay 
discusión entre dos particulares sobre el hecho 
de saber si un acto jurídico existe o no, la justi- 
cia intervendrá para zanjar la diferencia, pero 
ella se limitará a reconocer, a constatar la inexis- 
tencia del acto, no se concebiría que ella lo anu- 
lara. 


2) El acto inexistente no puede producir nin- 
gún efecto; ¿cómo surtiría alguna cosa algo de 
la nada? Lo mismo sucede antes de cualquier 
intervención de la justicia para constatar la 
inexistencia del acto. 


3) En vista de que nadie está obligado a tomar 
en cuenta la nada, cualquier persona tiene dere- 
cho a anticiparse a la necesidad de la inexisten- 
cia de un acto jurídico que se le opone. 


4) Finalmente, los actos inexistentes, no pueden 
ser convalidados por una confirmación, ya sea 
expresa o tácita; no se confirma lo que no existe. 


EL ACTO NULO: DEFINICION 


A diferencia del acto inexistente, el acto nulo 
reúne todas las condiciones esenciales para la 
existencia de todo acto jurídico, pero está afec- 
tado de un vicio que le impide, si no de formarse, 
por lo menos, de ser válido. 


Los actos nulos se subdividen en dos catego- 
rías: 


1. Actos nulos de pleno derecho. 
2. Actos anulables. 


Esta distinción parece resultar con certitud del 
artículo 1117: el convenio contraído por error, 
violencia o dolo no es nulo de pleno derecho, da 
lugar únicamente a una acción en nulidad o en 
rescisión. “La ley admite, entonces, los actos nu- 
los de pleno derecho. En cuanto a los actos que 
dan lugar a una acción en nulidad o en rescisión 
son los actos que llamamos anulables. 
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ACTOS NULOS DE PLENO DERECHO 


La nulidad de la cual estos actos son afecta- 
dos presenta las características siguientes: 


1) Puede ser invocada por cualquier interesa- 
do. Se expresa esta idea diciendo que es absoluta 
y se le designa a menudo bajo este nombre. 


2) No se puede cubrir, o sea, no puede ser bo- 
rrado por una confirmación expresa, sea tácita, 
emanada por los interesados. Ante estos dos pun- 
tos de vista, los actos nulos de pleno derecho se 
confunden con los inexistentes. 


¿Acaso la nulidad de pleno derecho existe in- 
dependientemente de toda decisión judicial? So- 
bre este punto no se está de acuerdo. Los parti- 
darios de lo afirmativo invocan el artículo 1117. 
La oposición que este texto establece entre los 
actos jurídicos que pueden solamente ser ataca- 
dos por la acción en nulidad o en rescisión entre 
éstos que son nulos de pleno derecho, parece signi- 
ficar que la nulidad de estos últimos existe inde- 
pendientemente de toda sentencia judicial. 


Tal es el sentido ordinario de las palabras “de 
pleno derecho”, que significan: sin la interven- 
ción de la justicia. El papel de éste consistirá 
aquí solamente, en caso de controversia, en cons- 
tatar que la nulidad existe y en deducir de esta 
constatación las consecuencias legales. Sobre este 
punto, como sobre los dos primeros, el papel del 
acto jurídico nulo de pleno derecho se confundi- 
ría con el acto inexistente. No habría entonces, 
entre los actos inexistentes y los nulos de pleno 
derecho, más de una diferencia teórica, consisten- 
te en la causa que vuelve el acto jurídico ineficaz: 
por el acto inexistente, sería la ausencia de un 
elemento esencial a su formación; para el acto 
nulo de pleno derecho, sería solamente un vicio 
grave en su constitución. 


Según otra opinión, se admite que una nulidad 
no puede tener jamás bastante poder para existir 
independientemente de una sentencia judicial. 


Toda nulidad, incluso de pleno derecho, debe 
ser pronunciada por la justicia. Hasta ahí, el 
acto produce sus efectos, tiene existencia legal y 
eso basta; por otra parte, la sentencia judicial 
de nulidad retroactiva, de modo que los efectos que 
habían sido producidos por el acto son anulados 
en el pasado. El acto jurídico, una vez anulado, 
está supuesto a no haber existido nunca. 
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Se ve que habría, después de esta última teoría 
entre los actos inexistentes y los actos nulos de 
nulidad absoluta la diferencia siguiente: un acto 
inexistente no produce ningún efecto, y eso inde- 
pendientemente de toda anulación pronunciada 
por la justicia, que no podrá haber intervenido en 
caso de controversia, más que para constatar la 
inexistencia supuesta. Al contrario, el acto jurí- 
dico nulo de pleno derecho, existe y produce sus 
efectos, hasta que una sentencia judicial haya pro- 
nunciado la nulidad, salvo efecto retroactivo de 
la nulidad pronunciada. 


Hay que reconocer que la diferencia que acaba 
de ser señalada, es de superficie, más bien que de 
fondo. En efecto, desde el momento que la justicia 
deba intervenir en caso de controversia sobre la 
eficacia de un acto, ya sea que el que la ataca la 
pretende inexistente, ya sea que la pretende nula, 
importa bastante poco que el oficio del juez debe 
consistir en un caso a declarar el acto inexistente, 
y en otro a anularlo, en vista que la consecuen- 
cia final de una como de otra decisión será la mis- 
ma al punto de vista de la eficacia del acto, que 
en un caso será considerada como no haber pro- 
ducido jamás efectos, y en el otro como haber 
producido efectos que son retroactivamente anu- 
lados. 


ACTOS ANULABLES 


Los actos simplemente anulables, son los que 
provisoriamente son válidos, pero que pueden dar 
lugar a una acción en nulidad o en rescisión ten- 
diendo a retirarle su validez. 


Aquí, a diferencia de lo que tiene lugar por el 
acto inexistente, y también, según cierta opinión, 
para el acto nulo de pleno derecho la justicia debe 
necesariamente intervenir para pronunciar la nu- 
lidad del acto. 


La anulación es una medida de protección que 
la ley establece en el interés de ciertas personas, 
permitiéndoles dejar de lado el acto por medio 
de las cuales están imprudentemente comprometi- 
das. Estas personas son: 1. La mayoría incapa- 
ces: la acción en nulidad les está acordada sobre 
la base de su incapacidad. Así, el menor puede 
atacar por causa de lesión los actos que él ha eje- 
cutado sin la intervención de su tutor (arto. 
1395). La mujer casada puede hacer pronunciar 
la nulidad de los actos que ella ha efectuado sin la 
autorización requerida por la ley (arto. 225). El 
interdicto puede hacer anular casi todos los ac- 


tos jurídicos que él ha hecho personalmente (arto. 
502), en el cual las palabras “nulo de derecho” 
tienen sentido especial. 2. Las personas cuyo con- 
sentimiento ha sido viciado en un acto jurídico, 
es decir, afectado de dolo, violencia, error en cier- 
tos casos de lesión. 3. Unas personas en favor de 
las cuales la necesidad de una protección par- 
ticular se haga accidentalmente sentir, ver espe- 
cialmente los casos previstos por los artículos 1596 
y 1597. 


CARACTERISTICAS DISTINTIVAS 


De ello resultan las características distintivas 
del acto anulable, que constituyen las mismas di- 
ferencias con los actos jurídicos nulos de pleno 
derecho o inexistentes. 


1.—El acto jurídico simplemente anulable exis- 
te en tanto no haya sido casado por la justicia: 
produce entonces sus efectos. Sin embargo, esos 
efectos no se producen más que provisionalmente 
ya que la sentencia judicial que pronunciará la 
nulidad retroactiva hasta el día del acto y, por 
consiguiente, todos los efectos productivos hasta 
la sentencia serán considerados como no ocu- 
rridos. 


2.—La acción en nulidad o en rescisión, es decir, 
el derecho de obrar en justicia para hacer anu- 
lar el acto, no pertenece indiferentemente a toda 
persona interesada, sino solamente a personas de- 
terminadas por la ley. Instituida como medida 
de protección para ciertas personas, la acción en 
nulidad habría perdido su finalidad si ella hubie- 
ra sido acordada a todo el mundo. Las nulidades 
que nos ocupan son entonces relativas, es decir, 
no existen sino en relación a las personas que 
pueden ellas solas intentar la acción de nulidad. 


3.—La nulidad puede cubrirse, es decir, bo- 
rrarse retroactivamente por confirmación del 
acto emanado de el o de aquellos a quienes per- 
tenecen la acción en nulidad. La confirmación, 
resulta de su renunciación a esa acción. Tiene por 
efecto convalidar definitivamente el acto, ya que 
las únicas personas que podían pedir su anula- 
ción han renunciado a hacerlo. La confirmación 
puede ser expresa o tácita. Es expresa cuando 
la renunciación de donde proviene está hecha en 
términos formales. El artículo 1338 indica sus 
formas. La confirmación es tácita cuando la vo- 
luntad de renunciar a la acción prolongada de él 
o de a quienes pertenece la acción en nulidad. Es 


necesario que esa acción se haya prolongado du- 
rante un determinado tiempo fijado por la ley y 
que ordinariamente es de diez años (arto. 1304). 
Cuando el o aquellos en que la acción en nulidad 
ha sido acordada dejaron pasar ese tiempo sin ac- 
tuar están supuestos a haber renunciado a su ac- 
ción y confirmado tácitamente el acto anulable. 
La acción en nulidad se encuentra entonces ce- 
rrada por prescripción y el acto definitivamente 
convalidado en vista de que nadie puede atacarlo. 


2.—El Código Civil de Guatemala de 1877 


El autorizado análisis del autor de las institu- 
ciones de Derecho Civil Patrio, don Fernando 
Cruz, sobre el Código del 77, no es menos valioso 
que la Exposición de Motivos hecha por los ilus- 
tres abogados don Lorenzo Montúfar, José Sala- 
zar, Valero Pujo y Carlos F. Murga. Sin embargo, 
consideramos conveniente, dada la naturaleza de 
este digesto, utilizar esta última, por cuanto con- 
servó su autoridad hasta el 30 de junio de 1964, en 
virtud de que el proyecto del Código Civil de 1932, 
no materializó en ley de la República, más que en 
lo referente a personas, familias, bienes y suce- 
siones, así como registro civil y de la propiedad 
inmueble, conservándose en vigor hasta ese año 
las secciones o libros consagrados a las obligacio- 
nes y contratos. 


Sobre el tema nos interesa, expuso la Honora- 
ble Comisión. 


XV 
Rescisión y Nulidad de los Contratos 


Hay diferencia notable entre lo nulo y lo res- 
cindible. El Código Francés habla de uno y otro 
desde el artículo 1304 hasta el 13514; pero no mar- 
ca la diferencia con la exactitud debida. 

El artículo 2364 del Código que esta Comisión 
presenta dice que es obligación nula la que no pro- 
duce efecto alguno. 


LXXII. 


El artículo siguiente señala siete casos de nu- 
lidad. 

El primero es cuando recae sobre un hecho ilí- 
cito o imposible, o se hace depender de una condi- 
ción ilícita o imposible. 
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De manera que si una persona se compromete a 
asesinar, a robar, o a cometer cualquiera otro 
delito, la obligación es nula porque recae sobre un 
hecho ilícito. 

Si alguno se obliga a subir a la luna, a secar el 
mar, la obligación es nula porque versa sobre un 
hecho imposible. 

Lo mismo sucedería cuando no recayendo sobre 
hechos ilícitos o imposibles se hiciera depender 
de condiciones que envolvieran ilicitud o imposibi- 
lidad v.g.: te daré mil pesos si Pedro asesina a 
Juan o sube a la luna. 

El segundo inciso del artículo citado dice que 
hay nulidad en la obligación cuando ésta se refie- 
re a un objeto que no está en el comercio de los 
hombres. 

El título 1% del libro 2% dice: que pueden ser 
objeto de apropiación todas las cosas que no están 
excluidas del comercio; que pueden estar fuera del 
comercio, por su naturaleza o por disposición de 
la ley; que están fuera del comercio por su natu- 
raleza las que no pueden ser poseídas exclusiva- 
mente, y por disposición de la ley las que ella de- 
clara, irreducibles a propiedad particular. 

Según lo expuesto sería nula la obligación si 
una persona, corporación o Estado se comprome- 
tiera a dar el Océano Pacífico. 

Sería nula la obligación que contrajera un par- 
ticular de dar las riberas del mar o cualquiera 
otra de las cosas que según la ley no se reducen a 
propiedad particular. 

La tercera causa de nulidad se verifica cuando 
contratan menores o incapaces, sin las solemnida- 
des que la ley exige para la validez de sus actos. 

Los menores están sujetos a la autoridad de sus 
tutores. 

Los incapacitados se hallan bajo la autoridad 
de sus guardadores. 

Los bienes raíces y otros pertenecientes a me- 
nores o incapacitados no pueden enajenarse sin 
que al acto concurra el consentimiento del tutor o 
guardador, la autoridad del Juez, el valúo y la 
subasta. 

Si no obstante estas disposiciones, aparece una 
escritura en que un loco declarado o cualquiera 
otro inhábil vende una finca raíz sin que interven- 
ga el guardador ni el Juez, y sin que haya valúos y 
subastas, el contrato será nulo indudablemente. 

Lo mismo sucede, según el inciso cuarto, cuando 
el que se obliga aun siendo hábil para contratar, 
no observa las formalidades que este Código exige 
para la validez de las obligaciones. 
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La ley exige escritura para la enajenación de 
bienes raíces. Se vendió una casa y no se hizo es- 
critura. El comprador pide posiciones al vende- 
dor y éste niega la venta. 


En tal caso no hay contrato. 


La ley exige instrumento público o privado en 
todo contrato cuyo valor exceda de quinientos 
pesos. 

Un individuo se ha comprometido a dar mil pe- 
sos y no se hizo escritura de ninguna clase. El 
acreedor pide posiciones al deudor y éste niega. 

En tal caso y otros que pueden presentarse, el 
que se obliga aun siendo hábil para contratar, no 
observa las formalidades que la ley exige para la 
subsistencia de la obligación. Por tanto, ésta no 
es válida. 

El inciso 5% expresa que es también nula la obli- 
gación cuando fue contraída, por error sustancial. 

El artículo 1408 dice que el error causa la nu- 
lidad del contrato, cuando recae sobre la sustancia 
de la cosa que le sirve de objeto, o sobre cualquie- 
ra circunstancia que fuere la causa principal de 
su celebración. 


Se dice que es error la discordancia de nuestras 
ideas con la naturaleza de las cosas. 


El error puede ser de hecho o de derecho. 


A nadie aprovecha el error de derecho según lo 
que se ha dicho en el párrafo 2% de este informe. 


El error de hecho puede ser sustancial o acci- 
dental. 


El primero es causa de nulidad y el segundo no 
lo es. 

La nulidad proveniente del error sustancial la 
fundan muchas legislaciones en la regla consig- 
nada en las Pandectas que dice: “Non videntur 
consentire qui errant”. 


Sin embargo no todo error produce nulidad, se- 
gún las leyes romanas y de Partida. 


La ley 20 tít. 9. Part. 6%, hablando de las 
mandas dice: “Falsa o mintrosa razón diciendo 
el testador quando fisiere la manda, non le em- 
pesce nin se embarga por ella, et esto seria como 
si dixese: mando a fulano home que me fizo tal 
honra o tal servicio tantos maravides o tal cosa; 
ca maguer non fuese verdat que le hobiese fecho 
aquella honra nin quel servicio, non se embarga- 
ria la manda por esta razón, ante es tenudo el he- 
redero de la complir”. 


La ley 20 tít. 5% Part. 5% dice: “Acordarse 
deben en el precio el comprador e el vendedor: ca 
si desacordasen, diciendo el vendedor quel prescio 
fue mayor de lo que otorgase el comprador, non 
valdire la vendida”. 

He aquí dos casos de error resueltos de diferen- 
te manera en el Código Alfonsino. 

Si el testador yerra hablando de la causa del le- 
gado, éste vale. 

Si el comprador y el vendedor yerran, diciendo 
éste que el precio fue mayor, no vale la venta. 

La ley 21 del mismo tít. y Part. dice: “La- 
ton vendiendo un home a otro por oro, o estaño 
por plata o otro metal qualquier uno por otro, non 
valdria tal véndida”. 


Este ejemplo pone de relieve un error sustancial 
que invalida el contrato. 

No es menos notable el que presenta la ley 10 
tít. 22 Part. 4?. 

Si una mujer creyendo casarse con un individuo 
a quien conoce, se casa con otro, el matrimonio no 
vale. 

La ley 13 tít. 32 Part. 6% considera como ac- 
cidental el error en el nombre y dice: que si el 
testador yerra en el nombre o en el sobrenombre 
del heredero vale la institución. 

Los errores que presentan las leyes 63, 64, 65 y 
66 tít. 5% Part. 5% no se consideran en el Código 
Alfonsino como causas de nulidad sino de resci- 
sión y de la misma manera los considera el párra- 
fo 79 tít. 22 libro TIT. 

De lo expuesto se deduce que el error de hecho 
cuando es sustancial como en el caso de venderse 
latón por oro, produce nulidad y que a esta clase 
de errores se refiere el artículo 2365 ya citado. 

El inciso 6% del mismo artículo, dice: que hay 
nulidad cuando interviene dolo, miedo o fuerza 
grave sin los cuales el contrato no hubiera veri- 
ficado. 

Según los jurisconsultos es dolo toda especie de 
astucia, trampa, maquinación o artificio que se 
emplea para engañar a otro. 

La ley 57 tít. 5% Part. 5*%, nos presenta un 
ejemplo. Dice así: “Heredar o casa, o viña o otra 
cosa cualquier habiendo algunt home en algunt 
logar do non estobiese nin sopiese cuanto valia, 
nin la hobiese nunca vista, et non habiendo volun- 
tat de la vender, si otro alguno moviese razones 
engañosamente, de manera que gela hobiese a ven- 
der, decimos que tal véndida como esta se puede 
desfacer et non vale”. 


El miedo grave es causa de nulidad como tam- 
bién lo es la fuerza grave cuando sin ellos el con- 
trato no se hubiera verificado. 

La diferencia entre el miedo y la fuerza con- 
siste en que el miedo recae sólo sobre la creencia 
aunque no se operen actos opresivos. 

Los jurisconsultos presentan algunas veces 
como ejemplo el terror que sexto Tarquino inspiró 
a Lucrecia. > 

La esposa de Colatino no cedía ante la fuerza. 
La perspectiva de la muerte era insignificante 
para ella. 

Pero una idea espantosa se apoderó de su áni- 
mo, y ante esa idea sucumbió. 

Tarquino para quien todos los medios eran po- 
sibles, en el silencio de la noche y en la soledad 
de una habitación privada a la cual por abuso de 
confianza había podido penetrar, viendo que toda 
fuerza material era inútil dijo a su víctima: “Te 
mataré aquí, mataré también a un esclavo, coloca- 
ré en tu lecho los dos cadáveres y diré al pueblo 
romano que sorprendí en adulterio a la esposa de 
Colatino, y que he castigado el crimen con la 
muerte”. 

Atendidas las costumbres de Roma, las leyes de 
aquella época, la condición miserable de los escla- 
vos y el carácter del agresor, que tantas pruebas 
había dado de cumplir promesas semejantes, pro- 
dujo el espanto que se deseaba y el resultado que 
se apetecía. 

Este ejemplo histórico puede servir a los abo- 
gados y a los jueces para calcular según las cir- 
cunstancias ese miedo irresistible que es causa de 
nulidad en los contratos. 

La fuerza se opera con violencia material sobre 
la persona. 

La ley 1? tít. 10, Part. 7% dice: “que fuerza 
es cosa fecha a otri tortíceramente de que non 
puede amparar el que las recibe”. 

La ley 15 tít. 22 Part. 4? dice que es nulo el 
matrimonio que se celebra por fuerza. 

La misma ley explicando lo que es fuerza, con- 
tiene esta cláusula: “la fuerza se debe entender 
desta manera, quando a alguno aducen contra su 
voluntad, ol prenden, ol ligan, ol facen otorgar el 
casamiento”. 

En el caso de la fuerza falta la voluntad. Por 
tanto el contrato es nulo. 

El inciso 7? del artículo 2365 dice que también 
lo es cuando no existe causa para obligarse. 
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El artículo 1406 dice: “que para la validez de 
los contratos se requiere el consentimiento de las 
partes, su capacidad para contratar, cosa cierta 
que sea materia del contrato y causa justa para 
obligarse”. 

La causa es lo que motiva la obligación, no hay 
obligación sin causa, por la misma razón que no 
hay efecto sin ella. 

Si se asegura que un individuo está obligado, es 
preciso que lo esté por algún motivo, por alguna 
razón, o lo que es lo mismo por alguna causa. 

Esta puede ser lucrativa como la donación, u 
onerosa como la venta. 

Sin embargo no es preciso que se exprese en los 
documentos. 

El artículo 2368 dice: “no es necesario para la 
validez de la obligación expresar la causa”. 

De aquí se deduce que ésta se presume. 

Esa presunción admite prueba en contrario. 

El que dice que no hubo causa debe justificar 
su aserto, y comprobado éste, la obligación es nula 
(artos. 1422 y 1423). 

La acción de nulidad dura cuatro años. 

En los casos de los incisos primero y segundo, 
artículo 2365, la nulidad está a la vista y no re- 
quiere prueba. 

Lo mismo puede decirse respecto de los casos 
del inciso 42, 

Tratándose del 3%, es preciso comprobar la me- 
nor edad o incapacidad del que se obliga. 

Preciso es probar también el error y que éste 
contiene las circunstancias del artículo 1408. 

El dolo no se presume: necesita probarse (arto. 
1410). 

Preciso es también comprobar la fuerza o la 


violencia con las circunstancias que expresa el ar- 
tículo 1413. 


El contrato hecho por error, violencia o dolo 
no es nulo 2%pso jure, y sólo da lugar a la acción 
de nulidad (1414). 


Las obligaciones que en sí mismas son válidas 
pueden rescindirse en algunos casos. 

Se rescinden cuando se ha cometido fraude en 
perjuicio de los acreedores al enajenar los bienes 
del deudor. 

Las enajenaciones a título gratuito hechas por 
el deudor en estado de insolvencia, pueden ser 
rescindidas como fraudulentas a instancia de los 
acreedores (arto. 2361). 
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Queda también sujeto a rescisión y puede revo- 
carse el pago hecho en estado de insolvencia por 
obligaciones a cuyo cumplimiento no podía ser 
compelido el deudor al tiempo de la solución (ar- 
to. 2362). 

La acción para pedir la rescisión dura dos años 
(3363). 


Lo expuesto basta para dar una idea general de 
las obligaciones que son nulas y rescindibles por 
este Código, de la diferencia que hay entre unas y 
otras y de lo que es indispensable justificar para 
que la nulidad o la rescisión proceda. 
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LA NULIDAD EN LOS CODIGOS ALEMAN, 
SUIZO Y BRASILEÑO 


De particular interés resultan los Códigos Ale- 
mán de 1900 y el Federal Suizo de Obligaciones 
de 1911, por cuanto ambos cuerpos legales consti- 
tuyeron jalones de extraordinaria proyección en 
el cuerpo legislativo y jurisprudencial, llegándose 
incluso a afirmar en los medios forense de España 
y América que, quien desconocía el Código Civil 
Alemán no podía ser versado en derecho; frase 
propia de las épocas enciclopedistas. En esta mis- 
ma forma interesa el Código Civil brasileño de 
1916. 


La mayor prueba a que estuvo sometido el Có- 
digo Alemán no fue su constante confrontación 
con el Código de Napoleón en los planos teórico y 
jurisprudencial, sino en su aplicación diaria. No 
en vano transcurrieron ventitrés años de cuidado- 
sa preparación y discusión hasta que fue promul- 
gado como Código Civil del Imperio el 16 de 
agosto de 1896, y aún así, el vacatio legis fue lar- 
go; entró en vigor el 1% de enero de 1900. 


Esto explica que la Confederación Helvética se 
beneficiaría de la experiencia recogida en la apli- 
cación de ambos Códigos —el francés y el ale- 
mán—,; la suiza francesa que se nutría de la doc- 
trina francesa y la alemana de su equivalente, 
encontraron, pues, en el Código Federal, un común 
denominador para dilucidar los asuntos más con- 
trovertidos; entre ellos la inexistencia legal de un 
acto o negocio jurídico, su nulidad, la rescisión o 
resciliación y la impugnación. 

Entre los más destacados comentarios del Códi- 
go Alemán, figuró Ludwing Ennecerus, cuyo ma- 
gistral tratado sobre las obligaciones, se incorporó 


al Tratado de Derecho Civil, editado en unión de 
Theodor Kipp y Martin Wolf, y que es aún obra 
de consulta, pese a las modificaciones introduci- 
das a la legislación alemana después de la primera 
y segunda guerras mundiales. Ello, no obstante, 
optarnos por incluir en este digesto las secciones 
pertinentes del Código Alemán, y en el caso del 
Federal Suizo de Obligaciones, el análisis teórico 
de uno de los más reputados comentaristas de la 
suiza alemana, Andre Von Thur. 


1.—El Código Civil Alemán de 1900 


Contribución valiosa del legislador alemán fue 
la distinción que introdujo en el derecho positivo 
entre la nulidad de fondo y la de forma. Así en 
artículo 125 estableció : 


“Será nulo todo acto jurídico que carezca de la 
forma prescrita por la ley. En caso de duda, la 
falta de forma prescrita para un acto jurídico 
entrañará también su nulidad”. 


Fijada esa norma, luego estableció los casos en 
que se requiere testimonio escrito del acto, con 
firma ológrafa del autor, legalizada judicialmente 
o ante Notario, asignándole valor jurídico a la 
transmisión telegráfica y a la correspondencia que 
hubiere mediado, y dando con ello lugar, a positi- 
vas proyecciones en el campo del derecho civil y 
el comercial. 


En cuanto a la nulidad de fondo, afirmó cate- 
góricamente: 


Artículo 134.— 


“Todo acto jurídico contrario a la ley, será nulo, 
a menos que ésta disponga lo contrario”. 


Luego, fija los alcances de la nulidad, entre 
ellos, uno de amplio espectro que merece destacar- 
se, contenido en el artículo 138: 


“Será nulo todo acto jurídico contrario a las 
buenas costumbres, y en particular, aquel por el 
cual, explotando cualquier desgracia, la ligereza 
o la inexperiencia de otro, se haga prometer o dar 
por él o por un tercero, en cambio de una presta- 
ción, ventajas patrimoniales que excedan de esta 
prestación, de tal modo que, según las circunstan- 
cias, las ventajas estén en enorme discordancia 
con ella”. 


Este precepto de extraordinaria proyección en 
el campo económico y social, contrasta con la se- 
vera sentencia contenida en el artículo 1630 del 
Código Civil de Guatemala vigente hasta 1964: 
“La ley no reconoce nulidad ni rescisión de con- 
trato por lesión enorme o enormísima”, basada 
en el presupuesto de que ante la ley, las partes 
son iguales, y entre sí, se presumen formalmente 
iguales. 


Se destaca, pues, un tema altamente controver- 
tido en el campo del derecho privado, y al que el 
Código Alemán dio una proyección social, toda vez 
que amplió el espectro de la nulidad del campo 
mercante formal a otro de índole material, sin 
conformarse estrictamente a la naturaleza del 
acto o del contrato, sino, a las circunstancias que 
rodearon el acto y sus efectos, así como las con- 
diciones socio económicas y culturales de la parte 
afectada. Un claro ejemplo de adecuación de la 
ley, a una realidad socio económica, formal y ma- 
terialmente. 

Las secciones sexta y séptima regulan lo perti- 
nente a los alcances y efectos de la nulidad y la 
anulación, proveyendo así pautas a los contratan- 
tes y a los Tribunales. En efecto, reza el Código: 


Nulidad 


Artículo 139.—El acto jurídico nulo por una 
parte es nulo por el todo, a no ser que deba admi- 
tirse que se hubiera efectuado aun sin la parte 
nula. 


Artículo 140.—Si un acto jurídico nulo reunie- 
se las condiciones de otro acto jurídico, será valido 
por este último título cuando pueda admitirse que 
las partes, aun conociendo su nulidad, habrían 
querido su validez. 


Artículo 1/1.—Si un acto nulo fuese confirma- 
do por su autor, la confirmación deberá conside- 
rarse como un acto jurídico nuevo. Si una con- 
vención nula fuese confirmada por las partes, 
éstas en caso de duda, estarán obligadas a garan- 
tizarse recíprocamente lo que habrían tenido si la 
convención hubiera sido válida desde su origen. 


Anulación 
Artículo 1/2.—Cuando un acto anulable sea ar- 


giúido de nulidad, deberá ser considerado nulo des- 
de su origen. 
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Cuando un acto sea argúido de nulidad, el que 
conociera o debiera conocer la causa de anulación 
será tratado como si hubiese conocido o debido 
conocer la nulidad del acto jurídico. 


Artículo 143.—La anulación se perseguirá por 
declaración dirigida al demandado de nulidad. 


Es demandado de nulidad en los contratos, el 
otro contratante, y en el caso del párrafo segundo 
del artículo 123, el que haya adquirido inmediata- 
mente un derecho por el contrato. 


En los actos unilaterales que deban hacerse con 
relación a otro, será éste, sólo el demandado por 
anulación. Lo mismo sucederá respecto del acto 
jurídico que deba hacerse, ya respecto de otro in- 
dividuo, ya respecto de una autoridad. 


En cualquier otro acto unilateral, será deman- 
dada de anulación toda persona que, fundándose 
en dicho acto, haya obtenido inmediatamente una 
ventaja jurídica. Sin embargo, cuando la decla- 
ración de voluntad deba hacerse respecto de una 
autoridad, la demanda de anulación podrá efec- 
tuarse por una declaración dirigida a dicha auto- 
ridad; ésta dará parte de la demanda al que efec- 
te inmediatamente el acto jurídico. 


Artículo 144.—La demanda de anulación será 
desestimada cuando el acto anulable haya sido con- 
firmado por el que tenía el derecho a la anula- 
ción. 

La confirmación no será necesario que esté re- 
vestida de las formalidades requeridas para el 
acto jurídico. 


2.—El Código Federal Suizo de Obligaciones 


Por lo que a este código se refiere, cabe decir, 
siguiendo con ello a nuestro ya fallecido Maestro 
en la Universidad de Ginebra, Saucer Hall, es 
más importante su vivencia que la letra fría del 
legislador, debiendo buscarse dentro del marco de 
la jurisprudencia de los tribunales federales y 
cantonales el sentido que éstos le han impreso a 
las disposiciones, acudiendo para ello, aparte de 
los fallos judiciales, a la inagotable fuente de Von 
Thur. 


La acción pertinente del Tratado de las Obliga- 
ciones (Tomo 1, en su traducción del Alemán, pu- 
blicada por la Editorial Reus SA de Madrid en 
1934) constituye, pues, otro elemento de estudio y 
análisis a cual más importante en la materia que 
tratamos, expone, pues, Von Thur: 
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28.—Nulidad de los negocios jurídicos 


La ley determina los requisitos que han de con- 
currir para que un negocio jurídico sea válido. 


El negocio jurídico es nulo o ineficaz cuando no 
produce los efectos jurídicos perseguidos por las 
partes. Aquí hay que distinguir varios concep- 
tos, 1 sb 


I.—Se dice que el negocio es imperfecto cuando 
aún no puede surtir efecto por falta de un requi- 
sito esencial; tan pronto como este requisito con- 
curra, el negocio empieza a producir sus efectos 
peculiares. Así, por ejemplo, es imperfecto el 
traspaso de propiedad, mientras no se inscriba en 
el Registro o se efectúe la entrega. Lo son los ne- 
gocios condicionales, en tanto no se realice la con- 
dición ni los actos que necesitan para su validez 
la ratificación de otra persona, mientras ésta no 
la presta; ? el testamento, hasta el momento de la 
muerte del testador, etc. El negocio jurídico es 
imperfecto, no sólo cuando las partes saben que 
carece de un requisito, sino aun cuando lo consi- 
deren perfecto no siéndolo en realidad, como cuan- 
do, por ejemplo, la persona con quien se contrata 
cree eficaz el contrato celebrado con un represen- 
tante carente de poder, o el tercero, ignorante de 
la verdad de los hechos, estima validado el acto de 
disposición de una persona a quien no asisten fa- 
cultades para disponer. Tan pronto como se suple 
el requisito de que carece, el acto cobra plena va- 
lidez, a veces con efecto retroactivo. Mas, si ese 
requisito no puede ya revisarse —como Ocurre, 
verbigracia, cuando se frustra la condición—, la 
ineficacia se consolida con carácter definitivo. 
Entretanto que el acto se convalida o queda defi- 
nitivamente nulo, media un paréntesis de interi- 
nidad, durante el cual se dice que el negocio pende. 
Hay casos numerosos en que las partes quedan 
obligadas a las resultas del negocio, durante este 
período de interinidad ; es decir, que la perfección 
del negocio jurídico no pende ya de su voluntad, 
sino de que se realice el hecho o requisito necesa- 
rio: la condición, la ratificación, etc. 


1 Allg. Teil, 55 y siguientes. 


2 Acerca de la ineficacia de los negocios jurídicos que adole- 
cen de vicios de la voluntad, cfr. infra, 39. 


1.—Son nulos todos aquellos negocios jurídicos 
que no surten ni pueden, bajo ningún concepto, * 
surtir efectos jurídicos. La nulidad puede respon- 
der a diversas causas. La ley declara nulos todos 
aquellos negocios jurídicos que versan sobre ma- 
terias imposibles, ilícitas o contrarias a las buenas 
costumbres. Lo son también, aunque la ley no lo 
diga expresamente: los actos celebrados por per- 
sonas incapaces; los negocios jurídicos simulados 
y aparentes; los que carecen de las formas pres- 
eritas; los negocios jurídicos que siendo incompa- 
tibles con toda condición se otorgan condicional- 
mente; los negocios potestativos, cuando no se den 
las preguntas necesarias para su validez, ? y, fi- 
nalmente, los negocios imperfectos a que más 
arriba aludíamos, cuando desaparezca la posibili- 
dad de que lleguen a perfeccionarse, así como 
aquellos cuya eficacia jurídica haya sido destruida 
por medio de impugnación. * 


Los negocios nulos no engendran efectos de nin- 
guna clase, razón por la cual su nulidad deberá 
ser apreciada por el Juez de oficio, tan pronto 
como tenga conocimiento oficial del fundamento a 
que responde: no es necesario que el demandado 
lo invoque, * ni mucho menos que lo haga valer 
por medio de una inspección.? Un acto nulo de 
disposición no opera desplazamiento jurídico, ni 
un contrato nulo hacen hacer obligaciones. De 
aquí que un acto nulo de transmisión de propiedad 
no incapacite al transmitente para reivindicar la 
cosa transmitida —a menos que se halle en poder 
de un tercero, amparado por la buena fe—; si se 
trata de un contrato y éste es nulo, puede pedirse 
la devolución de lo entregado en su cumplimien- 


1 Un negocio jurídico nulo como tal negocio jurídico puede 
producir efectos en derecho desde otro punto de vista. Así 
por ejemplo, un préstamo nulo puede hacer nacer un crédito 
por enriquecimiento injusto, y a veces un crédito en delicto. 


2.., C£Es SUDEA, 20, TEL, 1. 
Gírintra, 11,2, 
4 Si se quiere evitar la confusión de conceptos, no debe cali- 


ficarse de impugnación, como a veces se hace, la alegación 
de la nulidad. 


Pues el demandado que alega la nulidad no rehusa la pres- 
tación adeudada, sino que niega que exista el derecho que 
se demanda. 


[41] 


to, * pero además, o independientemente de esto, 
el interesado puede acudir a los Tribunales para 
que éstos proclamen la nulidad del negocio jurí- 
dico. La sentencia se limita a definir una realidad 
anterior, pues no cabe, lógicamente, cancelar los 
efectos de un acto que jurídicamente no existe. 


La nulidad es absoluta. Puede hacerse valer 
contra todos los que deriven o pretenden derivar 
un derecho del negocio nulo; no sólo contra el pri- 
mer adquirente, sino contra todos sus sucesores, 
en cuanto no se hallen a cubierto por las normas 
de protección de la buena fe. Además, y por idén- 
tica razón, la nulidad la puede exigir cualquiera, * 
no sólo las partes que personalmente intervinie- 
ron en la celebración del negocio jurídico y sus 
sucesores o causahabientes, sino también aquel 
tercero a cuyos derechos interese la nulidad del 
negocio, y muy principalmente los acreedores de 
quien dispone de sus bienes mediante acto nulo: 
el acreedor puede embargar el objeto enajenado, 
remitiéndose a la nulidad del acto, si el adquiren- 
te se opusiere al embargo. 


La nulidad puede recaer sobre una parte del 
contrato solamente. Si resultare ser nula la de- 
claración de voluntad de uno de los contratantes, 
verbigracia, por no guardarse en ellas las formas 
de rigor o por no concurrir en el declarante la 
necesaria capacidad de obrar, el contrato se frus- 
traría. * Caso de recaer la nulidad sobre alguna o 
algunas de las cláusulas del contrato —por ser 
imposible o contraria a las buenas costumbres la 
prestación pactada—, dispone el Cód. Obli., si- 
guiendo la tradición del Derecho común * y apar- 
tándose de lo dispuesto por el Código Civil Ale- 
mán, *” que surtirá efecto el resto del contrato, “a 
menos que haya razones para entender que no lo 
hubieran celebrado sin la parte nula”. El Juez ha 
de resolver esto ateniéndose a la voluntad de las 
partes, pero no a su voluntad real y efectiva, sino 
a la que les hubiera animado, caso de conocer la 


6 La reivindicación de la cosa entregada no tiene base jurí- 
dica tratándose de cosas muebles, pues como sabemos el 
traspaso de propiedad de cosas muebles tiene carácter 
abstracto; en cambio, tratándose de fincas, la transmisión 
de propiedad depende de la validez de la causa jurídica. 


a] 


Acerca de la ineficacia relativa, cfr. supra, 28, VI, 5. 


8 Pues el contrato requiere por definición dos declaraciones 
de voluntad válidas. 


9 Utile per inutile non vitiatur, ley 1, 5, D, 45, 1. 


10 El Código Civil Alemán declara nulo todo el contrato, a 
menos que las partes quisieran mantener en pie el resto. 
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nulidad parcial del convenio.* Más que de ver- 
dadera interpretación, trátase de la reconstruc- 
ción de un contrato sobre una hipotética voluntad 
de las partes. Para ello, ha de atenderse, funda- 
mentalmente, a la voluntad de ambos contratan- 
tes, investigando si los dos se hubieran contenta- 
do, de saberlo, con el fragmento del contrato que 
queda vigente. La solución tendrá que ser afir- 
mativa cuando la nulidad interese a un punto 
secundario o accesorio, cuya amputación deje in- 
tactas las condiciones esenciales del convenio. Así, 
por ejemplo, no se habrá de considerar nulo el 
contrato de préstamo, en términos generales, por- 
que lo que sea la cláusula del llamado “anatocis- 
mo”, ? ni el contrato de prenda en que figure la 
cláusula comisoria,* desautorizada por la ley. 
Hay casos en que la nulidad parcial de un contra- 
to infunde una modificación a la parte restante; 
así, por ejemplo resultando nulas a partes de las 
obligaciones del vendedor, disminuirá en propor- 
ción, como es lógico, el precio convenido, siempre 
y cuando que haya razones para entender que am- 
bas partes están de acuerdo con este precio de 
tipo inferior. Cuando no haya bases para com- 
probar qué tenor hubieran dado las partes al con- 
trato sin la cláusula o cláusulas nulas, deberá con- 
siderarse nulo en su integridad. * 


Siguiendo la terminología del Derecho común, * 
se emplea el nombre de conversión de negocios ju- 
rídicos cuando un negocio en que no concurran los 
requisitos legales para que pueda surtir efectos 
tal como las partes se lo propusieron, llena los re- 
quisitos de otro tipo de negocio jurídico, siendo 
idénticos la finalidad y los efectos conseguidos. * 
En lugar del negocio nulo, se entiende celebrado 
el otro, si hay razones para suponer que las partes, 
de haber sabido que el que celebraban era nulo, 


1 Si ambas partes sabían que una cláusula era nula, es que 
seriamente no pretendían pactarla, por cuya razón debe con- 
siderarse sin más trámites el resto del contrato. 


2 La letra de cambio es válida aun cuando haya de conside- 
rarse como no escrita la promesa de intereses incorporada 
a ella. 


3 Un préstamo es válido aun cuando resulten ser nulas las 
garantías constituidas a favor suyo. 


4 El art. 20, ap. 22 debe, a nuestro juicio, aplicarse por ana- 
logía cuando dos contratos estén tan estrechamente enlaza- 
dos entre sí, que las partes no quisieron celebrarlos por se- 
parado y uno de ellos resulte ser nulo. 


Windscheid, 82, 5. 


No debe confundirse con la conversión el precepto del art. 
18, según el cual un contrato válido no rige ateniéndose a 
la denominación falsa que le asignan las partes, sino a su 
contenido real. 


€ a 
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habrían encaminado su voluntad a éste.” Ejem- 
plo: la letra de cambio que no llene todos los re- 
quisitos de forma señalados a este acto, puede 
surtir los efectos propios de un reconocimiento 
abstracto de deuda; una cesión nula por no haber- 
se extendido por escrito, puede salvarse como 
mandato de cobranza, A la misma idea de la con- 
versión responde el hecho de que se considere como 
nueva oferta la aceptación, cuando llegue con re- 
traso o no sea congruente con la oferta que recoge. 


La nulidad a que nos venimos refiriendo es, 
forzosamente, incurable. Un negocio jurídico nulo 
no puede convalidarse por el transcurso del tiem- 
po, * ni porque desaparezca la causa que originó 
la nulidad. Así, por ejemplo, los actos de un ca- 
paz no adquieren validez por el hecho de que su 
autor resulte más tarde rehabilitado; * un contrato 
nulo no se convalida porque la prestación imposi- 
ble en el momento de contratar, entre luego en el 
reino de lo posible, etc. La nulidad de un contrato 
no desaparece tampoco porque el obligado lo cum- 
pla espontáneamente. La confirmación de un ne- 
gocio nulo por voluntad concorde de las partes su- 
pone y exige la celebración de un negocio jurídico 
nuevo, con reiteración del mismo contenido. Y si 
el negocio nulo consistía en una declaración recep- 
ticia, no habrá más remedio que formular y hacer 
llegar a la parte contraria una nueva declaración. 
Los contratos nulos no pueden ser confirmados 
unilateralmente por una de las partes contratan- 
tes, sino que suponen un nuevo acuerdo. Tratán- 
dose de actos formales, la confirmación deberá 
atenerse nuevamente a la forma prescrita. 1% Si se 
trata de contratos exentos de forma, puede residir 
una confirmación en el hecho del cumplimiento, 
cuando éste se realice con la mutua conciencia de 


7 La conversión se basa en una consideración hipotética se- 
mejante a la que toma por base la: ley para mantener en 
pie un contrato en casos de nulidad parcial. 


8 Quod ab initio vitiosum est non potest tractu temporis 
convalescere ley 29. D. 50. 17. 


9 Por el contrario, cabe que un acto de disposición ineficaz 
por carencia de poder dispositivo se convalide, razón por 
la: cual no deben estos actos de disposición considerarse 
como nulos, sino como incompletos, Cfr. supra, 1. 


10 Si una persona cuya firma ha sido falseada en un docu- 
mento de fianza desea confirmar ésta, no tiene más reme- 
dio que extender un nuevo documento. 


la nulidad del acto que se ejecuta. La celebración 
renovada del negocio jurídico, por medio de su 
confirmación, no tiene fuerza retroactiva. Si, por 
ejemplo, se confirma con fecha de 1? de julio una 
cesión nula otorgada el 1% de enero, el crédito ce- 
dido no pasa al cesionario hasta aquella fecha. * 
Si las partes desean, como es frecuente, al confir- 
mar el acto nulo volver las cosas al estado que 
tendrían caso de haber sido válido el negocio des- 
de un principio, ? han de asumir una obligación 
encaminada expresamente a este resultado. * 


III.—Ya bajo el Derecho común se distinguía 
entre la verdadera nulidad y la simple impugna- 
bilidad. (Cfr. C. c. artos. 1300 y siguientes). * 
Dícense impugnables los negocios jurídicos cuya 
nulidad depende de la decisión de una de las par- 
tes contratantes o de un tercero.* El derecho a 
impugnar el negocio, es decir, la facultad de deci- 
dir acerca de la nulidad o la validez del negocio 
impugnable, se cuenta entre los llamados “dere- 
chos potestativos”, de que tratamos en su lugar 
correspondiente. 


La impuegnabilidad puede presentar diferentes 
modalidades: 


1.—Cabe que el negocio jurídico, aun siendo de 
momento ineficaz, recobre su eficacia si transcu- 
rre un determinado plazo sin que se le impugne. 
Entretanto, el negocio jurídico hállase en un es- 
tado de interinidad suspensiva, y si la impugna- 
ción no se entabla dentro del plazo, adquiere efi- 
cacia retroactiva. Tal es el régimen que se da en 
el Código Civil a los negocios jurídicos que adole- 
cen de vicios y de voluntad: estos negocios de 
momento no obligan a la parte que sufre error, 
fraude o amenaza, pero recobran su validez si es- 
tas personas, dentro del plazo que se señala, no 
manifiestan a la parte contraria su voluntad de 
no respetar el contrato. Esta manifestación de 
voluntad es la que constituye la impugnación, aun- 
que la ley no lo diga expresamente así. 


1 Los intereses del entretiempo se han producido en la perso- 
na del cedente; el embargo del crédito decretado contra el 
entretiempo es válido. 

2 Esta intención se presume en el Código Civil Alemán, 141, 
ap. 22 

3 En el ejemplo anterior, el cedente vendría obligado a pagar 
al cesionario los intereses percibidos en el entretiempo y a 
dejar sin efecto el embargo o a indemnizar al cesionario 
por la pérdida del crédito embargado. 


4 Windscheid 82, 5; Dernburg, 1, 1201, Regelsberger, 174. 


5 Sólo se plantea la impuegnabilidad cuando conste que el ne- 
gocio no es nulo. 


2.—Otra modalidad de la impugnación es la que 
consiste en invalidar, con efecto retroactivo, un 
negocio jurídico que entretanto surte efecto; aquí 
la situación es inversa a la del caso anterior: en- 
tretanto que no se impugna, el negocio atraviesa 
por un estado de interinidad resolutoria. Es esta 
la modalidad a que la ley alemana reserva el nom- 
bre técnico de impugnación, y el régimen que 
aplica a los vicios de la voluntad. En todos estos 
casos, la impugnación se ejercita entablando una 
demanda judicial y conduce a una sentencia, por 
la que el negocio queda cancelado con efectos re- 
troactivos. 


No estamos ante un negocio jurídico nulo ni 
impugnable por el mero hecho de que una de las 
partes adquiera el derecho creditual a revocar los 
efectos del negocio. Tampoco constituye un caso 
de verdadera nulidad el de las adjudicaciones de 
bienes sin causa jurídica, sujetas por tanto al 
deber de restitución, pues si en efecto, fueran nu- 
las estas adjudicaciones, nada habría que resti- 
tuir. Sin embargo, el Derecho común agrupaba 
estos casos bajo el concepto de impugnación indi- 
recta o creditual. Y así se explica la determinolo- 
gía que se sigue en los llamados actos de impug- 
nación de los acreedores, en caso de quiebra, del 
deudor. Nosotros entendemos, sin embargo, que 
se trata de verdaderas impugnaciones, en el sen- 
tido que más arriba queda expuesto. 


3.—El Código Civil Brasileiro 


Por Ley N* 3,071 del 1% de enero de 1916, se 
emitió en Brasil el Código Civil, para luego, por 
ley N? 3,725 del 15 de enero de 1919, reformarse 
y adicionarse algunas secciones y artículos del 
mismo, a la luz de los problemas que presentó su 
aplicación, buscándose mayor clarificación y fija- 
ción de alcances a sus preceptos. Los códigos an- 
tes citados se proyectan, pues, en América, bus- 
cándose mayor precisión a las instituciones. 


Puede decirse que el Código Civil brasileiro es 
el primero, dentro del movimiento de revisión de 
la legislación civil en el continente americano, que 
aborda con mayor precisión las instituciones más 
complejas del derecho privado. 
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Uno de los pilares de la nueva codificación lo 
constituye la garantía de que la ley no perjudica, 
en caso alguno, los derechos adquiridos, el acto ju- 
rídico perfecto, o la cosa juzgada (arto. 3%, luego 
modificado por la ley N% 4,657 del 4 de septiembre 
de 1942), estableciéndose el carácter perfecto del 
acto jurídico por la ley vigente al tiempo que se 
efectúe. 


a) Acto nulo 


El Código fija, como elemento fundamental en 
el artículo 81, que todo acto lícito, que tenga por 
fin inmediato adquirir, resguardar, transferir, 
modificar o extinguir derechos, se denomina “acto 
jurídico”, pero que puede ser nulo, cuando es eje- 
cutado por personas absolutamente incapaces; su 
objeto, ilícito o imposible; emisión de alguna so- 
lemnidad que la ley considere esencial para su va- 
lidez, o cuando la ley es la que lo considera nulo, 
o bien, le niega efectos. En estos casos puede ale- 
garse su nulidad por cualquier interesado, o por 
el Ministerio Público cuando le corresponde inter- 
venir, y a su vez, debe ser pronunciada o decla- 
rada por los jueces cuando conocen del acto o de 
sus efectos, y al comprobar su existencia, no les 
es permitido ignorar tales extremos, aun por re- 
querimiento de las partes. 


b) Acto anulable 


Por el contrario, el acto es anulable, a petición 
de parte, por incapacidad relativa del agente, o 
por vicios resultantes de error, dolo, coacción, si- 
mulación o fraude. Tratándose del error, confor- 
me al artículo 86, éste debe ser sustancial; mas 
los actos anulables, son susceptibles de ratifica- 
ción, la que es retroactiva a la fecha del acto. 


ec) Diferencias 


De esta suerte el Código brasileiro opera con la 
debida claridad la diferencia entre el acto nulo 
(sin calificarlo de de jure o pleno derecho), y el 
acto anulable. El primero, no es susceptible de 
confirmación bajo ningún concepto, mientras que 
el segundo, sí lo es a través de la ratificación. La 
actuación del Tribunal de declarar la nulidad es 
imperativa, tratándose del acto nulo, no sólo cuan- 
do conoce del acto, sino incluso, de sus efectos, 
mientras que, tratándose de la anulabilidad, se 
requiere, para que el Tribunal ejerza su competen- 
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cia, que se invoque y demande expresamente, sin 
que exista actuación de oficio del Tribunal, y sur- 
tiendo efectos la anulación hasta que se declare. 
En otros términos, el acto no es anulable en tanto 
no sea así declarado por un tribunal competente. 
Finalmente, el acto nulo no produce efectos, mien- 
tras que el acto anulable los produce, en tanto no 
se declare su anulabilidad, y aún así, es ratifica- 
ble, retrotrayéndose los efectos, a la fecha origi- 
nal del acto. 

La transcripción completa de las disposiciones 
pertinentes del Código aclaran otros aspectos de 
relevancia e interés y, sobre todo, su proyección 
en nuestra legislación civil vigente. 


Capítulo V: De las nulidades 


Artículo 1/5.—Es nulo el acto jurídico: 


I.—Cuando es practicado por personas absoluta- 
mente incapaces (arto. 5). (Ver arto. 82). 


11.—Cuando fuere ilícito o imposible su objetivo. 


T1T.—Cuando no revistiere la forma prescrita por 
la ley (artículos 82 y 130). 


1V.—Cuando fuere pretérita alguna solemnidad 
que la ley considere esencial para su vali- 
dez. 


V.—Cuando la ley taxitativamente lo declarara 
nulo o le negara efecto. 


Artículo 146.— 


Las nulidades del artículo anterior pueden ser 
impugnadas por cualquier interesado, o por el Mi- 
nisterio Público, cuando le compitiere intervenir 
(Ver arto. 76). 


Unico: Deben ser pronunciadas por el juez, 
cuando, al conocer del acto o de sus efectos y al 
comprobar su validez, no le es permitido supri- 
mirlas, incluso por requerimiento de las partes. 


Artículo 147.—Es anulable el acto jurídico: 


1.—Por incapacidad relativa del agente (arto. 
6). (Ver arto. 154). 


11.—Por vicio resultante del error, dolo, coac- 
ción, simulación o fraude (artículos 86 y 
113). 


Artículo 148.— 


El acto anulable puede ser ratificado por las 
partes, salvo derecho de un tercero. 


La ratificación es retroactiva a la fecha del 
acto. 


Artículo 149.— 


El acto de ratificación debe contener la sustan- 
cia de la obligación ratificada y la voluntad ex- 
presa de ratificarla. 


Artículo 150.— 


Es excusada la ratificación expresa cuando la 
obligación ya fue cumplida en parte por el deu- 
dor, consciente del vicio que la afectaba. 


Artículo 151.— 


La ratificación expresa, o la ejecución volunta- 
ria de la obligación anulable, en los términos de 
los artículos 148 al 150, implica renuncia a todas 
las acciones o excepciones, de que se dispusiera en 
contra del acto o del deudor. 


Artículo 152.— 


Las nulidades del artículo 147, no tienen efecto 
antes de ser juzgadas por sentencias así como 
tampoco se pronuncian de oficio. Sólo los intere- 
sados las pueden impugnar y serán en provecho 
exclusivo de los que las impuenaron, salvo el caso 
de solidaridad o indivisibilidad. 


Unico: La nulidad del instrumento no induce la 
del acto, siempre que éste pudiere probarse por 
otro medio. 


Artículo 153.— 


La nulidad parcial de un acto no lo perjudicará 
en la parte válida, si ésta fuera separable. La nu- 
lidad de la obligación principal implica la de las 
obligaciones accesorias, pero la de éstas no induce 
a la de la obligación principal. 


Artículo 154.—Las obligaciones contraídas por 
menores entre los 16 a los 21 años son anulables 
(artículos 6 al 84), cuando resulten de actos prac- 
ticados por ellos. 


I.—Sin autorización de sus legítimos represen- 
tantes (arto. 84). (Ver artículos 384, N* 
Voy 4236 N9 E): 


11.—Sin asistencia del procurador que en ellas 
tuviese que intervenir. 
(Ver arto. 387). 


Artículo 155.— 


El menor, entre los 16 a los 21 años no puede, 
para eximirse de una obligación, invocar su edad, 
si dolosamente la ocultó, presionado por otra par- 
te, o si, en el acto de contraer la obligación, es- 
pontáneamente se declaró mayor de edad. 


Artículo 156.— 


El menor, entre los 16 a los 21 años, se equipare 
al mayor cuando las obligaciones resultantes de 
actos ilícitos en que fuera declarado culpable. 


Artículo 157.— 


Nadie puede reclamar que, por una obligación 
anulada, efectuó el pago a un incapaz, si no puede 
probar que revirtió en provecho de él la suma 
pagada. 


Artículo 158.— 


Anulado el acto, volverán las partes al estado en 
que se encontraban antes de él, y si no fuere po- 
sible devolverlas, serán indemnizadas con un 
equivalente. 
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Alcances de los medios de Impugnación Registral: 
Breve comentario sobre un Ocurso 


IL La función calificadora del Registro 
de la Propiedad 


El Registrador, previo a la inscripción de los 
documentos que le son presentados, realiza su 
calificación a efecto de determinar si la misma es 
procedente en los términos que le son solicitados. 
La naturaleza de dicha función, ha sido encajada 
dentro de la llamada jurisdicción voluntaria ha- 
bida cuenta de que, si bien dicha función no de- 
clara derechos, sí los “autentica y constituye, con 
efectos ergo omnes” sin que exista de por medio, 
contención entre partes. * 


La finalidad de la función calificadora, indica 
el Licenciado Fernando Quezada Toruño, es “efec- 
tuar, suspender o rechazar el registro solicita- 
do” ? o, lo que es lo mismo, son tres las actitudes 
que puede adoptar el Registrador al llevar a cabo 
la función calificadora: realizar la inscripción, 
suspenderla o rechazar la misma. 

Al llevar a cabo su función, el Registrador es 
susceptible de equivocarse cometiendo errores de 
interpretación, debido a lo cual, la ley ha insti- 
tuido los medios de impugnación pertinentes a 
efecto de que dicha calificación sea revisada cuan- 
do, por alguna circunstancia, se ha rechazado o 
suspendido alguna inscripción. 


II. Medios de impugnación registral 


Compartimos el criterio de que son dos los me- 
dios de impugnación existentes: uno verbal, que 
no tiene asidero legal, pero que se da en la prác- 


1 Quezada Toruño, Lic. Fernando. Función Calificadora del 
Registrador. Registro, Boletín N? I, Volumen II, Marzo, 
1966. 


2 Ibid, p. 25. 


Lic. Luis Arturo Archila L. 


tica registral y que consiste en acudir ante el Re- 
gistrador a efecto de lograr un reestudio del caso 
y, con ello lograr la inscripción solicitada. 

Nos consta personalmente, que este procedi- 
miento en algunas ocasiones ha servido para en- 
mendar errores de apreciación y a través del 
mismo se ha logrado la inscripción que se ha so- 
licitado, dado el amplio criterio que prevalece en 
esa institución. 

El otro medio de impugnación, tiene su funda- 
mento en el Artículo 1164 del Código Civil, y es 
conocido con el nombre de “ocurso”, cuyo trámite 
debe llevarse a cabo ante un Juzgado de Primera 
Instancia del departamento en que tiene su asien- 
to el Registro. Admitiendo lo impropio de la pa- 
labra “ocurso” para identificarlo, ya que tiene la 
naturaleza de un verdadero recurso, por cuestio- 
nes meramente de costumbre hemos de llamarlo 
en esa forma en este trabajo. 

Para los efectos del presente comentario, es ne- 
cesario analizar los casos en que dicho recurso 
procede y cuáles son sus consecuencias: 


a) Faltas subsanables e insubsanables 


De conformidad con la doctrina, las faltas o 
defectos de un título sujeto a calificación regis- 
tral, son de dos clases: subsanables e insubsana- 
bles. Esta clasificación es de vital importancia, 
indica Roca Sastre, ? por cuanto los efectos que 
producen una u otra, son distintos: si se trata de 
un vicio o falta subsanable, el documento puede 
ser provisionalmente inadmisible y condicionada 
su inscripción a que se subsane el vicio o defecto 
de que adolece; pero se permite de momento su 


3 Roca Sastre, Derecho Hipotecario JI, p. 280 y siguientes. 
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anotación preventiva con el objeto de no perjudi- 
car los derechos del interesado. Por el contrario, 
si se trata de un vicio o falta insubsanable, dicha 
posibilidad de anotación no es factible, amén de 
que los medios de impugnación para cada una de 
estas calificaciones son diferentes, puesto que para 
la legislación comentada por este autor, la vía de 
impugnación para la calificación de una falta 
subsanable es de tipo administrativo y para la de 
una falta insubsanable de tipo judicial. * 

Para nuestra legislación, como bien lo indica el 
Licenciado Quezada Toruño en su trabajo citado, 
la anotación preventiva procede en ambos casos, 
ya que el Artículo 1164 no hace diferencia alguna. 
Cabe, sin embargo, hacer mención de que dicho 
artículo contempla una excepción al expresar que 
la anotación no procede, si de los libros del Regis- 
tro no apareciere con derecho a verificarlo la per- 
sona que traslade, grave o modifique el dominio 
o derecho real. Cabe señalar, también, que en 
nuestro medio no existe esa diferencia entre faltas 
subsanables e insubsanables y que, si bien, para 
las primeras procede la suspensión de la opera- 
ción y para las otras el rechazo, ambas admiten 
como medio de impugnación el llamado ocurso 
ante el Juzgado de Primera Instancia Departa- 
mental, por lo que consideramos que sería conve- 
niente completar el contenido de nuestra ley a 
efecto de clarificar estos conceptos. 


b) Procedencia del ocurso 


Siempre de conformidad con el artículo 1164 del 
Código Civil, si el interesado no se conforma con 
la calificación registral, ante un rechazo o una 
suspensión, puede ocurrir al Juez, quien resolverá 
de plano lo que proceda, ya sea confirmando o 
modificando la calificación del título o documento 
sometido a registro. Ahora bien, ante lo amplio 
del contenido de la norma para admitir el ocurso 
creemos que existe un límite condicionado por la 
seguridad jurídica que está llamado a brindar el 
Registro, pues, si bien nuestra legislación no con- 
cede el medio de impugnación sólo para faltas 
subsanables, ello no quiere decir que a través del 
mismo puedan desvirtuarse sus finalidades y fun- 
ciones esenciales. Al respecto es de augurarse que 
se legisle en esta materia, para no quedar sujetos 
exclusivamente al criterio judicial sentado en ju- 


1 Roca Sastre, Derecho Hipotecario II, p. 280 y siguientes. 
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risprudencia de los llamados ocursos ya que, en 
determinados casos, podría acarrearse graves per- 
juicios a terceras personas con derechos inscritos 
y adquiridos de buena fe y con base a los asientos 
registrales, como en el caso a que hemos de refe- 
rirnos más adelante, en que se extralimitó la fun- 
ción judicial, al extremo de pretender anular una 
cancelación por la vía del ocurso en perjuicio de 
adquirentes de buena fe. 


Por otra parte, también es de complacencia la 
norma que han adoptado los Tribunales al conce- 
der audiencia al Registrador cuando se les presen- 
ta para su trámite algún ocurso, sin que ello tenga 
ningún fundamento legal, evitando con esta prác- 
tica dictar resoluciones alejadas de la realidad del 
Registro, aun cuando el término de veinticuatro 
horas que se le concede sea demasiado perentorio 
para poder ampliar su información en algunos ca- 
sos que son complicados o de difícil manejo. 


III. Ocurso comentado 
a) Antecedentes 


Sobre la finca registrada al número 12,717, fo- 
lio 162 del Libro 92 de Escuintla, se constituyó 
hipoteca que se registró a la sexta inscripción hi- 
potecaria con fecha 15 de marzo de 1966, apare- 
ciendo como acreedor la persona que para los efec- 
tos de este trabajo identificaremos con la letra 
“BA 

Con posterioridad, el 17 de noviembre de 1971, 
“B” constituyó subhipoteca a favor de “C” para 
garantizar un crédito que esta última otorgó a 
“D”, es decir, que únicamente se constituyó una 
subhipoteca por “B” para garantizar el cumpli- 
miento de una obligación ajena. Esta subhipoteca 
se inscribió al número 11. 

Por incumplimiento del primer deudor que lla- 
maremos “A”, el acreedor hipotecario “B” se vio 
precisado a ejecutar su obligación, habiendo segui- 
do el respectivo procedimiento ante el Juzgado 
Primero de Primera Instancia de este departa- 
mento y practicada la venta judicial en virtud de 
remate, el inmueble se adjudicó a “E” que fue 
postor en el mismo. La venta se hizo por el mon- 
to de capital, intereses y costas. Al procederse a 
otorgar la Escritura traslativa de dominio por el 
Tribunal, en rebeldía del demandado “A” se com- 
pulsó primer testimonio que se presentó para su 
registro. 


b) Operaciones registrales 


Al operarse la escritura traslativa de dominio 
por venta judicial y en acatamiento de los Artícu- 
los 846 y 1173 del Código Civil, se procedió a can- 
celar todas las anotaciones, gravámenes e inscrip- 
ciones posteriores a la hipoteca que dio origen al 
remate, con lo cual también se canceló la subhipo- 
teca antes mencionada. 


En consecuencia, el inmueble se registró libre 
de gravámenes posteriores a la hipoteca que dio 
origen al remate a favor de “E” que fue postor 
en él y que, por otra parte, pagó el precio de tal 
venta o sea el monto de capital, intereses y costas. 
En ese estado de cosas, el nuevo propietario de la 
finca constituyó nuevas hipotecas a favor de una 
institución bancaria quien aceptó los gravámenes, 
indudablemente, por haber encontrado el inmue- 
ble libre de anotaciones, gravámenes, o limitacio- 
nes que perjudicaran sus derechos. 


ec) Actitud del acreedor subhipotecario 


Varios meses después —más de un año—, el 
día 6 de julio del año en curso, el acreedor subhi- 
potecario presentó una simple solicitud al Registro 
de la Propiedad, pretendiendo que se dejara sin 
efecto la cancelación de la onzava inscripción 
hipotecaria (relativa a la subhipoteca), conside- 
rando que era improcedente haberla cancelado 
conforme al Artículo 1173 del Código Civil, y so- 
licitando se reinscribiera. El Registro de la Pro- 
piedad razonó dicha solicitud en la siguiente for- 
ma: “Anotada al asiento....... Se suspende la 
petición a que se refiere la presente solicitud, 
pues al efectuarse la inscripción a favor de...... 
de la finca 12,717, folio 172 del Libro 92 de Es- 
cuintla, en virtud de Escritura traslativa de domi- 
nio autorizada por el Notario...... , con fecha 25 
de abril de 1972, como consecuencia de REMATE 
POR EJECUCION JUDICIAL, se procedió como 
lo manda el Artículo 1173 del Código Civil, a can- 
celar las inscripciones posteriores o de grado infe- 
rior a la inscripción que motivó el remate, ya que 
el referido artículo, no hace excepciones. Artícu- 
los 846 y 1173 del Código Civil. Honorarios...” 


Ante el rechazo del Registro, razonado como 
una “suspensión de petición”, el subacreedor hi- 
potecario interpuso ante el Juzgado Primero de 
Primera Instancia de lo Civil, el ocurso identifi- 
cado con el número 33946 el que dicho Tribunal 
declaró con lugar, motivando recurso de apelación 
por parte del Registro General de la Propiedad. 


d) Análisis de la resolución del ocurso 


El Juzgado Primero de Primera Instancia de 
este departamento, al declarar con lugar el ocurso, 
manda que el Registrador restablezca la inscrip- 
ción de la subhipoteca y se basa en lo preceptuado 
por el Artículo 854 del Código Civil que indica 
que, “cuando un crédito estuviera subhipotecado 
el deudor debe hacer el pago con intervención ju- 
dicial si no hubiere acuerdo entre los interesados” 
y —Jdice el fallo—, “como en este caso no hubo 
acuerdo, toda vez que la Escritura se otorgó en 
rebeldía del deudor, el rematario que adquirió el 
inmueble y que conocía la existencia de la subhi- 
poteca, tenía necesariamente que hacer el pago 
con intervención judicial para que pudiera orde- 
narse el pago correspondiente al acreedor subhi- 
potecario y la cancelación de la garantía. 


En otras palabras: el Tribunal actúa con base 
en que el rematario “conocía” la existencia de la 
subhipoteca, pero cabe preguntarse: ¿acaso esa 
subhipoteca no era conocida del Tribunal que otor- 
gó la Escritura traslativa de dominio? Y la res- 
puesta es obvia puesto que en las ejecuciones y a 
tenor de lo preceptuado en el artículo 1179 C. C., 
los gravámenes que pesan sobre los inmuebles sólo 
se prueban con certificación extendida por el Re- 
gistro quien siempre hace constar todas las limi- 
taciones, anotaciones y gravámenes que pesan so- 
bre un inmueble, 


Consideramos que el error en este caso es total- 
mente imputable al Tribunal que otorgó la Escri- 
tura traslativa de dominio y, en manera alguna, 
al Registro de la Propiedad, puesto que el otro ar- 
gumento del Tribunal que conoció el ocurso, de 
que conforme al Artículo 855 del Código Civil la 
subhipoteca puede quedar en el lugar de la hipo- 
teca, sólo está previsto para el caso de que la finca 
rematada se adjudique al acreedor y no a un ter- 
cero, como es el caso de un rematario. 
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Pero existe algo más: no es cierto tampoco que 
hubiera podido hacerse el pago al acreedor subhi- 
potecario, toda vez que aparte de que su crédito 
no estaba vencido, el deudor de esta obligación no 
era precisamente el acreedor hipotecario, sino un 
tercero que sólo había gozado de la garantía sub- 
sidiaria que aquél había constituido a su propio 
acreedor. Naturalmente que, bien podría haber 
sido ese el criterio que se adoptara —según el 
Juez—, aunque nos surgen algunas dudas al res- 
pecto que por naturaleza de este trabajo no entra- 
mos a conocer. 

En resumen, el Tribunal que conoció el ocurso 
basa su criterio en que el rematario debió hacer 
el pago con intervención judicial y nosotros cree- 
mos que el Tribunal que otorgó la Escritura tras- 
lativa de dominio debió ser quien exigiera ese 
acuerdo de los interesados y efectuar el pago con 
su intervención, pues, repetimos, no sabemos si el 
criterio hubiera sido que se pagara al acreedor 
subhipotecario o se realizara un convenio diferen- 
te tratándose de una obligación de un tercero y 
no del acreedor hipotecario. 

Lo que sí debe quedar claro es lo ilegal de im- 
putar al Registro el error cometido por el Juez 
que otorgó la Escritura traslativa de dominio 
puesto que, de haberse cumplido el mandamiento 
judicial de reinscribir la subhipoteca se hubiera 
perjudicado a nuevos acreedores hipotecarios que 
constituyeron gravámenes de buena fe y con re- 
gistro limpio, lo que por otra parte hubiera estado 
en contradicción con el artículo 1177 del Código 
Civil que dice: “Cuando una cancelación se de- 
clare nula en virtud de causas que no aparezcan 
en el asiento, tal nulidad no podrá perjudicar a 
terceros...”; y en este caso, aun cuando se quiso 
disfrazar el caso como de una calificación regis- 
tral impugnable por la vía del ocurso, creemos 
que en el fondo se trata de un caso de nulidad de 
una cancelación que debió tratarse por otra vía 
judicial, eminentemente contenciosa por las razo- 
nes que adelante expresamos. 


IV. Comentarios sobre el O0curso: 

a) ¿Era procedente el ocurso en este caso? 

El primer problema que se plantea es determi- 
nar si en este caso procedía la vía del ocurso en 
contra de la supuesta calificación del Registro 


ante la solicitud presentada a su conocimiento. 
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Al respecto, caben severas dudas toda vez que de- 
bemos analizar, en primer lugar, si dicho memo- 
rial contenía una petición basada en la ley. 


De conformidad con el Código Civil son inscri- 
bibles los documentos a que se refiere el artículo 
1125 y las anotaciones a que se refiere el artículo 
1150 de dicho Código en sus incisos primero, se- 
gundo, cuarto y sexto del Artículo 1149 del mismo 
cuerpo de leyes mediante despacho que deberá 
librar el Tribunal respectivo y por simples solici- 
tudes cuando se trate de anotaciones de los lega- 
tarios o acreedores ciertos del causante en dere- 
chos reales de la herencia, siempre que su derecho 
conste de manera fehaciente y que no hayan trans- 
currido seis meses de la muerte del causante. Son 
registrables también algunas cancelaciones como 
lo estipula el Artículo 1170 del Código Civil me- 
diante solicitud escrita de parte interesada; pero 
fuera de dichos casos no existen otros títulos o 
documentos inscribibles o registrables. 


En el presente caso, considero que la solicitud 
presentada por el acreedor subhipotecario no es 
un documento de los que sean inscribibles o regis- 
trables, toda vez que no existe fundamento legal 
alguno para sostener semejante tesis. 


En esto estriba el primer error que se presenta 
en este caso y que conlleva a criticar también la 
forma como se razonó la solicitud por parte del 
Registro al indicar que se “suspende la petición” 
cuando debió indicar que la rechazaba por tratar- 
se de una solicitud que no era inscribible de con- 
formidad con la ley y que, por lo tanto, carecía 
de facultades por esa vía para declarar nula una 
cancelación que había efectuado. Sin embargo, 
al hablar de suspensión, dio cabe para que impug- 
nara su “calificación” por la vía del ocurso. 


Consideramos, pues, que al no tratarse de un 
documento o título inscribible en el Registro, al 
rechazar una solicitud como en el caso en estudio 
por parte de esta Institución, no está ejercitando 
una función calificadora de las que son impugna- 
bles por la vía del ocurso judicial, puesto que, 
como se explicó, no se pretendía inscribir ningún 
derecho, sino por el contrario, declarar nula una 
cancelación efectuada tiempo atrás; nulidad que 
si bien podría ser procedente, creemos que lo se- 
ría por otra vía y no por la vía del ocurso que está 
limitado en los casos en que el Registrador sus- 
penda o deniegue la inscripción de los títulos y 
demás documentos que en algún concepto impidan 


su registro; pero debe entenderse de aquellos do- 
cumentos o títulos que tengan esa característica : 
ser inscribibles o registrables. 


b) Era procedente la cancelación de la inscrip- 
ción subhipotecaria 


El segundo aspecto que nos interesa, es anali- 
zar si el Registro cuando canceló la subhipoteca 
procedió de conformidad con los artículos 846 y 
1173 del Código Civil o si, por el contrario, violó 
dichos preceptos. 


El Artículo 846 dice: “Los bienes rematados 
por ejecución de un acreedor hipotecario, pasarán 
al rematario y adjudicatario libres de las hipote- 
cas de grado inferior que sobre ellos pesare y 
también de los demás gravámenes, inscripciones y 
anotaciones inscritas con posterioridad a la ins- 
cripción de la hipoteca motivo de la ejecución”. 


El Artículo 1173 dice: “Cuando se presente al 
Registro un título traslativo de dominio o derecho 
real, otorgado en virtud de remate por ejecución 
judicial, se cancelará de oficio todo embargo, ano- 
tación o inscripción posterior a la inscripción o 
anotación del derecho que hubiere motivado el re- 
mate. Asimismo, se cancelará la anotación de la 
demanda de nulidad o falsedad del título que haya 
dado lugar a la ejecución y al remate”. 


Como puede apreciarse, dichas normas no hacen 
excepción a ninguna cancelación por lo que es su- 
ficiente que el Registrador coteje las fechas de 
inscripción de los gravámenes, anotaciones o ins- 
cripciones que se encuentren en sus respectivos 
asientos, para proceder a cancelar las que sean de 
fecha posterior. 


De tal suerte, que podemos concluir en que el 
Registro, lejos de haber violado dichas normas, 
obró de conformidad con las mismas al cancelar 
todas las inscripciones posteriores a la de hipote- 
ca que dio origen a la ejecución, máxime que el 
Tribunal que otorgó la Escritura traslativa de do- 
minio no hizo reserva alguna. 


c) Una valiosa opinión 


Al ser consultado por el Registro el Licenciado 
Federico Ojeda Salazar, autor del proyecto del 
Código Civil vigente, indica que, en su opinión, “la 
cancelación de la subhipoteca fue correcta si se 


toma en cuenta el principio de que “el que es pri- 
mero en tiempo lo es en derecho y en tal sentido 
la inspiración de los Artículos 846 y 1173 del Có- 
digo Civil”, 

Como antes lo expresamos, compartimos la opi- 
nión del ilustre maestro, aunque complementamos 
dicho criterio con otros argumentos para que no 
llegue a pensarse que los derechos de un subacree- 
dor hipotecario dejan de gozar de la seguridad 
jurídica registral. Lo que combatimos es querer 
emplear la vía del ocurso para enmendar un error 
cometido y en detrimento de otros adquirentes de 
buena fe de derechos reales debidamente regis- 
trados. 


d) Los derechos del acreedor subhipotecario 


Es necesario indicar con claridad, que los dere- 
chos del acreedor subhipotecario bajo ningún pun- 
to de vista deben considerarse menospreciados 
desde el punto de vista registral. Si tal fuera el 
criterio, no habría más que concluir en que de 
nada serviría inscribir esta institución en el Re- 
gistro de la Propiedad. Lo que sucede, y es el 
principio que tratamos de mantener incólume, es 
que el error en el caso comentado fue del Tribunal 
ante quien se siguió la ejecución ya que, como an- 
tes se dijo, estaba en la obligación de exigir el 
pago de la venta judicial con su intervención. Al 
respecto no podría ni puede alegarse ignorancia 
o desconocimiento de la existencia de la subhipo- 
teca, por cuanto el Artículo 314 del Decreto-Ley 
107 establece que en el aviso de remate se harán 
constar los gravámenes que tenga el bien a rema- 
tarse y la lista o nómina de los acreedores hipo- 
tecarios y prendarios. Por otra parte, a tenor del 
Artículo 1179 del Código Civil, el gravamen de 
los bienes inmuebles y derechos reales sobre los 
mismos, sólo podrán acreditarse con certificación 
extendida por el Registro en que conste el estado 
de dichos bienes. Suficiente es leer el contenido 
de dichas normas para llegar a la conclusión de 
que el Tribunal que actuó en la ejecución estaba 
en la obligación y en la posibilidad jurídica de 
haber dado solución al problema sin hacer incu- 
rrir en un aparente error a las operaciones re- 
gistrales. 

Sin embargo, cabe, finalmente, indicar que si 
bien existió un error judicial que perjudicó a un 
acreedor subhipotecario, jamás debió buscarse una 
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solución aun más perjudicial al distorsionar y 
malinterpretar el fundamento y finalidad del 
ocurso. Debe tomarse en cuenta que el propio per- 
judicado empleó la vía legal correspondiente, como 
era el juicio ordinario que entabló en el Juzgado 
Tercero de Primera Instancia de este departamen- 
to, camino que, indudablemente, era el correcto 
conforme a la ley para salvaguardar sus intereses. 


Finalmente, debemos indicar que en otras opor- 
tunidades los propios Tribunales han desestimado 
ocursos que no se ajustan a los fundamentos del 
mismo, tal el caso del ocurso número 16172 a 
cargo del Notificador Segundo del Juzgado Cuar- 
to de Primera Instancia de lo Civil, en el cual el 
Procurador General de la Nación solicitaba la 
cancelación de una inscripción de dominio y el 
Tribunal al resolver, entre otras cosas, dijo: “El 
señor Procurador General de la Nación al ocursar 
al Registrador General de la Propiedad Inmueble 
equivocó el camino a seguir para gestionar la can- 
celación de la Primera Inscripción de dominio del 
inmueble mencionado, puesto que el ocurso sólo 
opera cuando dichos funcionarios suspenden o de- 
niegan la inscripción de los títulos y demás docu- 
mentos que en algún concepto impidan su registro 
y anotados si los hubiere algunos de los interesa- 
dos, los devolverá para que subsane el juicio o el 
defecto que haya encontrado...” y más adelante 
indica: “El inmueble objeto de la discusión ha 
sido arrendado a terceras personas y se han cons- 
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tituido gravámenes sobre el raíz, los cuales han 
sido adquiridos de buena fe y no pueden ser per- 
judicados en la forma que se demanda, ya que, 
en tal caso sería desvirtuar los fines para los cua- 
les ha sido instituido el Registro de la Propiedad 
Inmueble de ser garante de los derechos que sobre 
los inmuebles se constituyen...” 


Tal criterio creemos que es aplicable al presen- 
te caso en que sobre el inmueble de mérito, de 
buena fe y con base en los propios asientos regis- 
trales, se constituyeron gravámenes hipotecarios 
a favor de terceras personas, que en manera al- 
guna podrían ser perjudicados en sus derechos 
por la resolución de un ocurso en la forma plan- 
teada. De haberse actuado conforme el mandato 
de dicho ocurso comentado, cabe preguntar: ¿Hu- 
biera podido operarse nuevamente la subhipoteca 
en perjuicio de acreedores hipotecarios adquiren- 
tes de buena fe y en contravención de lo precep- 
tuado por el Artículo 1177 del Código Civil? 


Todas las razones expuestas nos llevan al con- 
vencimiento de que de haberse pronunciado el 
Tribunal de Segunda Instancia, hubiera revocado 
la resolución del Tribunal de primer grado, aun- 
que afortunadamente para todos y para la juris- 
prudencia registral, el deudor de la obligación 
garantizada con subhipoteca canceló su crédito de 
donde se derivó el desistimiento del acreedor sub- 
hipotecario de sus acciones judiciales entre las que 
se encontraba el ocurso. 


1L 


TIT. 


IV. 


CONCLUSIONES 


Para lograr la revisión de lo actuado por el 
Registro de la Propiedad, cuando suspende 
o rechaza la inscripción de un documento o 
título inscribible, es procedente el recurso 
ante un Juez de Primera Instancia de lo 
Civil del departamento en que tiene su 
asiento el Registro. 


Sólo procede el recurso en contra de la cali- 
ficación que haga el Registro de la Propie- 
dad, cuando rechaza o suspende una inscrip- 
ción de documentos o títulos que conforme 
a la ley tengan la característica de ser ins- 
cribibles o registrables, conforme el Código 
Civil. 


No procede el recurso en contra del Regis- 
trador de la Propiedad, cuando deniega una 
solicitud de cancelación de una inscripción 
efectuada, si dicha cancelación involucra la 
nulidad de la misma. 


El Registro de la Propiedad obró en acata- 
miento de los Artículos 846 y 1173 del Có- 
digo Civil, cuando canceló la onzava ins- 


vi. 


vil. 


cripción hipotecaria (relativa a una sub- 
hipoteca) de la finca inscrita al número 
12,717, folio 162 del Libro 92 de Escuintla. 


El Juez que otorgó la Escritura traslativa 
de dominio de la finca número 12,717, folio 
162 del Libro 92 de Escuintla, en virtud de 
venta judicial por ejecución, debió haber 
intervenido a efecto de determinar la situa- 
ción en que quedaba la subhipoteca sobre 
tal inmueble, antes de otorgar dicha escri- 
tura. 


De haberse mantenido el mandato contenido 
en la resolución que declaró con lugar el 
recurso (ocurso) y mandar a reinscribir la 
subhipoteca, se hubiera violado el Artículo 
1177 del Código Civil que declara que la 
nulidad de una cancelación no podrá afec- 
tar a tercero si no aparece en el asiento la 
causa de nulidad. 


Es conveniente que se legisle sobre el re- 
curso en contra de la calificación registral, 
a efecto de determinar con claridad sus al- 
cances, efectos y procedimientos. 
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Charlas sobre aspectos registrales y el modo como se realizan las operaciones en el Registro General de 

la Zona Central, dictadas por el Licenciado Rafael Antonic Gordillo Macías, en el Salón Mayor de la Facultad 

de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de San Carlos, a solicitud de estudiantes de dicha Facultad 
y para cursantes de la misma 


I 


Señor Decano de la Facultad de Ciencias Jurídi- 
cas y Sociales de la Universidad de San Carlos; 


Señor Presidente del Colegio de Abogados; 


Honorable Comisión Organizadora del Curso que 
se está desarrollando; 


Estimados colegas participantes en el mismo, 
Compañeros Abogados, jóvenes estudiantes: 


En la inauguración de este curso, en brillante 
conferencia, mi muy estimado colega y amigo, li- 
cenciado don Carlos Enrique Peralta Méndez, se 
refirió a los aspectos doctrinarios del “Registro 
de la Propiedad” e hizo, como él mismo lo advir- 
tió, breve referencia histórico-jurídica de nuestro 
Registro. En esta oportunidad, nos corresponde 
al distinguido colega licenciado don Juan Manuel 
Jiménez Pinto y a mí, abordar el tema “El Regis- 
tro de la Propiedad en sus aspectos prácticos”. 


Sin ánimo de repetir lo expuesto magistralmen- 
te por el colega Peralta Méndez en lo que se re- 
fiere al proceso evolutivo de nuestro Registro, 
considero necesario partir de este punto para lle- 
gar a la legislación actual que rige la materia. 


Anteriormente a la Independencia y muchos 
años después, no existió ningún registro que diera 
seguridad a los negocios jurídicos. Existió un 
registro de hipotecas, que propiamente no era re- 
gistro, sino simplemente toma de razón de estos 
contratos; así lo refiere el licenciado José Adán 
Gamboa Paz en su trabajo de tesis titulado: “Re- 
gistro de la Propiedad”, página doce. 


Antes de la Revolución Liberal del año 1871, 
que encabezaron los generales Miguel García Gra- 
nados y Justo Rufino Barrios, el entonces Presi- 
dente de la República, Mariscal don Vicente Cer- 
na, encomendó al eminente jurisconsulto don 
Manuel Ubico la elaboración de un nuevo proyecto 
de “Ley Hipotecaria”, y el profesional nombrado 
preparó un proyecto que entregó al Gobierno, que 
sin hipérbole podemos calificar de magnífico. Por 
circunstancias ignoradas, el proyecto Ubico no se 
plasmó en Ley de la República. 


Pocos años después del movimiento revolucio- 
nario del 71, y siendo ya presidente de la Repú- 
blica el General don Justo Rufino Barrios, en- 
cargó a una comisión de notables jurisconsultos 
formular proyectos de Códigos, ya que la legisla- 
ción del país estaba totalmente dispersa y era 
imperiosa la necesidad de codificarla. Los talen- 
tosos jurisconsultos integrantes de esa comisión 
dieron cuenta con su trabajo y así fue como en 
Decreto de fecha ocho de marzo de 1877, se pro- 
mulgan los Códigos Civil y de Procedimientos 
cuyas disposiciones entrarían en vigor el ocho de 
septiembre del mismo año. Lo importante del Có- 
digo Civil del 77 para el objeto que estudiamos, 
es que contiene, y por cierto, en forma bastante 
amplia, un capítulo referente al Registro de la 
Propiedad, en el título “V”. En dicho capítulo 
que también lleva el número “V”, se refiere a los 
títulos sujetos a inscripción; forma y efectos de 
la inscripción; de las anotaciones preventivas; de 
las cancelaciones; de los Registros; de los Regis- 
tradores y de la responsabilidad de los Registra- 
dores. Al mismo tiempo que se promulgaban los 
Códigos antes citados, se emitió el Reglamento 
para el Registro que contiene los capítulos si- 
guientes: a) modo de llevar el Registro; b) del 
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Registro; c) de la inscripción del Registro; d) de 
los Registradores; e) honorarios de los Registra- 
dores; f) del Registrador sustituto; y g) disposi- 
ciones transitorias. Figura también al final del 
Reglamento, el primer Arancel de honorarios para 
los Registradores. 


Como es natural y lógico, lo concerniente al Re- 
gistro ha sufrido reformas, sustituciones y supre- 
siones, pero se conserva la estructura original 
basada en el sistema del folio real y en la absoluta 
independencia económica de la Institución, siendo 
esto último el motivo de la eficiencia e interés con 
que se labora en sus dependencias, al grado que 
cuando el trabajo lo amerita, el personal labora 
extraordinariamente, hasta de noche, los domin- 
gos y días festivos. 


Antes de entrar a considerar el tema que nos 
corresponde al colega Jiménez Pinto y a mí: El 
Registro de la Propiedad en sus aspectos prácti- 
cos, haré breve relación de su organización y fun- 
cionamiento, conforme la ley actual Decreto-Ley 
106. 


El Registro está a cargo de un Abogado cole- 
giado activo, y de nacionalidad guatemalteca, de- 
signado por el Ejecutivo por conducto del Minis- 
terio de Gobernación; antes de tomar posesión 
del cargo, el Registrador deberá prestar fianza 
ante el mismo Ministerio de Gobernación, despa- 
cho que la fija entre un máximo de diez mil 
quetzales y un mínimum de mil, según la impor- 
tancia del Registro. 


También habrá en cada Registro, un Registra- 
dor sustituto de nombramiento del Ejecutivo, pero 
a propuesta del Registrador titular, quien deberá 
tener las mismas calidades del titular. 


Organización interna del Registro 


Hay en cada Registro, un Secretario y el nú- 
mero de empleados subalternos que las necesida- 
des de la oficina impongan. Dentro del personal 
subalterno, unos se encargan de operar en los Li- 
bros en la forma que mi estimado colega Jiménez 
Pinto les explicará proyectándoles sus caracterís- 
ticas; otros, de extender certificaciones; otros 
más, de la exhibición de Libros al público; otros 
que copian los Libros que están en mal estado; los 
que los empastan; un encargado de la estadística 
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y de llevar cuenta personal a cada operador y a 
los encargados de extender certificaciones. Los 
datos estadísticos se remiten mensualmente tanto 
al Ministerio de Gobernación, como a la Dirección 
General de Estadística y se refieren al número de 
Operaciones practicadas durante el mes, con sepa- 
ración de los diferentes contratos que hayan dado 
lugar a dichas operaciones; valor de las mismas 
y luego los totales; también se hace separación 
de la clase de fincas. Ejemplos: Compra-ventas, 
rubro, fincas rústicas; compra-ventas, 87, valor 
de las mismas Q4240,000.00 donaciones fincas ur- 
banas, etc. Al final se suman los grupos de fincas 
urbanas y rústicas y se obtiene el total de las ope- 
raciones que corresponden al mes. Lo mismo se 
hace cada fin de año. 


El Secretario tiene a su cargo el recibo y entre- 
ga de documentos, marcando en cada documento 
recibido, la hora de entrega y el número que le 
corresponde; esto último también se hace constar 
en la contraseña que se entrega al interesado; ade- 
más, el propio Secretario por sí o por medio de un 
ayudante, anota esos mismos datos, fecha y hora 
de la entrega y el número que le corresponde en 
el libro correspondiente. 


Es labor también del Secretario, recibir el di- 
nero que el interesado entrega en pago de los ho- 
norarios de la operación de que se trata y llevar 
una cuenta bancaria para el manejo y control de 
fondos. Las sumas entregadas por el interesado, 
se consignan en la contraseña, antes citada. 


Dicho lo anterior, y reservándome para próxi- 
ma charla aspectos importantes de este tema, mi 
estimado compañero y amigo licenciado Jiménez 
Pinto, hará en estos momentos uso de la palabra. 


Muchas gracias. 


In 


En nuestra charla anterior llegamos al punto 
que se refiere a la organización interna del Regis- 
tro, que si bien es cierto, no es perfecta como to- 
das las cosas que son obra del hombre, sí lo es 
buena y para nuestra propia satisfacción voy a 
referirles, que en el año 1965, siendo quien les 
habla Registrador de la Zona Central y General, 
tuve la grata visita de dos distinguidos profesio- 
nales, especialistas en Derecho Registral: la doc- 


tora Laura Núñez Vallejo y el doctor don José R. 
Villavicencio, ambos al servicio de la “Unión Pa- 
namericana” de Washington, D. C. La doctora 
Núñez Vallejo y el doctor Villavicencio traían la 
específica misión de visitar personalmente todos 
los Registros de la Propiedad Inmueble de la Amé- 
rica Latina; venían del Sur y solamente les queda- 
ban por visitar, dos registros, el de México y el 
nuestro. Se les atendió en la mejor forma y se les 
dio cuanta explicación e información solicitaron, 
y por último a petición de ellos, se les enteró del 
procedimiento empleado para la inscripción y re- 
gistro de documentos, desde su presentación, has- 
ta su entrega al interesado. Excuso decirles, que 
esta visita no fue en un solo día, sino durante 
varios. 

Pero lo importante y, yo quería señalarles como 
les dije al principio, para nuestra propia satisfac- 
ción, es que después de estar perfectamente ente- 
rados del funcionamiento de nuestro Registro, lo 
elogiaron, manifestándome que era el mejor de 
los visitados hasta la fecha, y como dije antes, 
solamente faltaba visitar el de México. 

A su regreso a Washington, D. C., los doctores 
Núñez Vallejo y Villavicencio, rindieron un am- 
plio informe, que la “Unión Panamericana”, hizo 
suyo y lo mandó a publicar en dos tomos. 


Proceso a seguir para la inscripción 
de documentos 


Presentado el o los documentos que deban re- 
gistrarse a la Secretaría, son anotados en el Libro 
de entrega de documentos con su correspondiente 
número (dato importante, fecha y hora de la en- 
trega), y se extiende al interesado una constancia 
que contiene el número que le correspondió, la 
cantidad que enteró como posible valor de los ho- 
norarios, fecha y hora de entrega. 

Al día siguiente de la presentación de documen- 
tos, el Secretario hace el reparto de trabajo a ope- 
radores y demás empleados. Este reparto se hace 
en forma equitativa, con el fin de que todos ten- 
gan un ingreso más o menos igual. * 


Observaciones Importantes: 


1 Con la implantación de la jornada única para los servidores 
del Estado que comprende también el Registro, el reparto 
o distribución de documentos se hace el mismo día de su 
presentación, después del cierre de la oficina, a las 15:30 
horas. 


El horario actual es el siguiente: de 7:00 a 13:00 horas se 
reciben y entregan documentos. De las 7:00 a las 15:30 horas 
se atiende al público en la consulta y exhibición de libros. 


En poder del operador el documento, éste está 
obligado a hacer asiento en el Libro Diario dentro 
del plazo de veinticuatro horas (casi siempre lo 
hace antes de ese tiempo). El asiento contiene 
un resumen de los datos más importantes del con- 
trato, tales como: nombres de los otorgantes, 
fecha de presentación del documento, clase de 
contrato, la persona que presentó el documento, 
precio si lo hubo, fecha de la escritura y nombre 
del Notario autorizante y honorarios causados. 
Cada asiento lleva numeración cardinal y va fir- 
mado por el Registrador. 


Hecho el asiento en el Libro Diario, se pasa al 
Libro Mayor, y en la columna principal del domi- 
nio, se hace la inscripción consignando todos los 
datos que estipula el artículo 1131 del Decreto- 
Ley 106, reformado por el 82 del Decreto-Ley 218. 
Estos datos son indispensables cuando se trata de 
la primera inscripción de dominio; en las demás 
inscripciones no lo son, pero sí debe consignarse 
en primer lugar, con número ordinal el que le 
corresponde a la inscripción; nombres de los otor- 
gantes, clase de contrato, precio, por si lo hay, 
Notario que autorizó la escritura, fecha de la mis- 
ma, los datos relativos al asiento en el Diario y 
fecha de la operación. 


Hecha la operación en el Libro Mayor, se razo- 
na el título, haciendo constar la inscripción de 
dominio que le corresponde (en una supuesta ven- 
ta) al comprador; si figuran gravámenes se hacen 
constar después de consignado el valor de los 
honorarios causados, fecha y firma del Regis- 
trador. 


En este estado del proceso, se pasa a la Sección 
de Control y Estadística, para que tome nota de 
los datos que son importantes para los informes 
al Ministerio de Gobernación que anualmente de- 
berá enviarse a dicho Ministerio y a la Dirección 
General de Estadística y además para el control 
de cuentas que en forma personal se lleva a cada 
operador por los trabajos que realiza y le son pa- 
gados semanalmente, incluyendo al Registrador. ? 


2 Semanalmente se remiten a la Dirección General de Rentas 
Internas, la nómina de los funcionarios y empleados afectos 
al pago del Impuesto sobre la Renta, así como los descuen- 
tos hechos para cubrir este impuesto. 


Mensualmente se envía al IGSS, la misma nómina con los 
descuentos hechos al personal para cubrir las cuotas res- 
pectivas. 
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Tomados los datos apuntados anteriormente, la 
Secretaría recibe los documentos ya inscritos y los 
interesados pueden recogerlos. El tiempo que se 
llevan todas las operaciones anteriores es suma- 
mente breve; más breve que los que señala la ley; 
varía entre tres y cinco días, lo más ocho. Ahora 
cuando se trata de escrituras en que hay que ope- 
rar en muchas fincas o en los casos de lotificacio- 
nes, lógicamente el proceso de inscripción puede 
llevarse de quince a veinte días. 


Lo dicho anteriormente es el proceso que co- 
rresponde a la inscripción de documentos que no 
tienen defecto formal alguno, inexactitudes, erro- 
res de fondo, etc., pero puede ocurrir y desgra- 
ciadamente ocurrre con frecuencia, que muchos 
instrumentos no pueden inscribirse por alguno de 
los motivos anteriormente expresados; entonces el 
Registrador en virtud de la facultad calificadora 
que le corresponde, ordena la suspensión y sola- 
mente se anota en el Diario, después, desde luego, 
de haber pasado por la Secretaría para su ingreso 
en la forma que antes explicamos. El Registrador 
está obligado a explicar los motivos por los cuales 
se suspendió la operación al razonar el título y a 
citar las leyes en que se funda para actuar en esa 
forma. 


La falta de inscripción de un documento puede 
dar lugar a dos acciones: que el Notario que au- 
torizó el instrumento reconozca que efectivamente 
el Registrador tuvo razón al no inseribirlo y 
entonces trate de subsanar el defecto, error u 
omisión con una escritura de ampliación que se 
acompañará con el documento rechazado y si han 
quedado satisfechos los requisitos, el dicho docu- 
mento se opera; pero también puede suceder, que 
el interesado o el Notario no estén de acuerdo con 
la tesis del Registrador, y, en este caso, pueden 
ocursarlo ante uno de los Jueces del Ramo Civil 
de esta capital, aduciendo los motivos que les asis- 
ten para hacer la impugnación. El Juez por cos- 
tumbre, no porque lo exija la ley, manda oír al 
Registrador y con lo que exponga resuelve, o bien 
aprobando la actuación del Registrador o lo con- 
trario, dándole la razón al ocursante. Así resuel- 
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to el caso, tanto el Registrador, como el interesado 
pueden apelar ante la Sala Jurisdiccional del Juz- 
gado y el fallo de esta Cámara es definitivo, que 
también puede ser adverso al Registrador y en 
cuyo caso no le queda más que inscribir, pero in- 
sertando lo más importante de la resolución Ca- 
maral. 


De los Registros 


Actualmente, como nosotros sabemos, sólo exis- 
ten dos Registros de la Propiedad en la República: 
el de la Zona Central, con sede en esta capital y 
además con atribuciones de Registro General. Ar- 
tículo 1216 del Código Civil, reformado por el 
artículo 97 del Decreto-Ley 218, y el de Quezalte- 
nango. 


El primero comprende los departamentos del 
centro, del oriente y del norte; y el segundo, los 
departamentos de la zona occidental. 


Antiguamente existieron otros Registros Depar- 
tamentales, en las cabeceras de San Marcos, Ja- 
lapa y Cobán (Alta Verapaz), pero desgraciada- 
mente funcionaron mal y además los ingresos eran 
tan pocos, que hubo necesidad de suprimirlos y 
anexarlos: el de San Marcos al de Quezaltenango, 
y los de Jalapa y Cobán, al Central. 


Horarios 


Las oficinas del Registro operaban hasta hace 
poco tiempo para atender al público en la Secre- 
taría, solamente por las tardes, de las 14:00 a las 
18:00 horas; pero recientemente se acordó aten- 
der al público una hora por la mañana, de las 
11:00 a las 12:00 horas. La razón del horario 
indicado era que los empleados y operadores du- 
rante las mañanas hacen todas las operaciones 
antes relacionadas para la inscripción de documen- 
tos. El horario actual es: de 7:00 a 13:00 horas. 


La exhibición de Libros funcionó con el horario 
de las demás oficinas de las 8:00 a las 12:00 y 
de las 14:00 a las 18:00 horas. Actualmente el 
horario es: de 7:00 a 15:30 horas. 


Honorarios de los Registradores 


Los Registradores perciben los honorarios que 
establecen los Acuerdos Gubernativos de fechas 
veinticuatro de julio de 1950 y 15 de julio de 1964, 
el primero se refiere a los bienes inmuebles y el 
segundo a los muebles y se diferencian en que son 
más módicos los de los muebles. 


Casos prácticos 


Muchos, pero muchísimos, son los casos que ocu- 
rren en el Registro y que ofrecen duda y por con- 
siguiente una lógica y correcta interpretación. 


Al hablar del actual Código Civil de las cancela- 
ciones: el artículo 1170 inciso 3% del actual Código 
Civil, reformado por el Decreto-Ley 218, estable- 
ce: Que el Registrador a solicitud escrita de parte 
interesada cancelará “Las anotaciones de deman- 
da y de embargo, después de cinco años de su 
fecha”. Sin embargo, el artículo siguiente el 1171 
dice: “Las inscripciones o anotaciones decretadas 
judicialmente en los casos 1%, 2%, 4%, y 6%, del ar- 
tículo 1149 del mismo Código Civil, no se cancela- 
rán, sino por providencia judicial firme”. A pri- 
mera vista se advierte una enorme contradicción 
entre ambas disposiciones legales, pero si analiza- 
mos serenamente y aplicamos la lógica jurídica, 
no existe tal contradicción, ya que el primer pre- 
cepto citado, artículo 1170 inciso 3%, es de aplica- 
ción general y, en mi concepto, debe aplicarse a 
todas las anotaciones que tengan más de cinco 
años a la fecha de su inscripción; en cambio la 
otra disposición, es decir, la que contiene el ar- 
tículo 1171, se refiere a las anotaciones ordenadas 
por Juez o judicialmente, cuando no hayan trans- 
currido los cinco años; solamente por mandato de 
Tribunal pueden ser canceladas y en virtud de 
providencia firme. Cuando tuve a mi cargo el 
Registro implanté este criterio que fue comparti- 
do por muchos estimados colegas. 

Cuando una persona particular trate de des- 
membrar para sí o para un tercero una fracción 
de un inmueble urbano que le pertenece, no está 
obligada a obtener licencia municipal como lo es- 


tipula el artículo 23 del Decreto 1424 del Congreso 
de la República, puesto que tal disposición legal 
no es aplicable al caso. El Decreto citado contiene 
La Ley de Parcelamientos Urbanos y desde sus 
considerandos, se hace recalear que la ley se emite 
para garantizar a los adquirientes de parcelas de 
lotificaciones que deben ser controladas por la 
Municipalidad y autorizadas por la misma, cuando 
se hayan cumplido los requisitos por ella exigidos; 
el articulado del mismo Decreto se refiere tam- 
bién a parcelamientos; pero con un parche que no 
encaja en esa ley, aparece el artículo 23 y la Mu- 
nicipalidad lo hace extensivo a toda persona que 
desee hacer una desmembración. En mi estancia 
como Registrador, senté también esa tesis y aun- 
que fui ocursado varias veces por la Municipali- 
dad, ninguno de esos recursos prosperó. 

Cuando un Notario a quien se le suspende la 
inscripción de un contrato por omisión de requisi- 
tos fundamentales del instrumento, es impropio 
que trate de llenar esos requisitos mediante una 
escritura adicional autorizada por sí y ante sí, sin 
la concurrencia de las partes interesadas. 


Ejemplos: En el instrumento en que conste una 
compra-venta, se omite el precio o la forma de 
pago. Para subsanar esta omisión deben concu- 
rrir nuevamente los otorgantes para que el instru- 
mento sea ampliado; en el mismo caso estaría si 
se suspendió la operación por no consignar un 
lindero o por haberlo equivocado; lo mismo ocu- 
rriría si no se consignan bien los datos referentes 
a los otorgantes. Debo agregar a esto último que 
es muy frecuente que los colegas Notarios hagan 
constar en el instrumento que autorizan, que uno 
o más de los otorgantes no usa otro apellido: no 
se trata de uso o no uso, sino de tenerlo o no te- 
nerlo, que no es igual; y esto último es lo que la 
ley exige. Ninguno de los ejemplos citados ante- 
riormente puede ser corregido por ampliación de 
la escritura suspendida con un instrumento auto- 
rizado por el Notario por sí y ante sí. 

He oído comentarios de algunos colegas, refe- 
rentes a que hay que darle seguridad a la persona 
que adquiera un inmueble por compra, desde el 
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momento mismo en que es propietario, porque se 
han dado casos de vendedores de mala fe que han 
vendido dos y tres veces una propiedad raíz. Su- 
gieren dichos colegas que se reforme la Ley de No- 
tariado exigiendo al Notario que al momento mis- 
mo de autorizar un contrato de compra, venta o 
hipoteca, se dé el mismo día aviso al Registro para 
que haga una anotación preventiva, mientras se 
presenta el testimonio. La idea de estos Notarios 
es que no sólo han sucedido casos como el señalado, 
sino que las oficinas fiscales tardan mucho para 
tramitar los avisos de alcabala y esa demora es 
la perjudicial porque cualquier otro Notario que 
vea el registro, encontrará que la propiedad está 
inscrita a nombre del que va a vender por segunda 
vez. Participo de la idea que me parece buena, 
pero para mientras esa reforma llega, cuando se 
tenga duda o desconfianza que pudiera suceder 
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alguna maniobra de ese tipo, aconsejaría dos 
fórmulas para evitar hasta en lo posible una ma- 
niobra fraudulenta: O bien se paga la alcabala 
anticipadamente al otorgamiento del contrato, o 
se obtienen solvencia municipal (si el inmueble es 
urbano) y los recibos de pago del último trimestre 
del impuesto territorial. Teniendo todo el mate- 
rial a la mano, es solamente de operar: primero 
autorizar la escritura y luego sacar el testimonio. 
Si esto no se pudiera hacer así, entonces hay otro 
camino: al momento de otorgarse la escritura se 
saca el testimonio y se presenta al Registro con 
un memorial indicando que se pide anotación pre- 
ventiva mientras se paga la alcabala y se obtienen 
los atestados del pago del impuesto sobre inmue- 
bles y solvencia municipal. En cualquiera de es- 
tas formas se garantiza al comprador. 


INDICADOR 


“REGISTRO”, publicación trimestral, órgano 


oficial del Registro General de la Propiedad. 


Dirección: 9a. calle 9-70, zona 1. 
Teléfonos 26-7-39 y 21-8-47. 


Guatemala, C. A. 
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